[bookmark: _Toc366755199]Nº 16-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del diecinueve de abril de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, y del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El máster Alexander Arguedas Vindas, no participó de la sesión, por razones laborales.
[bookmark: _Toc100240210]ARTÍCULO I
Documento N° 387-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc100240212]ARTÍCULO II
Documento N° 388-2022
Aprobación del Acta N° 15-2022 de la sesión celebrada el martes 5 de abril de 2022.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el acta N° 15-2022 de la sesión celebrada el 5 de abril de 2022.
[bookmark: _Toc100220269][bookmark: _Toc100240216]ARTÍCULO III
Documento Nº 393-2022
En sesión N° 15-2022 del 5 de abril de 2022, artículo XIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Manifiesta el licenciado Parris Quesada Madrigal, que él quisiera saber que ha pensado la administración, con respecto a los acuerdos tomados por la Corte Plena y el Consejo Superior, referentes a la normalidad que se va a tomar, sobre la presencialidad, y que han dispuesto sobre ese tema.

Informa el máster Oslean Mora Valdez, que es un tema que se tiene que conversar, porque la circular que emite la Corte Plena, y avala para los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial, habla acerca de la necesidad de presencialidad, donde exista atención al público, principalmente, y deja un espacio para que se valore a nivel de jefatura, los puestos que puedan seguir bajo la modalidad de teletrabajo. Además, indica que, a lo interno de la administración, se han analizado cuales son los puestos que tiene que tener presencialidad, que son básicamente los encargados de atención al cliente, y que las demás personas servidoras, poseen las características, para continuar desarrollando la opción de teletrabajo. Asimismo, señala que se hizo una matriz donde se está manejando un esquema mixto de 2 días presenciales y 3 días de teletrabajo, para los funcionarios, considerando que la modalidad de teletrabajo se ha venido desarrollando durante los últimos 2 años, con resultado bastante exitosos, a lo interno de la gestión del Fondo de Jubilaciones, y que también, se está considerando que las sesiones de trabajos puntuales, cuando así sea requerido por la Junta Administradora, las jefaturas estarían a la disposición cuando se les convoque.

Agrega el licenciado Parris Quesada Madrigal que es importante, no solo relacionar el teletrabajo con la efectividad de la función judicial, si no también que se valore la parte social de las personas, si se han visto afectados de estar en las casas o si se han visto beneficiados.

Dice el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que él agradecería que se remita por parte de la Dirección de la JUNAFO, una propuesta formal, de conformidad a los acuerdos tomados por el Consejo Superior y la Corte Plena, los reglamentos, los puestos que son teletrabajables, y que eso que indica el licenciado Parris Quesada Madrigal, es muy importante, ya que hay personas que quieren volver, por distintas razones, entonces que sea valorado por la Dirección. Además, que esto tiene replica, por ejemplo, en lo relacionado con los espacios que realmente va a requerir el personal. Igualmente, que se indique cuantas gestiones hay de manera presencial, o si todo se está atendiendo vía correo, todo esto, para poder tomar una decisión.

SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS

Señala la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que le parece muy válida la solicitud de don Rodrigo y de los demás integrantes de la JUNAFO, pero que es importante indicarles, que todo esto ya ha sido valorado, en cuanto a los espacios, en el edifico impala, los espacios de parqueo, que las personas no estén juntas, los días que vienen, y que no haya aglomeración en el comedor, por lo que se cuenta con un microondas en la oficina, además se les consulto a las personas servidoras si querían permanecer en la modalidad de teletrabajo o regresar a la oficina, ente otras cosas.

Interviene el doctor Juan Carlos Segura Solís, en el sentido que si ya la Dirección de la JUNAFO, tiene el informe realizado y ya se ha conversado sobre el tema, no hay necesidad de volver a traerlo a la Junta.

Responde el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que el sí preferiría verlo, y tomar un acuerdo, por responsabilidad y salvaguardar las acciones de la administración.

Añade el doctor Juan Carlos Segura Solís que, también se debe tomar un acuerdo sobre las sesiones de la Junta, si serán presenciales o continuarán siendo virtuales.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de las manifestaciones expuestas por los integrantes de esta Junta, así como de la Dirección y Subdirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en consecuencia, previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a la Dirección de la JUNAFO, que remita una propuesta formal, para valorar la continuidad de la modalidad de teletrabajo, o retomar la presencialidad de las personas servidoras, tomando en consideración los acuerdos tomados por la Corte Plena y Consejo Superior, así como los demás factores indicados anteriormente. Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”
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En relación con lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 0127-DJA-2022 del 06 de abril de 2022, comunicaron:
“La Corte Plena en sesión extraordinaria N° 16-2022, celebrada el 28 de marzo de 2022, artículo XIV, en atención a las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, así como el decreto ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, acordó, en lo que interesa, los siguientes puntos:

“[…]

· Que esta Corte, ha venido adoptando una serie de acuerdos tendientes a asegurar la continuidad de servicios y la protección de personas usuarias y servidoras, conforme se han emitido las diferentes resoluciones y lineamientos por parte del Ministerio de Salud y con efectos según la vigencia temporal de dichas disposiciones, y que requieren una actualización conforme lo dispuesto por el Ministerio rector.

· Que en sesión extraordinaria N V2022 celebrada el día 10 de febrero del 2022 de la Comisión Nacional de Vacunación y Epidemiología se dispuso la obligatoriedad de vacunación de la tercera dosis contra la COVID 19, lo cual fue acogido y dispuesto para todas las personas servidoras judiciales, mediante acuerdo de sesión N° 18-2022 celebrada el 03 de marzo del 2022, artículo XXXVI, del Consejo Superior.

· Que mediante oficio PJ-DGH-SSO-451-2022 del 11 de marzo de 2022, se expresó criterio del Ing. Freddy Briceño Elizondo, Jefe de Salud Ocupacional, el Dra. Susana Alvarado Valdez, Jefe a.i. Servicio de Salud, la Licda. Waiman Hin Herrera, Sub Directora de Desarrollo Humano y de la MBA. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, con recomendaciones respecto de las medidas a adoptar a partir del mes de febrero de 2022, con motivo de la pandemia en donde se indica “Por lo anterior, desde esta Dirección, se reitera la necesidad de seguir acatando los lineamientos técnicos vigentes emanados por el Ministerio de Salud y que a la fecha el Poder Judicial ha respetado en cada decisión tomada por los órganos superiores para enfrentar la emergencia nacional.

· Que mediante oficio PJ-CIT 046-2022 de 16 de marzo de 2022, se comunica acuerdo de la Comisión Institucional de Teletrabajo en el sentido de que dicho órgano considera que esta modalidad de trabajo debe seguir desarrollándose e impulsando, independientemente de que estemos o no en tiempos de emergencia, teniéndose consigna la adecuada prestación del servicio público. (subrayado fue añadido) 

· Que es criterio de la Comisión Institucional de Emergencias del Poder Judicial, que al día de hoy, el marco normativo que regula el estado de emergencia nacional declarado mediante Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 se ha modificado por lo que resulta necesario adoptar medidas para un retorno programado a la presencialidad y en entendido de que el mismo será aplicable a los despachos que cumplan las condiciones necesarias para mantener el distanciamiento recomendado y tomando en consideración el necesario cumplimiento de los lineamientos establecidos por el Ministerio de Salud, esta Corte y el Consejo Superior para la prevención del riesgo de contagio por COVID-19.

POR TANTO:

Se acuerda:

Adoptar las siguientes medidas para el regreso a la prestación presencial del servicio en los despachos del Poder Judicial, a ejecutar a partir del día 1 de abril de 2022: 

a.- En cada despacho de los ámbitos jurisdiccional, administrativo y auxiliar de la justicia del Poder Judicial, cuando las características del servicio lo requieran, se deberá realizar un regreso progresivo a la presencialidad, a fin de que durante el mes de abril se implemente un proceso de reincorporación de las personas servidoras judiciales a la prestación presencial del servicio en jornada normal completa, excepto en los supuestos específicos que se establece el presente acuerdo. En este proceso de regreso a la presencialidad, tendrán prioridad los servidores y las servidoras destinados a la atención directa a las personas usuarias. (subrayado fue añadido).
  
Dicho regreso a la presencialidad deberá estar ejecutado como máximo al 1 de mayo de 2022.
…

d.- La prestación de servicios bajo la modalidad de teletrabajo se podrá continuar realizando en los casos en que proceda, como una modalidad ordinaria alterna del trabajo presencial, y de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en Teletrabajo en el Poder Judicial, aprobado por esta Corte Suprema de Justicia, y sin que la misma pueda implicar una afectación negativa o inconveniente al servicio en el respectivo despacho u oficina. (subrayado fue añadido).

e.- Corresponderá a las jefaturas, coordinadores y demás titulares subordinados realizar la revisión y adecuación de sus planes de trabajo para determinar cuáles tareas y puestos pueden mantenerse en teletrabajo, conforme las disposiciones que haya adoptado y adopte en el futuro el Consejo Superior, sin que se afecte negativamente la prestación del servicio público. Sobre la base de lo anterior, cada jefatura, persona coordinadora o titular subordinado deberá determinar en el mes de abril, a las personas servidoras y funcionarios del lugar de trabajo o despacho a su cargo o bajo su coordinación, que continuarán prestando servicios bajo la modalidad de teletrabajo, definiendo los días en que esta podrá aplicarse en cada caso que sea procedente y los días en que dichas personas servidoras prestarán servicios de manera presencial. (subrayado fue añadido).

Sobre la base de lo anterior, deberán readecuarse los respectivos planes de trabajo y contratos, a fin de que se proceda a ajustar las modalidades de la prestación del servicio en los casos que se requieran para dar debido cumplimiento a las disposiciones del presente acuerdo…”  

Es por lo anterior que, considerando las disposiciones de la Corte Plena indicadas anteriormente, Consejo Superior, así como las propias dictadas por la Dirección de la JUNAFO y considerando las condiciones actuales del país, los beneficios a la Institución, al personal judicial y conforme a la naturaleza de la mayor parte de los puestos que desempeña el personal de la Dirección de la JUNAFO, se considera que es posible mantener la modalidad de teletrabajo, eso, si a criterio de la estimable Junta Administradora del FJPPJ, es aprobada dicha opción, por lo que se detalla a continuación el análisis de los hechos señalados, para su consideración: 

Condición actual del país

1) Aumento de los combustibles: lo cual se ve reflejado en un el alto costo de la gasolina y diésel, así como las tarifas de autobús y otros medios de transporte, como taxi, transporte informal, otros. 

2) Congestionamiento vial: los tiempos de traslados a los lugares de trabajo se han incrementado, así como los costos, debido al aumento de vehículos y motocicletas que existe actualmente en el país, siendo que la Dirección cuenta con personas colaboradoras que invierten incluso más de 4 horas de traslado cada día, dado el lugar de residencia como lo es Palmares, Tambor de Alajuela, Cartago, Barva y Santa Bárbara de Heredia, La Guácima, Sardinal de Carrillo, Guanacaste, Acosta, entre otros lugares alejados del país. Ahora bien, aun cuando otras personas residen en zonas aledañas, como Coronado, Moravia, Guadalupe, Desamparados, Tres Ríos, y otros, la duración del desplazamiento a las instalaciones puede conllevar tiempos superiores a una hora por sentido, para dicho personal.

3) Déficit en las finanzas públicas: las personas servidoras judiciales han sufrido las consecuencias del déficit en las finanzas del país, lo que se ha visto reflejado en que hace aproximadamente cuatro años no se aplican aumentos por costo de vida en los salarios, además de la implementación de la Ley de las Finanzas Públicas y próximamente la afectación que traerá la implementación de la Ley de Empleo Público. Todas las anteriores afectaciones impactan directamente en el poder adquisitivo de las personas colaboradoras de esta Dirección. 

4) Pocas opciones de parqueo: en el edificio Impala, se cuenta únicamente con 10 espacios de parqueo asignados a esta Dirección y conforme la investigación realizada, se cuenta con limitadas opciones para dejar los vehículos en otros sectores aledaños (en un kilómetro a la redonda no existen parqueos públicos), aunado a que los costos de estos en la zona son bastante altos y existe peligrosidad si se deja en la vía pública. Asimismo, dada la zona en la que se ubica el citado edificio, se presenta un nivel de peligrosidad superior al acostumbrado en los alrededores de los edificios del I Circuito Judicial de San José, destacándose la escaza presencia policial y en el sector sur de Calle Morenos, existen barrios de clase media baja, lo que aumenta la exposición del personal judicial.   

5) Mejora para el medio ambiente: menos uso de los vehículos cuando se realiza el teletrabajo se refleja en una mejora al medio ambiente (carbono neutralidad), factura petrolera, congestión vial y contaminación en general.

Ventajas para la Institución y la Dirección

1) Ahorro para la institución: esta modalidad ha generado ahorros tanto en el rubro de alquileres, servicios públicos, uso de suministros e insumos de limpieza, ahorro de papel e impresiones (tóner de multifuncionales), entre otros elementos.

2) Mayor productividad de las personas colaboradoras: se ha visto reflejado en el logro de las metas y objetivos trazados por la oficina, siendo que existe mayor concentración en la ejecución de labores, mejor rendimiento laboral, mayor disposición de colaboración, entre otros.  

3) Atención de requisitos normativos: A lo largo de los más de dos años las funciones a cargo del personal de la Dirección de la JUNAFO, se ha caracterizado por el cumplimiento de requerimientos, tiempos, compromisos y obligaciones propuestos en los planes de trabajo operativos y metas definidas por las jefaturas, así como los requerimientos particulares de los entes supervisores. 

4) Uso eficiente de los recursos institucionales: dotados por la Institución para la ejecución de las tareas asignadas, como lo es el equipo portátil, lo que se traduce en beneficios para la población usuaria, al disponer de más mecanismos alternos para obtener los servicios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como lo son el uso del correo electrónico y fax exclusivos para obtener constancias y certificaciones de asignación mensual o de pertenencia al régimen, así como las consultas personales en línea a través de la Web.   

5) Menor siniestralidad: a lo largo del periodo evaluado, se ha corroborado que el personal de la Dirección de la JUNAFO, ha presentado menor cantidad de licencias de incapacidad gracias a la modalidad de teletrabajo que en periodos previos donde no se aplicada esta opción laboral.

Beneficios para el personal judicial de la Dirección de la JUNAFO

Esta Dirección, en procura de incluir el criterio del personal en el estudio, aplicó un formulario mediante el cual pudo extraer las siguientes consideraciones como parte de las ventajas o beneficios que ha significado para el personal la modalidad de teletrabajo y la posibilidad de mantenerlo de forma permanente. 

1) Una mejora en la salud física y mental, así como bienestar integral para toda la familia del personal colaborador.

2) La modalidad de teletrabajo, genera un importante ahorro a las personas trabajadoras y a la economía familiar, dados los menores gastos de alimentación, transporte, mantenimiento vehicular, parqueo y vestimenta.   

3) Asimismo, se considera que este es un incentivo adicional a los salariales, siendo que la mayor parte del personal indica sentir que se les da un “salario emocional” lo que se traduce en una compensación gratificante, que mejora la disposición, ánimo y espíritu de colaboración y servicio del personal.

4) Mejora en la seguridad para las personas trabajadoras, al no tener que transitar por zonas inseguras y con alto porcentaje de delincuencia o posibilidad de accidentes en carretera.  

5) Esta modalidad facilita la continuidad de los estudios universitarios y crecimiento profesional del personal judicial.

6) En períodos de trabajo extraordinario (cierre mensual, fechas de requerimientos puntuales, etc), es más fácil continuar laborando jornadas adicionales aún sin retribución económica, dado que el ahorro en el tiempo de desplazamiento se ha traducido en la producción de trabajo.

7) Un mejor equilibrio entre el tiempo de familia y de trabajo, lo que es un incentivo más para una mayor producción. Hay más y mejor calidad de vida y da plenitud a las personas colaboradoras y su familia.

8) Aumento de la motivación del personal, lo que ha generado mayor productividad y concentración, así como eficiencia en la administración del tiempo para la ejecución de las tareas asignadas.

9) Mejor distribución de tiempo para labores diarias, familiares y actividades físicas recreativas, religiosas, gracias al ahorro en el tiempo de traslado. 

10)  Mayor disposición del personal para recibir inducción, capacitación específica especializada relacionada con la gestión adecuada del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Es importante destacar que, del estudio efectuado, se pudo corroborar los siguientes elementos:

a) El 100% de las personas colaboradoras considera que la modalidad de teletrabajo debe permanecer vigente.
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b) En el orden de preferencia del personal de esta Dirección, se encuentran las siguientes modalidades mixtas para prestar el servicio:

a. 1 día presencial y 4 días de teletrabajo (81,60%)
b. 2 días presencial y 3 días de teletrabajo (73,75%)
c. 3 días presencial y 2 días de teletrabajo (15,80%)
d. 4 días presencial y 1 día (7,90%)
e. 100% presencial (15,80%)
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c) El 87% del personal cuenta con transporte propio, por lo cual se estima que la limitante de parqueo es un punto medular a considerar, dada la limitación de cupos asignados a esta Dirección.
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d) El 79% del personal considera importante que se realicen actividades coordinadas para que todo el equipo de trabajo se reúna presencialmente: 
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Al respecto, cabe mencionar que, el instrumento aplicado a las personas colaboradoras dio un espacio para externar la opinión sobre la modalidad de teletrabajo, experiencia y nivel de satisfacción con la misma, brindando los elementos de consideración previamente expuestos en el apartado anterior. 

Dentro de la estructura organizacional administrativa de la Dirección de la JUNAFO, existen puestos que, por la naturaleza de sus funciones y perfil competencial, son sujetos de la posibilidad de mantenerse bajo la modalidad de teletrabajo, siendo estos los que se mencionan a continuación:

· Director General 
· Subdirector General
· Asesor jurídico
· Prosecretaria y Asistentes
· Jefatura de Proceso y Subproceso 
· Coordinadores de Unidad
· Profesionales en Informática
· Profesionales Administrativos
· Técnicos Administrativos (que cuentan con equipo propio para el desempeño de las labores y lo pongan a disposición del Poder Judicial para los accesos y seguridad de la información institucional)

Los puestos indicados cuentan actualmente con contratos de teletrabajo debidamente suscritos, equipo portátil institucional[footnoteRef:1], VPN, acceso a los sistemas institucionales, correo electrónico, licencia Microsoft, firma digital, acceso a carpetas compartidas por áreas y digitalización del 100% de la documentación requerida para el ejercicio de sus funciones. [1:  La Institución dota de equipo portátil institucional a las clases de profesional 1 y superiores.] 


Dichos puestos, corresponden a labores propias en las que no se afecta el servicio público ni la atención a las personas cotizantes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, considerando el uso de los medios tecnológicos para mantener a la población judicial, jubilada y pensionada, así como a los entes supervisores, actualizada con la información y servicios prestados por la Dirección de la JUNAFO.
 
Cabe señalar que, aun así, diariamente existe la permanencia de personal de todas las áreas en la oficina (rol de presencialidad) y atención presencial para aquellas personas que así deseen ser atendidas, por lo que hasta el momento no se han generado quejas o desatenciones a las personas usuarias, ni se ha desmejorado de forma alguna el servicio público brindado.

Es importante mencionar que cada persona colaboradora conoce cuáles son los deberes y las responsabilidades que asume al aceptar dicha modalidad de trabajo, la cual entre otros aspectos incluye el compromiso de acondicionar el lugar de trabajo con los requerimientos mínimos solicitados por Salud Ocupacional, aun cuando esto signifique invertir recursos para satisfacer ese requerimiento, siendo que a la fecha la mayor parte del personal ha realizado importantes inversiones para el cumplimiento de los requisitos necesarios definidos por la Institución, para la prestación del servicio bajo esta modalidad.   

De aprobarse la opción que aquí se presenta, al interno de la Dirección, se continuará aplicando los mecanismos y controles requeridos para que la calidad del servicio por la que se ha distinguido la oficina, se mantenga y, además, se evalúe a las personas colaboradoras considerando el cumplimiento de los objetivos mediante metas cuantificables, como a la fecha se ha realizado mediante el módulo de Evaluación del Desempeño en el Sistema Institucional. Adicionalmente, para los contratos de trabajo y los planes establecidos anteriormente se aplicarán los ajustes en caso de que corresponda. 

Por las razones indicadas y la valoración realizada por esta Dirección de todas las variables que deben considerarse para el equilibrio en el trabajo, el servicio y las necesidades del personal de esta oficina se determina como una opción viable que pondera los beneficios de esta modalidad tanto para la Institución como para las personas colaboradoras, mantener la modalidad de dos días presenciales y tres de teletrabajo, de forma permanente.  

PETITORIA

Ante la etapa de teletrabajo ya vivida, por los excelentes resultados obtenidos, la motivación del personal, con el objetivo de garantizar el servicio público, la maximización de los recursos institucionales y las condiciones particulares del país, se remite a la estimable Junta Administradora, para su valoración y si a bien lo estiman, la aprobación de la propuesta de mantener la modalidad de prestación de servicios de teletrabajo aplicando una jornada de 2 días presenciales y 3 días de teletrabajo, de forma permanente, para el personal de la Dirección de la JUNAFO.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Comenta el doctor Juan Carlos Segura Solís, que a él le parece acertada la propuesta de 2 días presenciales y 3 de teletrabajo.
Manifiesta el licenciado Parris Quesada Madrigal, que le parece muy adecuada la manera en que se presentó el informe, y la forma en que se realizó la encuesta, tomando en cuenta la opinión de todas y todos los colaboradores de la Dirección de la JUNAFO. Indica que la propuesta le parece correcta, por una parte, y que por otra habría que cambiarla, en el sentido que la jefatura debería de estar más presente en la oficina, y propone, que la Dirección, Subdirección, Asesoría Legal, y las jefaturas de Proceso, estuvieran 3 días presenciales y 2 en teletrabajo, por el tema del alquiler del edificio, entre otros, además, que no sea permanente si no de forma provisional, hasta que las directrices emanadas por Corte Plena y Consejo Superior del Poder Judicial, así lo indique.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, señala que, le preocupa el tema de que se está alquilando, y por eso fue que propuso que se realizara el informe, pero que el mismo, tiene cosas muy subjetivas, no objetivas, para la Junta, y que echa de menos, el qué va a obtener la Junta, o el Fondo, de que los compañeros y compañeras se vayan a teletrabajar. Asimismo, propone que se apruebe lo solicitado, hasta el tanto la Corte Plena y el Consejo Superior tomen un acuerdo diferente. Por otra parte, señala que en el informe no se indica si todos los contratos de teletrabajo son derivados de la pandemia o ya existían algunos específicos antes de la pandemia, que son condiciones diferentes según lo que la Comisión de Emergencias del Poder Judicial había citado. También dice, que necesita aclarar dos cosas puntuales, cuánto espacio se va a economizar o cuál es el ahorro que se va a tener en temas de alquiler, ya que ese dinero se toma del cinco por mil, y ese cinco por mil, es por el que las personas están reclamando y la Junta debe tener cuidado con eso, y la otra parte es que no puede ser de forma definitiva, sino que se podría decir que, por los próximos 6 meses, hasta tanto que existan cambios por parte del Consejo Superior y la Corte Plena.
Agrega el doctor Juan Carlos Segura Solís, que el martes de Semana Santa, que se reunió con don Parris y don Oslean, en las instalaciones de la Junta, pudo observar que el espacio con el que cuentas las personas servidoras es muy restringido, ya que son cubículos muy pequeños, que todos y todas están en el mismo piso, y que inclusive el Asesor Jurídico está en un cubículo, y que, según la OMS, Costa Rica está a las puertas de una quinta ola de contagios por Covid-19, entonces le parece que variar los criterios de espacios de parqueo y referente a gasolina, y tomar en cuenta la protección de la salud de las personas, hace que sea necesario el teletrabajo, pese a que se esté alquilando, y que sinceramente él está alarmado con la manera en que están confinados, ya que es un espacio muy pequeño. También indica que, en algún momento se va a tener que tomar una decisión con respecto a la compra de terreno, o algo, para tener mayor comodidad y una adecuada salud ocupacional. Señala que está de acuerdo con las propuestas de don Parris y don Rodrigo, ya que las condiciones pueden cambiar.
Refiere el máster Oslean Mora Valdez, que hay que recordar que se tienen asignados en el edificio, únicamente 10 parqueos, que funcionan para el total de las personas colaboradoras, que son 38 en este periodo que, a partir del 2023, van a ser 46, con esos 10 parqueos. Dice que, si se analiza la encuesta, se puede determinar que el 81.60 % de la población, indicó que prefería el escenario de 1 día presencial y 2 teletrabajando, sin embargo, con el fin de optimizar el uso de las instalaciones, tomando en consideración, primeramente, el distanciamiento, segundo, el uso del parqueo, y tercero, que exista el cumplimiento de las directrices emanadas por el Consejo Superior y la Corte Plena, es que se cambia la propuesta a 2 días presenciales y 3 de teletrabajo, además indica que si se aumentan los días, habrían 2 problemas adicionales, de no tener parqueo en el edificio ni en los alrededores, ya que no hay parqueos públicos cercanos, y no se pueden dejar los vehículos en la calle.
Interviene el doctor Juan Carlos Segura Solís, disculpándose por la interrupción a don Oslean, indica que se va a volver pro-patrono, en el sentido que a la Corte nunca le ha importado si las personas servidoras tienen o no parqueo, y como llegan al trabajo, que los parqueos siempre han sido un tema institucional y no quiere que sea un problema a nivel de la Junta, y que no se basen en ellos para el teletrabajo, y se basen en otros temas.
Responde el máster Oslean Mora Valdez, que efectivamente tiene razón, y que quizás al patrono no le resulte de interés, pero que fue uno de los factores que se tomó en cuenta para la distribución.
Manifiesta el doctor Juan Carlos Segura Solís, que para él es más importante, la salud ocupacional, por ejemplo, que él siempre ha señalado que se tiene a un patrono que no le importa la salud ocupacional, que exige una silla ergonómica para teletrabajar pero no da una silla ergonómica en la institución, y que eso es una bofetada a la clase trabajadora, y que sin embargo, sí hay derechos propios de la persona teletrabajadora, es decir, una salud ocupacional propia.
Continúa máster Oslean Mora Valdez, indicando que el tercer elemento que quería rescatar, es que, si se aumenta la cantidad de días, no se podría respetar el distanciamiento, que sería entre las áreas y las personas. Y qué último elemento sería, y no es excusa, y él sabe que es importante utilizar los recursos, pero que es importante aclarar que, durante el año 2022, la Junta no hace cancelación por concepto de alquiler del edificio, sería a partir del 2023, por lo que no habría perjuicio en los intereses o recursos de la Junta Administradora, en caso de considerar esa opción.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, dice que no pretende hablar de dinero sobre salud ocupacional, porque según su experiencia el Poder Judicial es más estricto que muchos patronos, y que se ha tratado de dar los equipos ergonómicos, pero no se puede a todos, ya que son de mucho valor. Por otra parte, señala que le queda claro que no se ejecuta presupuesto de la Junta para alquiler, pero se ejecuta presupuesto del Poder Judicial para ese alquiler, y que eso tiene una corresponsabilidad para la Junta. Además, dice que no es que está en contra de que las personas hagan teletrabajo, pero que cree que el informe viene subjetivo, y sobre el parqueo dice que los problemas en parqueos están patentizados en el Poder Judicial, y consulta cuántos parqueos, hay para las personas usuarias.
Responde el máster Oslean Mora Valdez, que son 6. 
Expresa el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que entonces son 16 parqueos, aunque 6 no se puedan utilizar por las personas servidoras, que ese tema de los parqueos no se debe traer a discusión, que lo que le llama la atención es cuál es la reducción que van a tener, y que el distanciamiento social es una prioridad, por lo que considera que son 2 cosas relevantes del informe que se ha presentado, 1. Cuál es el ahorro real que se va a tener en la Junta, y el 2. Que no puede ser definitivo, que debe ser parcial, sujeto a las indicaciones de Corte Plena y Consejo Superior, y que, sobre el tema de las jornadas, opina que las jefaturas, como tienen oficina aparte, el criterio debería ser diferente a las personas servidoras que están en cubículos.
Explica el licenciado Parris Quesada Madrigal que, el hizo una crítica en el tema pandémico a los sindicatos, porque el Poder Judicial, no permitió que se sacara equipo de ningún tipo para poder realizar teletrabajo, y que, en relación a eso, en el informe no venían las condiciones en que teletrabajan las personas colaboradoras de la JUNAFO, en las casas, que él solicitaría fotografías de dichas condiciones. Por lo que señala, que falto información de cómo están las personas colaboradoras en la parte operativa, y que también pudo ver el hacinamiento, que se tiene que pensar en el futuro.
Comenta el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que él considera que él patrono no se ahorra nada, que el que realmente ahorra es la persona servidora, gasolina, transporte, comida, etc, aunque este 2x3. Asimismo, que tiene que pensar en las condiciones de las estaciones de teletrabajo de las personas servidoras.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone solicitar a la Dirección de la JUNAFO, realizar un estudio sobre la posibilidad de alquilar un edificio que cumpla con las condiciones de salud ocupacional que permita atender el tema del COVID 19.
Además, propones el licenciado Parris Quesada Madrigal, que se solicite un informe a la Dirección de la JUNAFO, que envíe un cronograma de los días establecidos de cada uno, para saber qué días están presenciales y cuáles no.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido informe rendido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 0127-DJA-2022 del 06 de abril de 2022. 2.) Acoger parcialmente la propuesta presentada en el citado informe, en consecuencia: a.) Autorizar a las personas servidoras de la JUNAFO, operar 2 días presenciales y 3 de teletrabajo, con la salvedad de que la Dirección y Subdirección de la JUNAFO, laboraran 3 días presenciales, y 2 días de teletrabajo. b.) Lo anterior, a partir del 1 de mayo de 2022, y hasta por 6 meses, sujeto a los acuerdos que tome la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial. 3.) Convocar a las personas integrante de este Junta, para que cada 15 días, las sesiones sean se presenciales, y de carácter virtual, en los casos necesarios, iniciando el 3 de mayo de 2022. 4.) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO, realizar un estudio sobre la posibilidad de alquilar un edificio que cumpla con las condiciones de salud ocupacional que permita atender el tema del Covid-19.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc100240219]ARTÍCULO IV
Documento N° 222-2022 / 391-2022
El licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0007-AJ/DJA-2022 del 04 de abril de 2022, remitió lo siguiente:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 10-2022 celebrada el 28 de febrero de 2022, artículo VI, notificado por la secretaría de la JUNAFO mediante oficio N° 0149-JUNAFO-2022, cuya parte dispositiva indica “Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a la Asesoría Jurídica, criterio sobre las potestades que tiene esta Junta para poder dar crédito al Poder Judicial, o si bien, el crédito se realiza a la entidad bancaria, según lo expuesto en el expuesto en el artículo 240 bis, inciso a, de la Ley Orgánica del Poder Judicial.”, se procede a rendir lo solicitado.

I.- ANÁLISIS DE LA CONSULTA:

En el acto de conocimiento del acuerdo anterior, en la deliberación del mismo, generó a esta asesoría legal la duda razonable en cuanto a si el Poder Judicial es sujeto de crédito de forma directa en aplicación del artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tomando en consideración que el artículo, no está del todo claro en su forma de redacción, es por este motivo que es importante valorar el espíritu del legislador sobre los alcances del artículo.

En virtud de la consulta presentada en el acuerdo supracitado, esta asesoría considera conveniente ocuparse de previo, al análisis de la interpretación que se le debe dar al numeral, con la finalidad de establecer el correcto entendimiento del texto, por esto, es oportuno traer a colación lo indicado por la Procuraduría General de la República, en su Dictamen C-273-2003 del 17 de septiembre de 2003, en donde hace alusión a la interpretación normativa, indicando –en lo conducente– que la interpretación es un procedimiento racional que tiene como objeto determinar el resultado o sentido de una norma jurídica, precisar "cuál es el contenido conceptual normativo (el precepto jurídico) correspondiente a cierta situación (general o particular)", en ese orden de ideas, en Dictamen cita textualmente lo siguiente: "El objeto de la interpretación es el texto legal como portador del sentido en él depositado, de cuya compresión se trata en la interpretación. "Interpretación" es, si nos atenemos al sentido de las palabras, la separación, difusión y exposición del sentido dispuesto en el texto, pero, en cierto modo, todavía oculto. Mediante la interpretación "se hace hablar" a este sentido, es decir, este es enunciado con otras palabras más claras, expresado más precisamente y hecho comunicable. Al efecto es característico para el proceso de la interpretación que el intérprete sólo quiere hacer hablar al texto, sin añadir o preterir cosa alguna…”. K, LARENZ: Metodología de la Ciencia del Derecho, Ariel, 1980, p. 309.

Bajo este razonamiento, es importante entender el espíritu del legislador al momento de emitir la normativa de estudio, por lo anterior, se procedió para su análisis, con la solicitud del expediente legislativo 19.922, Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, De 5 De Mayo De 1993 y sus Reformas”, reforma en donde fue incluido el artículo 240 bis vigente en la actualidad, referente a esto, es menester indicar que, bajo los procedimientos que se establecen en la Asamblea Legislativa, en la etapa de la discusión en Comisión de Asuntos Sociales, analizaron el tema en estudio, y en las deliberaciones, el contexto siempre estuvo enfocado en la posibilidad de que el Poder Judicial fuera sujeto de crédito con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; en la discusión del tema participó el licenciado José Francisco Pacheco Jiménez, en ese momento, Viceministro de Egresos del Ministerio de Hacienda, en donde realizó una serie de intervenciones a considerar para los efectos de este criterio, específicamente en el tema de un posible 25% para inversión pública, indicando lo siguiente:

“Recuerden que al final estos préstamos que vemos con buenos ojos, como línea general desde el Ministerio de Hacienda, hemos considerado que los fondos de pensiones puedan ser utilizados para desarrollar infraestructura pública y eso nos parece bien en un marco de supervisión y de prudencia financiera bastante sanos –ya en el país hay experiencia al respecto- pero al final de cuentas desde el punto de vista de Hacienda, es crédito, es endeudamiento…” (página 729 del expediente).

Sobre este mismo tema, el diputado Jorge Arguedas Mora le externó al Viceministro licenciado Pacheco Jiménez lo siguiente:

“Quisiera que amplíe un poquito más sobre las inversiones públicas de estos fondos, no solo en este sino el fondo de pensiones de los trabajadores y ha ido creciendo bastante, casi que el sector financiero nacional no tiene margen en donde invertir, ya se desbordó.

Esa es una posibilidad que se tiene, y la otra es la inversión en infraestructura dentro del mismo Poder Judicial, que eso prácticamente es pasar de una bolsa a la otra, que todavía es mucho más seguro por los vaivenes políticos, el invertir en infraestructura dentro del mismo Poder Judicial, que ellos por lo menos los gremios lo han planteado. Los magistrados lo plantearon, pero no en forma contundente, parece que la asesoría les dijo que no lo avala Tal vez hablarnos un poquito más sobre esa parte”. (página 731 del expediente) (subrayado se adiciona).

Al respecto, el Viceministro licenciado Pacheco Jiménez respondió al diputado Arguedas Mora:

“Como comentaba en la presentación, el uso del fondo para proyectos de inversión pública, es valorado positivamente. Creo que es una práctica importante que es ahorro, que no se canaliza solamente en inversiones financieras como suele pasar con muchos de los fondos, aunque nosotros mismos nos veamos beneficiados desde el Ministerio de Hacienda por esto, pero desde un punto de vista un poco más desarrollista.

La disponibilidad de estos fondos para fines de obra pública, nos parece que es un punto adecuado y creo que ahí no es donde está el, pero de este asunto. Lo que siempre nos cuestionamos o nos preguntamos al respecto, creo que es alrededor de dos temas (subrayado se adiciona).

El primero es, cómo van a estar regulados. Es decir, si la regulación es clara sobre la forma en que se va a prestar, habrá un tope por proyecto, que tipo de tasas se va a aplicar, cuáles son los plazos máximos.

En segundo lugar y esto sí es importante por la implicación directa sobre el presupuesto, es que si alguna entidad pública, en este caso la Corte o algún ministerio toma un préstamo de esta naturaleza, quien terminará pagándolo, va a ser el mismo presupuesto nacional, es decir, salen de la formulación del presupuesto que hace el Ministerio de Hacienda.” (Páginas 731 y 732 del expediente).

Aunado a esto, en la etapa del primer debate del expediente legislativo 19.922, también se conversó sobre el contexto de los préstamos, que se incorporarían al artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde la diputada Natalia Díaz Quintana, realizó la siguiente intervención: 

“Recordemos que la ley vigente, en su artículo 238, ya habilita las operaciones de crédito con cooperativas y cajas de ahora servidores del Poder Judicial o de instituciones bancarias también del estado; sin embargo, en esta reforma se amplía eso y también se incluyen lo que son sindicatos, cosa que no estaba en la ley vigente, las cajas, en fin, asociaciones que hoy no se incluían en la ley pero que con la reforma se incluyen.

Y Aquí quisiera dar algunos criterios o consideraciones generales sobre este tema de las operaciones de crédito. Actualmente, la Ley de Protección al Trabajo y la normativa de Conassif no autorizan las inversiones de los recursos en operaciones de crédito; para poder hacerlo se requiere una reforma legal.

En el caso del Poder Judicial, como les leí anteriormente, ya esta está incorporando estas operaciones de crédito; sin embargo, se modifica un poco y se incluye a otros actores. (subrayado se adiciona).

Lo que se hizo en este artículo que se reforma, que es el 240 bis, es prácticamente tomar lo que está diseñado para Jupema e incorporarlo al Poder Judicial, eso no quiere decir que todos deberían actuar conforme los fondos ya habilitados por ley (Páginas 4162 y 4163).

Las anteriores manifestaciones se traen a colación, únicamente con la intención de dilucidar que la voluntad del legislador fue habilitar al Poder Judicial para que tuviera la posibilidad de contar con esa opción de créditos para obra pública, las manifestaciones tenían esa línea de pensamiento, es por este motivo, que, mediante moción de fondo, varias personas diputadas de la Asamblea Legislativa plantearon la redacción del artículo 240 bis que está aprobado actualmente, moción que fue aprobada el 30 de octubre de 2017, con la siguiente justificación técnica:

El texto actual aprobado por la Comisión Especial de Pensiones, de manera muy general cita que la Junta Administrativa podrá invertir los recursos del Fondo de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones (artículo 239 inciso f)) y además podrá, definir las reglas de inversión vía Reglamento (artículo 242 inciso d).)

En cambio, con el articulo propuesto, se considera necesario que adicionalmente a estas dos atribuciones, se le dote a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por ley, de una serie de facultades legales especificas en materia financiera para la inversión de los recursos del Fondo, que garantice la existencia de una diversidad en el portafolio de inversiones y otorgue múltiples posibilidades de inversión, en pro de la sostenibilidad financiera del mismo. (El subrayado se adiciona).

Con ello, se estaría permitiendo que los recursos del Fondo puedan ser colocados en títulos valores del sistema bancario nacional a través de entidades públicas o privadas, así como en bienes inmuebles y préstamos que estarían siendo otorgados a través de entidades de segundo piso que estén supervisadas y reguladas por la SUGEF.

Este artículo toma como referente la normativa que en materia de inversiones contiene la Ley No. 7531 de la Junta de Pensionados del Magisterio Nacional y porque se estima necesario que estas mismas potestades las ostente la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siendo que la finalidad es que el Fondo crezca y obtenga réditos que garanticen sostenibilidad financiera en el presente y en el futuro, para el pago seguro de las pensiones y jubilaciones.

En conclusión, se hace necesario votar esta moción, para que la misma quede contenida en la versión final de este proyecto de ley y en pro de la sostenibilidad, rentabilidad del propio Fondo. (Página 431 del expediente).

Con fundamento en lo anterior, esta asesoría jurídica comprende que la voluntad del legislador fue habilitar mediante una vía legal a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que pueda realizar créditos en diferentes supuestos, entre ellos, el otorgamiento de créditos al Poder Judicial para los fines indicados en el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tomando en consideración, como se indicó en líneas atrás, que las deliberaciones se realizaron con esa intención.

II.- ANÁLISIS DEL ARTÍCULO 240 BIS DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL:

Aclarado el punto anterior, en cuanto a que la voluntad del legislador era incorporar al Poder Judicial como pretendiente para optar por créditos provenientes de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es imperativo analizar los alcances del artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual se transcribe a continuación:

Artículo 240 bis- La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad.

Dicha Junta está autorizada para colocar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión:

a) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al efecto. (El subrayado se adiciona).

b) Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el sector público.

c) En instrumentos financieros emitidos por fideicomisos:

1) Con entidades financieras, públicas o privadas, para colocar recursos destinados a préstamos personales de microempresas y vivienda.

2) Con entidades financieras, públicas o privadas, para la participación en el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social.

d) Valores de oferta pública inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, o en valores emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).

La Junta Administradora deberá realizar, anualmente, un estudio de su cartera crediticia según los parámetros de la Sugef, el cual deberá ser aprobado por la Junta Directiva y enviado a la Supen, para las labores de supervisión y regulación respectivas.

Para efectos del presente criterio, se analizará únicamente el inciso a) del citado artículo, debido a que es el que regula la consulta presentada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 10-2022 celebrada el 28 de febrero de 2022, artículo VI, por lo cual, se desarrollan los siguientes elementos:

1.- El artículo determina hasta un 25 % del fondo en operaciones de crédito, destinados para los siguientes fines:

a. Financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social.

b. Compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial.

2.- El artículo bajo estudio, nos presenta las entidades que pueden optar por los créditos según lo normado, estipulando lo siguiente:

a. Instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, esto en los casos para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados.

b. El Poder Judicial en los supuestos de compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados a ese Poder de la República.

3.- Como se detalló en el punto anterior, el inciso a) del artículo 240 bis presenta dos supuestos concretos para el otorgamiento de los créditos, adicionando para cada uno de ellos los siguientes requisitos:

a. Para el caso de las instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, indica que deben contar con una plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), aunado a esto, se debe dictar un reglamento que regule la forma en la que se va a actuar.

b. Para el supuesto del Poder Judicial, únicamente detalla que los créditos se deben realizar conforme a la reglamentación que se emita al efecto.

Sobre lo anterior, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aprobó en la sesión N° 7-2020 celebrada el 09 de marzo de 2020, artículo XI, el “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial introducida mediante Ley N°. 9544)", el cual fue actualizado en la sesión N° 22-2021 del 24 de mayo de 2021, artículo XI, con la finalidad de dar cumplimiento a lo normado en el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, documento que se anexa a continuación:




En ese sentido, valorando los argumentos expuestos líneas atrás, es criterio de esta Asesoría Jurídica que el Poder Judicial sí puede optar por un crédito con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aunado a que ya el órgano de Dirección aprobó su respectivo reglamento en donde regula el proceder para ello.

III.- POSIBILIDAD DE OTORGAR UN CRÉDITO AL PODER JUDICIAL POR MEDIO DE LA FIGURA DEL FIDEICOMISO INMOBILIARIO PODER JUDICIAL 2015:

Como se detalló en el punto anterior del presente criterio, esta Asesoría Jurídica es del razonamiento que el Poder Judicial sí puede optar por un crédito con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es por este motivo que se procede a analizar si la figura del “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”, puede utilizarse como vía para el otorgamiento de un crédito, por esto, se procede a desarrollar los siguientes puntos:

1.- El contrato de fideicomiso es un negocio traslativo de la propiedad para disponer de bienes o derechos y cumplir con determinados fines. Con este tipo de contrato se crea un patrimonio autónomo pero imperfecto, pues quien lo administra tiene una capacidad de disposición reducida y limitada a los fines previamente establecidos en el contrato. (Documento de la Procuraduría General de la República OJ-087-2017).

Expuesto esto, es menester explicar las partes del fideicomiso, las cuales son las siguientes:

· Fideicomitente: Quien es el propietario de los bienes o derechos que se traspasan.

· Fiduciario: quien recibe los bienes para la realización de los fines lícitos establecidos en el acto constitutivo.

· Fideicomisario: Beneficiario del contrato de fideicomiso quien debe recibir los beneficios derivados del cumplimiento del encargo y eventualmente los bienes fideicometidos al vencimiento del plazo estipulado. 

La Procuraduría General de la República, en su opinión jurídica OJ-087-2017 del 18 de junio de 2017, se pronunció sobre varias interrogantes relacionadas al contrato de fideicomiso, entre el texto del documento, expone lo siguiente:

 “El fideicomiso implica entonces la transmisión de derechos, tanto reales como personales, al fiduciario para que los destine al cumplimiento de los fines establecidos en el acto constitutivo. 

Por lo anterior, el acto de traspaso no genera una propiedad absoluta del fiduciario sobre los bienes y derechos del fideicomiso, pues aquel tiene la administración de los bienes en los términos en que el Código de Comercio y el acto constitutivo del fideicomiso disponen.

Por tanto, aun cuando el fiduciario actúa ante terceros como “el propietario real” de los bienes, lo cierto es que tiene una facultad de disposición reducida, pues le está prohibido modificar los fines dispuestos en el acto constitutivo”.

Dentro del Código de Comercio, en su artículo 633 expone que, por medio del fideicomiso, el fideicomitente trasmite al fiduciario la propiedad de bienes o derechos; el fiduciario queda obligado a emplearlos para la realización de fines lícitos y predeterminados en el acto constitutivo. Esto es importante debido a que es necesario entender dentro del contrato cual es el fin del mismo, además, en su artículo N.° 634, el citado texto normativo nos expone que pueden ser objeto de fideicomiso toda clase de bienes o derechos que legalmente estén dentro del comercio, los bienes fideicometidos constituirán un patrimonio autónomo apartado para los propósitos del fideicomiso, finalmente, el artículo N.° 637 del mismo cuerpo legal nos expone que puede ser fiduciario cualquier persona física o jurídica, capaz de adquirir derechos y contraer obligaciones. En el caso de personas jurídicas.

2.- El “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015” está elaborado con la finalidad de cumplir varios fines, por esto es imperativo entender las figuras que conforman el contrato, las cuales son las siguientes:

· Fideicomitente: Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial.

· Fiduciario: Banco de Costa Rica.

· Fideicomisario: Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial.

Es importante tener presente lo detallado anteriormente, debido a que el Poder Judicial es el beneficiario directo de las actuaciones del fideicomiso, compartiendo la figura de fideicomitente y de fideicomisario, en ese sentido, los productos finales de las operaciones que se realicen dentro del periodo contractual, serán en beneficio del Poder Judicial; para comprender con mayor claridad lo anterior, el contrato del fideicomiso en estudio, indica en su punto 1.2 las justificaciones del mismo, que en lo que interesa, expone:

El presente Fideicomiso se enmarca dentro del ordenamiento jurídico costarricense y tiene como objetivo gestionar el financiamiento, la adquisición directa de terrenos y edificios, así mismo podrá adquirir aquellos inmuebles alquilados por el Poder Judicial, actuales o futuros, y que a su criterio reúnan las condiciones necesarias para el buen desempeño de sus funciones, y sobre las cuales posea la opción de compra, la cual deberá transferir al Fideicomiso para su ejecución, el fideicomiso también tendrá como objeto de este contrato, el diseño, la construcción y el arrendamiento de las INSTALACIONES, a la CORTE SUPREMA DE JUSITICIA PODER JUDICIAL, para cubrir la adecuada operatividad del servicio judicial que ésta ofrece a lo largo y ancho del país. EL PROYECTO también incluye aquellas obras complementarias que sean necesarias para garantizar el adecuado servicio que brinda dicha entidad. (el subrayado se adiciona).

(…)

En consecuencia, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL requiere gestionar, a la mayor brevedad, el levantamiento de nuevas infraestructuras junto con su EQUIPAMENTO en caso de que asó sea definido por el FIDEICOMITENTE, según las prioridades que ésta establezca; y de ser necesario, la adquisición de terrenos o edificios, a efecto de poder brindar a los usuarios un servicio ágil, continuo, moderno dentro de una infraestructura que reúna las condiciones mínimas de seguridad y salubridad que establece la normativa actual, y un ejercicio efectivo por parte del ente judicial en beneficio de la sociedad costarricense.

En la actualidad la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL no cuenta con el presupuesto suficiente para poder atender la demanda urgente de infraestructura que requiere. Tampoco cuenta con funcionarios, ni una unidad dedicada en forma exclusiva y especialidad al desarrollo de infraestructura, por lo que no está dentro de su alcance la gestión del proyecto enmarcado dentro de este fideicomiso.

EL BANCO DE COSTA RICA es un banco comercial del estado, debidamente regulado por la Superintendencia General de Entidades Financieras, cuenta con amplia experiencia en el desarrollo y la administración de fideicomisos, y de Fideicomisos de Obra Pública, que se respaldan con la solidez financiera, lo cual demuestra su capacidad para cumplir con los fines del presente Fideicomiso, y así lo reconoce el FIDEICOMITENTE. 

(…)

Se muestra en el texto anterior, que el Poder Judicial como institución no cuenta con el presupuesto suficiente para poder atender la demanda urgente de infraestructura que requiere, así como estructura administrativa. Además, el mismo documento en su punto 1.3 denominado Fundamento de Derecho, expresa lo siguiente:

“(…)

f.- El interés público, es un concepto genérico que fundamenta y justifica la actuación de las Administraciones públicas, el cual se concreta y especifica cuando la Administración actúa en el campo de sus potestades, de manera que toda actuación administrativa tiene un fin, como uno de sus elementos objetivos, que supone la concreción del interés público o general.

Así entendido, se comprende el espíritu de lo que el legislador normó, en el artículo 3 de la Ley de Contratación Administrativa, en el cual, expresamente establece que cuando lo justifique la satisfacción del fin público, la Administración podrá utilizar, instrumentalmente, cualquier figura contractual que no se regule en el ordenamiento jurídico-administrativo" y el artículo 145 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa hace ver que “La Administración puede acudir a cualquiera de las figuras contractuales desarrolladas en la Ley de Contratación Administrativa y en el presente capítulo, así como aquellas otras no establecidas en el ordenamiento jurídico administrativo, siempre y cuando lo justifique la satisfacción del interés público".

En el presente caso, nos encontramos frente a este supuesto, pues de ninguna forma podría inferirse que el FIDEICOMISO -qua Fideicomiso- sea la causa última del negocio jurídico, sino que más bien es el canal, el conducto o el instrumento por medio del cual la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA busca cumplir con un determinado objetivo. Esta premisa constituye, al final de cuentas, la base, el cimiento y la justificación filosófica y jurídica del contrato. (El subrayado se adiciona).

g.- El artículo 10 de la Ley General de la Administración Pública impone que "La norma administrativa deberá ser interpretada en la forma que mejor garantice la realización del fin público a que se dirige...”

El documento nos deja claro que el fideicomiso es el canal, el conducto o el instrumento jurídico por medio del cual el Poder Judicial buscar cumplir sus objetivos, los cuales se indican en el punto 1.5 del contrato, que literalmente indican:

a. Gestionar, obtener, administrar y repagar las obligaciones financieras adquiridas, necesarias para el desarrollo del Proyecto, mediante acuerdos, convenios o contratos financieros que se concreten con los INVERSIONISTAS, siendo el FIDEICOMISO el "'prestatario" ante éstos.

b. El FIDEICOMITENTE, previo cronograma acordado y verificación del cumplimiento de requisitos, solicitará la elaboración del Diseño y aprobará el mismo, (ilegible) siguiendo las fechas y plazos establecidos en el cronograma acordado entre las partes. Durante el desarrollo del PROYECTO, el FIDEICOMITENTE podrá solicitar los cambios o mejoras que sean necesarios y viables, siempre y cuando formen parte de la concepción inicial del proyecto, y que no modifiquen sustancialmente las obras originalmente proyectadas. La facultad de modificar deberá entenderse ejercida en forma razonable y proporcionada, no debe implicar cambios que varíen la concepción original del proyecto. La lista de obras a construir y en las zonas en que se desarrollarán las mismas, es la que se incorpora en la cláusula 8.1., no obstante, su ejecución estará sujete a que el FIDEICOMITENTE así lo disponga conforme su disponibilidad presupuestaria.

c. Adquirir los terrenos que sean necesarios para cumplir con el objeto del presente contrato de fideicomiso, para aquellos casos en donde el PODER JUDICIAL no cuenta con terrenos propios para que el FIDUCIARIO lleve cabo la construcción de las sedes judiciales. Para tales fines, la formalización de la escritura de traspaso de los bienes inmuebles adquiridos se efectuará a través de la Notaría del Estado, registrándose los mismos a nombre del FIDEICOMITENTE y posteriormente, otorgándose el Derecho de Uso correspondiente a favor del FIDUCIARIO en los términos regulados en la cláusula 8.1 del CONTRATO. (Modificado mediante adenda N° 8).

d. Adquirir edificaciones en obra gris o terminadas a solicitud del PODER JUDICIAL, para cumplir con el objeto del presente contrato de fidecomiso.

e. Permitir que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL disponga de las obras para el correcto e idóneo desempeño de sus funciones, así como albergar al personal administrativo, según lo dispone el marco normativo de dicha entidad.

f. Contratar los bienes y servicios necesarios para el diseño, construcción, supervisión y ejecución, desarrollo, operación y arrendamiento de las INSTALACIONES. El FIDEICOMITENTE queda facultado para asumir directamente y con cargo a su presupuesto las tareas relacionadas a la contratación de bienes y servicios que requieren y que se relacionen directamente con el mantenimiento, así como la seguridad física y electrónica de las INSTALACIONES, o bien instruir al FIDUCIARIO para que con cargo a los recursos del FIDEICOMISO asuma parcial o totalmente dichas labores. Las funciones totales o parciales en materia de mantenimiento deberán definirse claramente en el Contrato de Arrendamiento correspondiente. En los contratos de arrendamiento deberá definirse quién asume el mantenimiento, operación, vigilancia y seguridad de las instalaciones, lo cual está directamente relacionado con el tipo de arrendamiento por el que se opte (operativo o financiero), valoraciones presupuestarias, técnicas y de costo-beneficio, garantizando la satisfacción de las necesidades al menor costo para el erario público. En cuanto a las garantías de los equipos, cuando se valore su traslado del FIDUCIARIO a la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL, la misma deberá disponer de personal calificado y en los contratos de adquisición de los equipos debe constar esa posibilidad.

g. FIDUCIARIO a la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL, la misma deberá disponer de personal calificado y en los contratos de adquisición de los equipos debe constar esa posibilidad.

h. Arrendar las INSTALACIONES a la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL junto con el EQUIPAMIENTO que se haya acordado entre las PARTES. Al momento en que se defina el equipamiento a implementarse, las partes designarán el responsable por el mantenimiento preventivo o correctivo o la sustitución del equipamiento durante el plazo de arrendamiento, se excluye de esta cláusula el equipamiento de computadoras y servidores. Para la definición del mobiliario, se deben valorar diferentes factores, tales como disponibilidad presupuestaria, conveniencia institucional, entre otros.

i. Cualquier otro objetivo y finalidad que se desprenda de la naturaleza del presente CONTRATO, los cuales formarán parte integral del mismo, siempre que no atente contra la buena fe en los negocios o las normas jurídicas pertinentes.

De la información transcrita, se determina que el Poder Judicial por medio de este instrumento puede gestionar actuaciones para cumplir los fines anteriormente transcritos, en ese sentido, del texto del contrato, es necesario resaltar que, en la justificación del mismo, indica que el citado Fideicomiso tiene como objetivo gestionar el financiamiento, la adquisición directa de terrenos y edificios, así como adquirir aquellos inmuebles alquilados por el Poder Judicial, actuales o futuros, y que a su criterio reúnan las condiciones necesarias para el buen desempeño de sus funciones, en el entendido de que posea la opción de compra, la cual deberá transferir al Fideicomiso para su ejecución, también el fideicomiso tiene como objeto, el diseño, la construcción y el arrendamiento de las instalaciones, para la Corte Suprema de Justicia Poder Judicial, con el fin de cubrir la adecuada operatividad del servicio judicial. Como se desprende de lo expuesto anteriormente, se percibe que el instrumento contractual fue creado en beneficio del Poder Judicial.

Bajo este orden de ideas, tenemos que el Poder Judicial es el fideicomitente del contrato, propietario de los bienes o derechos que se traspasan, y al mismo tiempo es el fideicomisario, beneficiario directo del objetivo contractual, sobre esto, la cláusula 8.7 del contrato, denominada “Transferencia de los Bienes y Derecho del Fideicomiso”, indica lo siguiente:

En la fecha en que expire o se extinga el presente CONTRATO DE FIDEICOMISO, no existiendo impuestos pendientes de cancelar, obligaciones del FIDEICOMISO con INVERSIONISTAS, contratistas, el FIDUCIARIO u otros directamente relacionados con la ejecución del CONTRATO, el PATRIMONIO DEL FIDEICOMISO, será transferido de pleno derecho al FIDEICOMITENTE quien será en definitiva el legítimo titular. (El subrayado se adiciona).

Otro punto importante del contrato de “Fideicomiso inmobiliario Poder Judicial 2015”, es lo que se reguló por las partes en el documento, específicamente en el punto 6 denominado Financiamiento del Proyecto, que los recursos económicos para la ejecución del proyecto podrán provenir de varios tipos de fuentes de financiamiento, dentro de las cuales cabe mencionar, sin que ello implique un catálogo cerrado, las siguientes:

a) De créditos bancarios que realizará el FIDUCIARIO, de conformidad con las instrucciones o lineamientos del presente CONTRATO. En todo caso, se tratará de créditos a cargo del FIDEICOMISO y en ningún caso a cargo de la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL, en su carácter de Institución Pública, o del Banco de Costa Rica como entidad financiera.

b) Cualquier otro instrumento financiero que las PARTES acuerden utilizar con el propósito de hacer posible la realización del OBJETO del presente FIDEICOMISO. (El Subrayado se adiciona).

Para la selección de una u otra fuente, se seguirán los criterios de oportunidad en el mercado, donde se valoran términos como plazos, tasas de interés, estudios bancarios, oferta de valores, y tal decisión será acompañada por los estudios técnicos respectivos, entre ellos los estudios que se generen para el informe de estructuración, y las recomendaciones que se deriven de los mismos.

EL FIDEICOMITENTE autoriza expresamente al FIDUCIARIO para la formalización de este financiamiento y el cumplimiento de las condiciones precedentes que se definan en el contrato de crédito respectivo, en tanto sean sometido de previo a su conocimiento y aprobación, en cuyo caso el FIDUCIARIO deberá velar porque dichas condiciones precedentes no afecten o comprometan lo dispuesto en el presente CONTRATO DE FIDEICOMISO. (el subrayado se adiciona).

En cualquier momento, el FIDUCIARIO podrá proponer variaciones a la estructuración y diseño para el financiamiento del PROYECTO, así como cualquier mejora a dicho esquema o que resulte necesaria para el logro de los fines del presente CONTRATO en sus distintas etapas. Para variar la estructuración y diseño para el financiamiento del proyecto, el FIDUCIARIO deberá presentar un informe al FIDEICOMITENTE, en el que se evalúen las condiciones del mercado financiero, las ofertas recibidas para financiar el proyecto, las tasas de interés, comisiones, plazos, costos asociados y trámites, a partir de los cuales emitirá una recomendación al FIDEICOMITENTE para su valoración y aprobación.

El FIDUCIARIO deberá velar porque el financiamiento se realice en las condiciones financieras más favorables de mercado, razón por la cual deberá realizar su mejor esfuerzo para gestionar, negociar, suscribir, estructurar y colocar los instrumentos de financiamiento que lo garanticen. Las decisiones de financiamiento y refinanciamiento deberán ser razonadas y justificadas por profesionales competentes, lo cual debe documentarse en el expediente.

En caso de que se acuda a la captación de recursos por medio de oferta pública o restringida de valores, deben realizarse modificaciones contractuales para cumplir con la normativa de SUGEVAL. También en caso de oferta privada de valores.

Todos los costos y gastos, comisiones por formalización o administración del crédito que cobren los INVERSIONISTAS, gastos legales, seguros, documentos de financiamiento, garantías y otros relacionados, necesarios para materializar el financiamiento del PROYECTO, se pagarán con cargo a los recursos del FIDEICOMISO.

Adicional a esto, en la adenda # 3 del contrato de “Fideicomiso inmobiliario Poder Judicial 2015”, se incluyó el siguiente texto en el punto QUINTO, para adicionar a la cláusula 6, denominada Financiamiento del Proyecto, a saber:

“QUINTO: Que en el caso particular de la cláusula SEXTA denominada “”FINANCIAMIENTO DEL PROYECTO", del contrato original que aquí se adiciona, se contemplan diversas opciones de financiamiento de orden financiero y externas al FIDEICOMITENTE; no obstante, con el fin de que las mismas no sean consideradas como una lista taxativa, "catalogo cerrado" o como las únicas fuentes de fondeo del presente Contrato de Fideicomiso; LAS PARTES hemos acordado modificar dicha cláusula, incorporando el inciso c), a fin de que, por criterios de oportunidad, razonabilidad, prioridad y exigibilidad de sus propios intereses, se establezca, con sustento en los análisis técnicos previos, necesarios para la correspondiente valoración y factibilidad de los aportes con recursos propios del FIDEICOMITENTE; sean económicos y/o en especie, entendiéndose los últimos, sin que sea una lista taxativa o un catálogo cerrado, por ejemplo: los estudios preliminares, planos constructivos y anteproyecto, entre otros, dependiendo de la conveniencia operativa y financiera del PROYECTO, siempre que sea para la consecución de los fines del "CONTRATO DE FIDEICOMISO INMOBILIARIO PODER JUDICIAL 2015"

CLAUSULA 6. FINANCIAMIENTO DEL PROYECTO, se adiciona el inciso c) para que en adelante se lea así:


"C) EL FIDEICOMITENTE, podrá realizar aportes al FIDEICOMISO con recursos propios, sean económicos y/o en especie, entendiéndose los últimos, sin que sea una lista taxativa o un catálogo cerrado, por ejemplo: los estudios preliminares, planos constructivos y anteproyecto, entre otros, según lo permita su disponibilidad presupuestaria, legal y conveniencia institucional, en cualquiera de las etapas de ejecución del fideicomiso; cuando así lo considere necesario, aplicando criterios de oportunidad, razonabilidad, prioridad, exigibilidad de sus intereses, en cumplimiento de lo anterior, EL FIDEICOMITENTE deberá:

1-. Acudir a las autoridades correspondientes para la debida autorización y aprobación del giro de los fondos, sea que se trate de recursos presupuestarios para el fondeo y/o el pago de proveedores de los proyectos objeto del presente FIDEICOMISO de conformidad con lo establecido en el inciso h.) de la Cláusula 2.2 EL PATRIMONIO DEL FIDEICOMISO, incluidos mediante presupuestos ordinarios o extraordinarios recursos producto de modificaciones presupuestarias vía decreto mediante los cuales se trasladen recursos presupuestarios de partidas a cargo del Poder Judicial.

2-. La disponibilidad de los recursos estará a cargo de la Tesorería Nacional del Ministerio de Hacienda, y el FIDEICOMISO lo Administrará-, conforme los procedimientos que dicte el Ministerio de Hacienda.

3-A estos efectos, las partes acuerdan que los recursos provenientes de la Tesorería Nacional del Ministerio de Hacienda, no serán ni invertidos ni administrados por ninguna de las partes.

El Fiduciario, para estos fines, asegura en este contrato de fideicomiso y sus adendas, no incluyen los costos de comisiones por el manejo financiero por cobros y pagos, debido a que los mismos se transarán en la plataforma Tesoro Digital disponible en la Tesorería Nacional asimismo, el Fiduciario, se compromete a solicitar la apertura de las cuentas de Caja Única a nombre del Fideicomiso y presentará las programaciones y sus modificaciones financieras anuales a la Tesorería Nacional, según el avance que se esté generando.

Del texto anterior, se visualiza que la voluntad de las partes del contrato, fue dejar abierta la posibilidad para que se utilizaran otros instrumentos financieros con el propósito de hacer posible la realización del objeto del fideicomiso, además, el Poder Judicial como Fideicomitente, autoriza al fiduciario para la formalización de este financiamiento y el cumplimiento de las condiciones precedentes que se definan en el contrato de crédito respectivo, en tanto sean sometidos de previo a su conocimiento y aprobación.

De concretarse un préstamo con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al fideicomiso en estudio, se apegaría a lo normado dentro del artículo 240 bis citado, tomando en consideración que se estarían destinando los recursos “… para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial…”.

Sumando a esto, la norma determina el fin de los recursos a prestar, sin embargo, no limita los medios que, dentro del ordenamiento jurídico administrativo, el Poder Judicial pueda emplear para el cumplimiento del objetivo. Esto fue valorado en el fundamento de derecho del contrato al incluir que “La Administración puede acudir a cualquiera de las figuras contractuales desarrolladas en la Ley de Contratación Administrativa y en el presente capítulo, así como aquellas otras no establecidas en el ordenamiento jurídico administrativo, siempre y cuando lo justifique la satisfacción del interés público". Esto respetando que es el canal, el conducto o el instrumento por medio del cual la Corte Suprema de Justicia busca cumplir con un determinado objetivo. 

En la cláusula 4.1 del texto del contrato, denominado Obligaciones del Fideicomitente, nos expone factores importantes, como la obligación del Poder judicial de gestionar ante la Contraloría General de la República los refrendos de las adendas que se emitan al contrato, así como el texto principal del mismo, situación que ya fue realizada, debido a que la Contraloría General de la República, lo refrendó mediante oficio número 17356 (DCA-3142) de fecha veintiséis (26) de noviembre de dos mil quince (2015). Aunado a esto, el fideicomitente, está en la obligación de cancelar al fideicomiso las cuotas de arrendamiento en los términos y plazos señalados en el contrato de arrendamiento, en su condición de arrendatario, así indicando en su inciso h, además en el mismo apartado, inciso m, detalla la obligación que tiene el fideicomitente de cumplir cabalmente con las obligaciones derivadas de ese contrato.

En el apartado 4.5 del contrato, indica que el fideicomitente declaró y aceptó la responsabilidad de cumplir con las “Directrices generales que deben observar las instituciones fideicomitentes en el proceso presupuestario relacionado con los fideicomisos sujetos a la aprobación presupuestaria de la Contraloría General de la república”.

Asimismo, en a clausula 5.6 denominada Arrendamiento de las Instalaciones, se puede observar la responsabilidad que tiene el Poder Judicial como fideicomitente de cumplir los compromisos del contrato, al indicar que la Corte Suprema de Justicia Poder Judicial, debe adoptar las medidas necesarias para hacerle frente a los compromisos, incorporando en cada presupuesto institucional las partidas que correspondan para ese propósito.

Finalmente, como antecedente de importancia, mediante el Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial – BCR 2015, el Poder Judicial concluyó la construcción del edificio Torre Judicial, edificación que actualmente está en funcionamiento.

3.- Esta Asesoría Legal expuso las razones por las que considera que de conformidad con el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, sí se le puede otorgar un crédito al Poder Judicial, ya sea de forma directa, o en su defecto, por medio de un instrumento jurídico como lo es el fideicomiso, ahora bien, se debe detallar su aplicabilidad con el “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial introducida mediante Ley N°. 9544)", por lo que se detallarán en las siguientes líneas.

En su artículo 5 contempla la posibilidad de destinar recursos para fines crediticios, regulando que no podrá destinarse más de un 10% de los recursos del fondo a una sola entidad, a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial.

En su artículo 6 estipula que, en los casos del Poder Judicial, los préstamos que se lleguen a otorgar por medio del Fondo, serán destinados única y exclusivamente para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados a ese Poder de la República, utilizando los medios y figuras autorizadas por la Contraloría General de la República.

Este artículo es de suma importancia, tomando en consideración que el “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”, fue debidamente refrendado por la Contraloría General de la República mediante oficio número 17356 (DCA-3142) de fecha veintiséis (26) de noviembre de dos mil quince (2015).

Además, en su artículo 13 menciona que, de un posible crédito al Poder Judicial, este deberá presentar las garantías que permita rendir los mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, siendo necesario, en todo momento, la evidencia de compromiso presupuestario suficiente para la cancelación de la cuota respectiva en los períodos presupuestarios futuros.

Aunado a esto, el reglamento indicado, en su artículo 16 detalla los requisitos para el otorgamiento de créditos, mencionando que para el Poder Judicial y/o sus mecanismos de financiamiento, requiere lo siguiente:

· Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto y plazo de financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías dispuestas a aportar. 

· Los tres últimos estados financieros auditados. 

Lo anterior en el entendido de que, para el financiamiento destinado a la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, las entidades autorizadas contractualmente, deberán definir, previo a la solicitud de préstamo, las condiciones en que se utilizarán los recursos, dentro del plan de estructuración del proyecto.

Finalmente, el reglamento de referencia, en el artículo 17, conviene los lineamientos para el análisis de los créditos, indicando que para el Poder Judicial, el Comité de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial realizará los estudios pertinentes con base en la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en el reglamento y remitirá sus conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, además, analizará los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, por eso, el Poder Judicial adicionalmente deberá aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento por parte del FPJPJ.

Bajo este orden de ideas, se puede determinar que la normativa jurídica mencionada regula las pautas relativas para el otorgamiento de créditos, sin embargo, no específica un instrumento concreto por el cual se deben realizar los contratos; únicamente indicando los sujetos del contrato y el fin para el cual se otorga, en ese sentido, la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, puede analizar la aplicabilidad de varias herramientas jurídicas, siempre y cuando cumpla con lo estipulado en la normativa.

Ahora bien, en cuanto a la figura del “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”, es criterio de esta asesoría jurídica que si se configura como un mecanismo para el otorgamiento de créditos para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, tomando en consideración que la naturaleza del contrato se creó para esos efectos, amoldándose a los lineamientos emitidos en el Reglamento de Créditos detallado anteriormente, además, el citado fideicomiso fue debidamente refrendado por la Contraloría General de la República mediante oficio número 17356 (DCA-3142) de fecha veintiséis (26) de noviembre de dos mil quince (2015).

Es importante indicar que, aun y cuando esta asesoría jurídica es del criterio que es viable el otorgamiento de créditos al “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”, es menester que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, valore la solicitud de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad para el Fondo.

IV.- CONCLUSIONES:

1. Una vez realizado el análisis de la interpretación del artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de conformidad con sus alcances y el espíritu del legislador, esta Asesoría Legal es del criterio que el Poder Judicial puede optar por créditos de forma directa con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, siempre y cuando sean para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, en el entendido de que las actuaciones se apeguen al “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial introducida mediante Ley N°. 9544)", aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en sesión N° 7-2020 celebrada el 09 de marzo de 2020, artículo XI, y actualizado en la sesión N° 22-2021 del 24 de mayo de 2021, artículo XI.

2. En cuanto a la posibilidad de otorgar créditos al Poder Judicial por medio del “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”, esta Asesoría Legal concluye que sí es posible utilizar esta herramienta jurídica, tomando en consideración que el objeto del contrato de fideicomiso se apega a los lineamientos establecidos en el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aunado a esto, es aplicable a lo regulado en el “Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial introducida mediante Ley N°. 9544)".

Es importante recalcar que, según lo estipulado en el contrato del citado fideicomiso, una de sus justificaciones de creación, es en el sentido de que el Poder Judicial no cuenta con el presupuesto suficiente para poder atender la demanda urgente de infraestructura que requiere y tampoco cuenta con funcionarios, ni una unidad dedicada en forma exclusiva y especialidad al desarrollo de infraestructura, por lo que crean el instrumento jurídico para dar trámite a ello, expresando que en ninguna forma podría inferirse que el Fideicomiso -qua Fideicomiso- sea la causa última del negocio jurídico, sino que más bien es el canal, el conducto o el instrumento por medio del cual la Corte Suprema de Justicia busca cumplir con un determinado objetivo. Esta premisa constituye, al final de cuentas, la base, el cimiento y la justificación filosófica y jurídica del contrato, así detallado en el documento, además, el fideicomitente y el fideicomisario son la Corte Suprema de Justicia, detallando en el punto 8.7 del contrato que el patrimonio del fideicomiso, será transferido de pleno derecho al fideicomitente, quien será en definitiva el legítimo titular, una vez termine la relación contractual.

Finalmente, se debe tener en consideración que el “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”, fue debidamente refrendado por la Contraloría General de la República mediante oficio número 17356 (DCA-3142) de fecha veintiséis (26) de noviembre de dos mil quince (2015).

3. Esta Asesoría Legal reitera que, aun y cuando considera viable el otorgamiento de créditos al “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”, es menester que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, valore la solicitud de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad para el Fondo.

4. En el posible caso de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valore aprobar un crédito al Poder Judicial con los recursos del Fondo, en aras de implementar buenas prácticas institucionales y en aplicación del principio de transparencia, esta Asesoría Legal recomienda poner en conocimiento al Ministerio de Hacienda el inicio de las negociaciones, tomando en consideración que se estaría entrando en una operación que generaría una deuda con fondos públicos, por si a bien estima emitir cualquier observación al proceso.

De esta manera se rinde el informe solicitado en sesión N° 10-2022 celebrada el 28 de febrero de 2022, artículo VI, para lo que a bien estimen disponer.

(…)

Anexos:

1.- Contrato de “Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015”












2.- Expediente legislativo 19.922, Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, De 5 De mayo De 1993 y sus Reformas”:

https://asamblea-my.sharepoint.com/personal/epar_asamblea_go_cr/_layouts/15/onedrive.aspx?id=%2Fpersonal%2Fepar%5Fasamblea%5Fgo%5Fcr%2FDocuments%2FLEY%209544&ga=1

…”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que antes de elegir una de las opciones, que el Asesor Jurídico señala como factibles, él quisiera escuchar a don Oslean en el sentido de cuál es más benéfica para el Fondo.
Responde el máster Oslean Mora Valdez, desde una óptica de garantía, la garantía de un Poder de la República, pesa más que la garantía de un fideicomiso, no obstante, desde el punto de vista de negocio, hay que recordar que cuando uno se vuelve prestamista de un fideicomiso, se vuelve, todo lo que incluye ese fideicomiso, todo el patrimonio de ese fideicomiso, garantía de la operación. Por lo que, desde esa óptica, él no ve con malos ojos, la posibilidad del crédito al fideicomiso, porque estarían obteniendo una garantía adicional a la que podrían percibir si le prestaran a otro mecanismo. En cuando a la posibilidad de financiar la construcción del edificio, hay que recordar que se está en una etapa de negociación, aunque hoy se decida autorizar ese financiamiento, no garantiza que el Poder Judicial, acoja esta oferta, porque tendrá que hacer sus análisis y sus comparaciones de las opciones que tiene con del resto de las instituciones bancarias. 
Señala el doctor Juan Carlos Segura Solís, que es muy raro que le estén pidiendo un préstamo al Bac y otro al Fondo.
Continua el máster Oslean Mora Valdez, indicando que, lo que están haciendo es una comparación, tienen que recibir al menos tres ofertas y escoger la opción que sea más viable. 
Aclara el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que la garantía es sobre la obra gris, no sobre el terreno, que este vendría siendo parte del Poder Judicial y no del fideicomiso, es decir que la garantía, no es el edificio como un todo, terreno y construcción, pero que le parece una solución viable, pero que donde le nace la duda es el tema en el Poder Judicial, entonces en lo que dice Eduardo en el informe, sobre poner en conocimiento al Ministerio de Hacienda, le parece que es al revés, y que primero debería hacerle la consulta al Ministerio de Hacienda, si el Poder Judicial puede suscribir un contrato de forma directa, con el Fondo para un préstamo, o si se tiene que hacer mediante ley.
Indica el licenciado Freddy Chacón Arrieta que, si todos están de acuerdo a que el Poder Judicial es un buen cliente, podrían eventualmente, que se haga la consulta y si el Ministerio de Hacienda lo aprueba, darle de previo el visto bueno de aprobación para que el trámite prosiga.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el criterio jurídico rendido por el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0007-AJ/DJA-2022 del 04 de abril de 2022, sobre las sobre las potestades que tiene esta Junta para poder dar crédito al Poder Judicial. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, designar a la Dirección de la JUNAFO, para que consulte ante el Ministerio de Hacienda, sobre la viabilidad de un préstamo al Poder Judicial de forma directa o si requiere de ley por parte de la Asamblea Legislativa.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc100240222][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO V
Documento N° 381-2022
[bookmark: _Hlk95997834]La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 021CJ-2022 del 30 de marzo de 2022, remitieron el siguiente informe:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

Solicitud de Jubilación presentada por IRIS ROCÍO ROJAS MORALES, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de mayo del 2022.

Al 30 de abril del 2022, la señora IRIS ROCÍO ROJAS MORALES habrá laborado para este Poder por espacio de 33 años, 2 meses, 6 días. 

		TOTAL, TIEMPO SERVIDO:
	33 años, 2 meses, 6 días. 

	TOTAL, TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 11 meses, 21 días. 

	TOTAL, GENERAL:
	34 años, 1 meses, 27 días. 

	EDAD:
	58 años, 11 meses, 12 días. 

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	MAGISTRADO, SALA PRIMERA

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	42906

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	MAGISTRADO, SALA PRIMERA




		PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	MAGISTRADO, 100.00 %






		Datos de referencia:
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	Datos 001



	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ 2,907,993.88 (Monto mínimo establecido por la Ley 7333 33,33%)




	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		SALARIO PROMEDIO:



	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
		Datos 002




	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

		NORMA LEGAL:



	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas, así como en el Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 106-15 celebrada el 03 de diciembre 2015 artículo XXXIX."

"Corresponde la aplicación del Transitorio III de la ley 7302, descuento de un año en la edad de requisito por cada dos años laborados al 15 de julio de 1992. Tiempo acumulado 4 años, 4 meses y 15 días, aplica descuento de 2 años en el parámetro de la edad."



	
	
	
	

	
	
FÓRMULA APLICADA:



	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
		SALARIO PROMEDIO * Edad del Servidor 



	
	
	
	

	
	
	
	
		= Monto de Jubilación




	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
		58 años



	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

		MONTO DE JUBILACIÓN:



		¢ Datos 0003 (100.00% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)






Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la Institución

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones:	

(…)

Consideraciones relevantes:

La señora Rojas Morales no registra correcciones disciplinarias durante la vigencia de su relación laboral con el Poder Judicial y de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación de la señora Iris Rocío Rojas Morales, magistrada de la Sala Primera, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 8,732,690.38 (ocho millones setecientos treinta y dos mil seiscientos noventa con treinta y ocho céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 1 de mayo de 2022. 2.) Se previene a la señora Rojas Morales, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a doña Iris Rocío, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, la Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc100240224]ARTÍCULO VI
Documento N° 382-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 022CJ-2022 del 30 de marzo de 2022, remitieron el siguiente informe:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a FLORIBETH SÁNCHEZ GONZÁLEZ, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de mayo del 2022.																		
Al 30 de abril del 2022, la señora FLORIBETH SÁNCHEZ GONZÁLEZ habrá laborado para este Poder por espacio de 27 años, 4 meses, 6 días. 								

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	27 años, 4 meses, 6 días. 

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 

	TOTAL GENERAL:
	27 años, 4 meses, 6 días. 

	EDAD:
	47 años, 6 meses, 21 días. 

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	PERITO JUDICIAL 2, SECCION DE ANTICORRUPCION, DELITOS ECONOMICOS Y FINANCIEROS

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	351921

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	PERITO JUDICIAL 2, DIRECCION GENERAL

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	PERITO JUDICIAL 2, 100.00 %
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ Datos 001
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MINIMO ESTABLECIDO:
	¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	Datos 002

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."

	
	
	
	



FÓRMULA APLICADA:

27 años, 04 meses, 06 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar * variaciones en el IPC / 240 = Salario Promedio									
Salario Promedio * 83% = Salario de referencia									
Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio									
Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 1,542,505.92 

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	78,14%


								
[bookmark: _Hlk100124697]Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

[bookmark: _Hlk100124791]Notificaciones:	

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.												
Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.																		
Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.														
Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”																		
Para el presente caso, la señora Sanchez Gonzalez, cuenta con 27 años, 04 meses y 06 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios. 																					
La señora Floribeth Sanchez de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.										
Separación por incapacidad absoluta y permanente 

[bookmark: _Hlk100124848]Anexos:

[bookmark: _Hlk100124877](Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 - 
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora Floribeth Sánchez González, Perito Judicial de la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros del Organismo de Investigación Judicial, a partir del 01 de mayo del 2022, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Sánchez González, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 1,542,505.92 (un millón quinientos cuarenta y dos mil quinientos cinco con noventa y dos céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la señora Floribeth, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.”. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene a la señora Sánchez González, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
Las Direcciones, General del Organismo de Investigación Judicial, de Gestión Humana, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, así como la Sección de Anticorrupción, Delitos Económicos y Financieros, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc100142559][bookmark: _Toc100240226]ARTÍCULO VII
Documento Nº 383-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 023CJ-2022 del 30 de marzo de 2022, remitieron el siguiente informe:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN

[bookmark: _GoBack]En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a FRANCISCO GERARDO SÁNCHEZ PICADO, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de mayo del 2022.

Al 30 de abril del 2022, el señor FRANCISCO GERARDO SÁNCHEZ PICADO habrá laborado para este Poder por espacio de 24 años, 11 meses, 26 días.

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	24 años, 11 meses, 26 días. 

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	3 años, 2 meses, 11 días. 

	TOTAL GENERAL:
	28 años, 2 meses, 7 días. 

	EDAD:
	58 años, 5 meses, 28 días. 

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	INVESTIGADOR 1, DIRECCION GENERAL

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	43389

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	INVESTIGADOR 1, DIRECCION GENERAL

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	INVESTIGADOR 1, 100.00 %
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ Datos 001
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MINIMO ESTABLECIDO:
	
	
	
	¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	¢ Datos 002

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual)."

	
	
	
	



         FÓRMULA APLICADA:

28 años, 02 meses, 07 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar * variaciones en el IPC / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario de referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación


	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 1,001,967.43

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	80,53%



Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.

Notificaciones:

(…)

Correcciones disciplinarias:

Advertencia 13/09/2013.

Amonestación Escrita 24/04/2012.

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.

Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”

Para el presente caso, El señor Sánchez Picado, cuenta con 28 años, 02 meses y 07 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

El señor Sánchez Picado de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

Separación por incapacidad absoluta y permanente.

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor Francisco Gerardo Sánchez Picado, Investigador de la Dirección General del Organismo de Investigación judicial, a partir del 01 de mayo de 2022, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Sánchez Picado, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 1,001,967.43 (un millón mil novecientos sesenta y siete colones con cuarenta y tres céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del señor Sánchez Picado, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala:“…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene al señor Sánchez Picado, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
Las Direcciones, General del Organismo de Investigación Judicial, de Gestión Humana, y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc100142561][bookmark: _Toc100240228]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 384-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 024CJ-2022 del 30 de marzo de 2022, remitieron el siguiente informe:
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a ANA LUCRECIA MORA FERNÁNDEZ, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de mayo del 2022.
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	Al 30 de abril del 2022, la señora ANA LUCRECIA MORA FERNÁNDEZ habrá laborado para este Poder por espacio de 21 años, 10 meses, 28 días. 

	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	21 años, 10 meses, 28 días. 
	
	
	

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	

	TOTAL GENERAL:
	21 años, 10 meses, 28 días. 
	
	
	

	EDAD:
	56 años, 2 meses, 20 días. 
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	TÉCNICO JUDICIAL 1, JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES
	
	
	

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	45082
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	TÉCNICO JUDICIAL 1, JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES
	
	
	

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	TÉCNICO JUDICIAL 1, 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ Datos 001
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MINIMO ESTABLECIDO:
	
	
	
	
	
	
	¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	¢ Datos 002
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."


	
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	       FÓRMULA APLICADA:

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	21 años, 10 meses, 28 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar * variaciones en el IPC / 240 = Salario Promedio

	
	
	
	
	
	

	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 448,786.87
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	62,60%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	    Notificaciones:

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	(…)
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Consideraciones relevantes:

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.

	
	
	
	
	
	
	
	

	Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.

	
	
	
	
	
	
	

	Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

	
	
	
	
	
	
	
	

	Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”

	
	
	
	
	
	
	
	

	Para el presente caso, la señora Mora Fernández, cuenta con 21 años, 10 meses y 28 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.
 
	
	
	
	
	
	
	
	

	La señora Mora Fernández de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

	
	
	
	
	
	
	
	


Separación por incapacidad absoluta y permanente.

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora Ana Lucrecia Mora Fernández, Técnica Judicial 1 del Juzgado Contravencional de Buenos Aires, a partir del 01 de mayo de 2022, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Mora Fernández, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 448,786.87 (cuatrocientos cuarenta y ocho mil setecientos ochenta y seis colones con ochenta y siete céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la señora Mora Fernández, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que, en lo que interesa señala:“…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.”. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene a la señora Mora Fernández, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.
La Dirección de Gestión Humana, la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, así como el Juzgado Contravencional de Buenos Aires, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc100142563][bookmark: _Toc100240230]ARTÍCULO IX
Documento Nº 385-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 025CJ-2022 del 30 de marzo de 2022, remitieron el siguiente informe:
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a MARLYN JUDITH ELIZONDO SANDOVAL, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de mayo del 2022.
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Al 30 de abril del 2022, la señora MARLYN JUDITH ELIZONDO SANDOVAL habrá laborado para este Poder por espacio de 9 años, 9 meses, 13 días. 
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:

	9 años, 9 meses, 13 días.
	
	
	

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:

	0 años, 0 meses, 0 días.
	
	
	

	TOTAL GENERAL:
	9 años, 9 meses, 13 días.
	
	
	

	EDAD:

	32 años, 8 meses, 28 días.
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:

	OFICIAL DE INVESTIGACION, DIRECCION GENERAL
	
	
	

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:

	6595
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:

	OFICIAL DE INVESTIGACION, DIRECCION GENERAL
	
	
	

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	OFICIAL DE INVESTIGACION, 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ Datos 001
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MINIMO ESTABLECIDO:
	¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	¢ Datos 002
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."




	
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	FÓRMULA APLICADA:

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	09 años, 09 meses, 13 días (119 salarios mensuales) + % salario escolar * variaciones en el IPC  / 119 = Salario Promedio

	
	
	
	
	
	

	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 318,506.27
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	27,96%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	(…)
	
	
	
	
	
	
	
	

	Correcciones disciplinarias:

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Amonestación Escrita 28/01/2021.

	
	
	
	
	
	
	

	Consideraciones relevantes:

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Conforme al acuerdo del Consejo, se comunica el resultado de la valoración en conjunto 
con el dato de la jubilación proyectada.

	
	
	
	

	Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.

	
	
	
	
	
	

	Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

	
	
	
	
	
	
	

	Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”
	
	
	
	
	
	
	

	
Para el presente caso, la señora Elizondo Sandoval, cuenta con 09 años, 09 meses y 13 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 119 salarios. 

	
	
	
	
	
	
	

	La señora Elizondo de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

	
	
	
	
	
	
	

	Separación por incapacidad absoluta y permanente.

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
	
	
	
	


- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente de la señora Marlyn Judith Elizondo Sandoval, Oficial de Investigación de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, a partir del 01 de mayo de 2022, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Elizondo Sandoval, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 318,506.27 (trecientos dieciocho mil quinientos seis colones con veinte y siete céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento de la señora Elizondo Sandoval, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala:“…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.”. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene a la señora Elizondo Sandoval, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.  
Las Direcciones, General del Organismo de Investigación Judicial, de Gestión Humana, y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc100142565][bookmark: _Toc100240232]ARTÍCULO X
Documento Nº 386-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 026CJ-2022 del 30 de marzo de 2022, remitieron el siguiente informe:
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a SERGIO ANTONIO GUTIÉRREZ QUIRÓS, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de mayo del 2022.

	
	
	

	Al 30 de abril del 2022, la señora SERGIO ANTONIO GUTIÉRREZ QUIRÓS habrá laborado para este Poder por espacio de 29 años, 5 meses, 22 días. 
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	29 años, 5 meses, 22 días. 
	
	
	

	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 días. 
	
	
	

	TOTAL GENERAL:
	29 años, 5 meses, 22 días. 
	
	
	

	EDAD:
	50 años, 4 meses, 21 días. 
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	FISCAL AUXILIAR, FISCALIA GENERAL
	
	
	

	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	44416
	
	
	

	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	FISCAL AUXILIAR, FISCALIA GENERAL
	
	
	

	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	FISCAL AUXILIAR, 100.00 %
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	

	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ Datos 001
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO MINIMO ESTABLECIDO:
	
	
	
	
	
	
	¢144,585.54. (Monto mínimo establecido en el articulo 225 Ley Orgánica del Poder Judicial 9544)
	
	
	

	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	¢ Datos 002
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	"Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9544."


	
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	FÓRMULA APLICADA:

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	29 años, 05 meses, 22 días (240 salarios mensuales) + % salario escolar  * variaciones en el IPC / 240 = Salario Promedio

	
	
	
	
	
	

	Salario Promedio * 83% = Salario de referencia

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 2,631,890.53
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PORCENTAJE DE JUBILACIÓN:
	84,22%
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

	
	
	
	
	
	
	

	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Notificaciones:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	   
	
	
	
	
	
	
	
	

	(…)
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Correcciones disciplinarias:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Suspensión sin goce de salario 01/09/1998 al 30/09/1998.

	
	
	
	
	
	
	
	

	Suspensión sin goce de salario 24/04/2008 al 28/04/2008.

	
	
	
	
	
	
	
	

	Suspensión sin goce de salario 05/11/2012 al 12/11/2012.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Suspensión sin goce de salario 11/09/2014 al 18/09/2014.

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Suspensión sin goce de salario 04/02/2019 al 06/02/2019.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Consideraciones relevantes:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Conforme al acuerdo del Consejo, se comunica el resultado de la valoración 
en conjunto con el dato de la jubilación proyectada.

	
	
	
	

	Se modifica el monto y porcentaje por cuanto el sistema calcula sobre 24 mejores salarios y porcentaje sobre 30 años, siendo lo correcto sobre 240 salarios indexados y 35 años, ley 9544.

	
	
	
	
	
	

	Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase “Auxiliar de Servicios Generales 1”, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

	
	
	
	
	
	
	

	Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: “a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…”

	
	
	
	
	
	
	

	Para el presente caso, el señor Gutiérrez Quirós, cuenta con 29 años, 05 meses y 22 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios. 

	
	
	
	
	
	
	

	El señor Gutiérrez Quirós de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

	
	
	
	
	
	
	

	Separación por incapacidad absoluta y permanente.

                                                           Anexos:

	
	
	
	


(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor Sergio Antonio Gutiérrez Quirós, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, a partir del 01 de mayo de 2022, con derecho a los extremos laborales que le corresponden. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Gutiérrez Quirós, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 2,631,890.53 (dos millones seiscientos treinta y un mil ochocientos noventa colones con cincuenta y tres céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del señor Gutiérrez Quirós, lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica el Poder Judicial, que en lo que interesa señala:“…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.”. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 4.) Asimismo, se previene al señor Gutiérrez Quirós, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial.  
La Fiscalía General de la República, la Dirección de Gestión Humana, así como la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones - JUNAFO, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc100240234][bookmark: _Toc34222242]ARTÍCULO XI
Documento N° 723-2021 / 390-2022
En sesión N° 11-2022 del 07 de marzo de 2022, artículo X, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 
“(…)

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del informe rendido por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora, la licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe de Administración de Personal, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-0535-2021 del 11 de febrero de 2022. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, continuar con la labor que fue encomendada, en relación a los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, y que brinde los resultados a la mayor brevedad posible. 3.) Con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que remita un informe de los casos que ya tiene, y el trámite en que se encuentran. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, como seguimiento del plan de acción de la aplicación del 2 x 1, así como al Consejo Superior y la Corte Plena. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.””
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El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, mediante criterio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, remitió lo siguiente:
“En atención al oficio N° 0191-JUNAFO-2022 del 17 de marzo de 2022 de esa Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual se solicitó a este Dirección lo siguiente: 

“[…]Con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que remita un informe de los casos que ya tiene, y el trámite en que se encuentran. 

[…]”

Al respecto esta Dirección Jurídica indica lo siguiente:

De los informes recibidos en esta Dirección, por parte de la Dirección de Gestión Humana referente al tema objeto de consulta, procedemos a informar las siguientes acciones adoptadas: 
1. Mediante Criterio Nº DJ- 658-2021, del 10 de diciembre del 2021 se atendió el oficio PJ-DGH-AP-3977-2021 de 15 de setiembre de 2021, comunicado a esta unidad asesora el día 20 de setiembre del mismo año, en donde se determina lo siguiente:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el primer corte de casos analizados por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2015
Total de jubilaciones estudiadas 156
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 83 casos.

Año 2014
Total de jubilaciones estudiadas; 129
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 40 casos.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas: 285 expedientes

Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica: 123 carpetas”. 

Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Dicho criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 099 – 2021 celebrada el 18 de noviembre del 2021, artículo X.
2. En Criterio Nº DJ-41-2022 del 28 de enero del 2022, se atendió el segundo informe de oficio PJ DGH AP 5516 2021 del 16 de diciembre de 2021, comunicado a esta unidad asesora el día 17 de diciembre de 2021, en el cual se elaboró el estudio de:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el primer corte de casos analizados por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2015
Total de jubilaciones estudiadas 156
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 83 casos.

Año 2014
Total de jubilaciones estudiadas; 129
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 40 casos.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas: 285 expedientes
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica: 123 carpetas”. 
Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Este criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, artículo XI.
3. En el Criterio Nº DJ-73-2022 del 23 de febrero del 2022 se atendió el tercer informe de oficio PJDGH AP 0486 2022 del 15 de febrero de 2022, comunicado a esta unidad asesora el día 16 de febrero de 2022, en el cual se elaboró el estudio de:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el tercer corte de casos analizados, así como el primer corte de casos con suma de más estimada al 31 de diciembre 2021 por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2011
Total de jubilaciones estudiadas 121.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 76 casos.

Año 2010 (Primer corte).
Total de jubilaciones estudiadas 73.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas; 194 expedientes.
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica; 76 carpeta”. 

Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Este criterio supra citado, fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 018 – 2022 celebrada el 03 de marzo del 2022, artículo XXV.
De lo anteriormente expuesto, podemos indicar que a la fecha se han trasladado un total de 322 casos a esta Dirección, donde se dio las siguientes recomendaciones:
“Conforme a lo anterior, recomendamos elevar ante la Corte Suprema de Justicia realice la valoración que estime pertinente sobre la anulación de los actos administrativos que aprobaron las jubilaciones indicadas en el informe de la Dirección de Gestión Humana, toda vez que los mismos, conforme lo señalado por dicho órgano podrían presentar un vicio en cuanto a su motivo, dada la ausencia de uno o ambos de los requisitos contemplados en el transitorio III de la Ley General de Pensiones. 

Corresponderá a dicho Colegiado determinar si opta por estimar evidente y manifiesto el motivo de nulidad de dichos actos o si por contrario, considera necesario determinar los mismos lesivos al interés público, a efecto de referir la información necesaria a la Procuraduría General de la República, con el fin de que eventualmente se declare la nulidad para efectos hacia futuro por parte del Tribunal Procesal Contencioso Administrativo. 

Es criterio de esta unidad asesora que la posibilidad de anular los referidos actos no ha caducado, en tanto que poseen un efecto continuado, conforme así lo ha determinado el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.” 

De esta manera dejamos abarcado todo el reporte de los tractos que hasta la fecha ha recibido y atendido la Dirección Jurídica, y asimismo se informa que al día de hoy no hay ninguna petición de valoración adicional en trámite y que se encuentre por concluir.” 
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Manifestaciones de los integrantes:
Propone el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se le indique a la Dirección Jurídica que se concluyan los procesos correspondientes de esos primeros 322 casos, respecto al acuerdo del Consejo Superior, en sesión N° 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI, para que se proceda y se dé trámite a lo solicitado por la JUNAFO, para que se continúe con el trámite.
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que en su caso propone que sería, atender la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar a Corte Plena, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta.
Consulta el máster Oslean Mora Valdez, que porqué se eleva la consulta a Corte Plena y no a Consejo Superior, si es el superior jerárquico de la Dirección Jurídica, y que puede más ágilmente que se proceda.
Continua el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que está de acuerdo con lo que indica el máster Oslean Mora Valdez, pero que igualmente se le copie a Corte Plena.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2) Atender parcialmente la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar al Consejo Superior del Poder Judicial, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena.
La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc100240237]ARTÍCULO XII
Documento N° 103-2022 / 378-2022
En sesión N° 06-2022 del 07 de febrero de 2022, artículo XII, se tomó nota de lo acordado por el Consejo Superior, en sesión N° 02-2022 celebrada el 6 de enero de 2022, artículo XLVI, relacionado con la modificación y ajuste a los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, así como en los temas de Gobierno y Gestión Tecnológica, además se remitió a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para la coordinación y trámite correspondiente.
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 23-2022 celebrada el 15 de marzo de 2022, artículo XXXIX, que literalmente dice:
“En sesión N° 2-2022 celebrada el 6 de enero del 2022, artículo XLVI, se conoció el informe N° 2546-DTIC-2021 del 15 de diciembre de 2021 de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, sobre la modificación y ajuste a los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, y de Gobierno y Gestión Tecnológica, el cual se hizo de conocimiento de la Auditoría Judicial, la Dirección de Planificación y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo correspondiente.

El licenciado Orlando Castrillo Vargas, Secretario de la Comisión Gerencial de Tecnología de Información, mediante oficio CGTI-03-2022 del 02 de marzo de 2022, hizo de conocimiento lo siguiente:

“Para su conocimiento, se transcribe el acuerdo tomado por la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, en la sesión N°01-2021, celebrada el 04 de febrero 2024, el cual literalmente indica:

[bookmark: _Toc97821242]ARTÍCULO IX

La Máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información y Comunicaciones, eleva para conocimiento del oficio 2546-DTI-2021, en el que se informa sobre lo que se ha atendido desde abril 2021 a la fecha, tanto en la modificación y ajuste a los sistemas de información lo que será descrito por cada sistema a saber: Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, así como en los temas de Gobierno y Gestión Tecnológica.




Se acordó: 1.) Tener por presentado el informe de la Dirección de Tecnología. 2.) Elevar el informe a conocimiento del Consejo Superior.

…”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el licenciado Orlando Castrillo Vargas, Secretario de la Comisión Gerencial de Tecnología de Información, mediante oficio CGTI-03-2022 del 02 de marzo de 2022, en relación a la modificación y ajuste a de los sistemas de información: Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, así como en los temas de Gobierno y Gestión Tecnológica. 2.) En atención a la anterior deberá estarse a lo dispuesto por este Consejo Superior sesión N° 2-2022 celebrada el 6 de enero de 2022, artículo XLVI, en que se tuvo por conocido el oficio N° 2546-DTIC-2021 de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones.””
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que le parece que falta informar al Consejo Superior, el estado actual de las plazas de informáticos, y para cuándo se estiman que puedan estar nombrados en la JUNAFO, y solicitar la colaboración respectiva, para que la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, siga brindando apoyo al Fondo, hasta lograr contar con personal profesional en esa materia, o que solicitaría el criterio de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, para que, en el plazo de 10 días hábiles, establezca el riesgo por prescripción de estos casos, así como las responsabilidades que pueda tener esta Junta, para con estos casos, ya que considera necesario contar con esas valoraciones, a fin de poder seguir determinando lo que corresponda.
El máster Oslean Mora Valdez, indica que el estado de las plazas que se solicitaron, ya fue comunicado al Consejo Superior, ya que fueron incluidas en el presupuesto para el 2023. Además, señala que, el estatus de ese informe es de seguimiento de como ellos van avanzando con los casos, y que sugeriría hacer una cita con el Consejo Superior para poder aclarar varios puntos, sobre todos esos trámites viejos, ya que hay una tendencia de la Dirección Jurídica y de Gestión Humana, de evadir responsabilidades, y son casos que son históricos y que eran responsabilidad del Poder Judicial, no propios de la Junta Administradora.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N° 23-2022 celebrada el 15 de marzo de 2022, artículo XXXIX, relacionado con la modificación y ajuste a de los sistemas de información: Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, así como en los temas de Gobierno y Gestión Tecnológica. 2.) Remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, para lo de su cargo. 3.) Solicitar audiencia al Consejo Superior, con el fin de aclarar algunos puntos, con respecto a temas de vieja data que fueron asignados a esta Junta.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc100240239]ARTÍCULO XIII
Documento N° 380-2022
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 28-2022 celebrada el 31 de marzo de 2022, artículo XXXVI, que literalmente dice:
“En sesión No. 16-22, celebrada el 24 de febrero de 2022, artículo XI, entre otros, se le indicó a la Dirección de Gestión Humana, que en el plazo de 10 días hábiles contados a partir de la notificación de ese acuerdo, presentar ante este Consejo un cronograma o plan de trabajo razonable donde indicara la forma y el tiempo en que se atenderán los estudios de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que falta realizarles el respectivo estudio para determinar si se les aplicó de manera incorrecta el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.

La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-AP-1088-2022 del 15 de marzo de 2022, comunicó:

“El Consejo Superior en sesión No. 16-22, celebrada el 24 de febrero de 2022, artículo XI, en lo que interesa acordó:

“2) La Dirección de Gestión Humana deberá en el plazo de 10 días hábiles contados a partir de la notificación de este acuerdo, presentar ante este Consejo un cronograma o plan de trabajo razonable donde indique la forma y el tiempo en que se atenderán los estudios de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que falta realizarles el respectivo estudio para determinar si se les aplicó de manera incorrecta el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.”

En atención a lo anterior, en tiempo y forma, considerando los recursos asignados a partir del 3 de enero del 2022 por parte del Consejo Superior en sesión 108-21, artículo XXIV, celebrada el 16 de diciembre del 2021, primeramente, deben detallarse las labores a realizar por el equipo conformado para el estudio de los cálculos de jubilaciones que se verán afectadas por el cambio en la interpretación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones:

· Revisión de los expedientes asociados a los cálculos de jubilación de cada una de las personas jubiladas entre el 1 de enero de 1997 y 31 de diciembre de 2015.

· Identificación de las personas jubiladas sujetas a estudio por aplicación del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones; entendiéndose que serían quienes cumplan con las siguientes características:

· Personas jubiladas con 30 o más años de servicio y menos de 55 años de edad.

· Personas jubiladas con menos de 30 años de servicio y menos de 60 años de edad.

· Extracción de los antecedentes de la jubilación para el estudio de los cálculos aplicados conforme la interpretación anterior del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.

· Elaboración de expedientes digitales con la información requerida por la Dirección Jurídica.

· Rectificar el monto de beneficio de jubilación para los casos de personas jubiladas con 30 años de servicio y menos de 55 años de edad, así como elaboración de su respectivo informe para ser comunicado a la Dirección Jurídica.

· Dada la imposibilidad jurídica para recalcular el monto de beneficio de quienes se jubilaron con menos de 30 años de servicio y menos de 60 años de edad, debe elaborarse el respectivo informe para ser comunicado a la Dirección Jurídica y que sea analizado por dicho ente el marco legal que sustentaría el cálculo aritmético de la corrección del monto de jubilación.

En concordancia con lo expuesto, resulta valioso señalar que el tiempo que conlleva cada uno de los estudios a realizar, estará condicionado a los siguientes factores:

· El primero de estos factores resulta ser la antigüedad de la jubilación por su fecha de aprobación, toda vez que, con la puesta en producción del actual sistema SIGA FPJ en el año 2010, la información además de estar respaldada en dicho sistema, se mantiene en custodia de la Dirección de Gestión Humana y de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Fondo de Jubilaciones en Pensiones. Lo anterior favoreció la ejecución de los estudios realizados en el segundo semestre 2021, sin embargo, para los estudios de datan del año 1997 al 2009 no existen respaldos en sistema y para los años iniciales los datos son prácticamente nulos.

· La escases de datos citada en el punto anterior genera una nueva limitante a la labor, la cual es la complejidad de cada caso en particular, esto debido a que los estudios se generaban mediante hojas electrónicas en Excel e inclusive de forma manual, circunstancia que podría devenir en la reconstrucción de los estudios de tiempo servido y cálculos de salario desde cero.

· La siguiente variante son los reajustes distintos a costo de vida realizados en el monto de beneficio, ya que estrictamente deberá indagarse sobre el fundamento de estos, para efectos de realizar la estimación correcta del beneficio.

Así las cosas, considerando la experiencia del usuario experto en este tipo de ejercicios y con el recurso asignado actualmente, se estima que mensualmente, podrían someterse a estudios un estimado de 120 casos mensuales, desglosado en las siguientes etapas (acorde a las fechas establecidas por la Dirección de Planificación):


	
Nombre de tarea
	Cantidad de casos por corte
	cantidad casos mensuales
	Comienzo
	Fin

	 Informe de Avance 1
	600
	120
	lun 3/1/22
	mar 31/5/22

	 Revisión los expedientes de cada una de las personas jubiladas entre el 1 de enero de 1997 y 31 de diciembre de 2015
	600
	120
	lun 3/1/22
	mar 31/5/22

	 Determinar el monto de beneficio de jubilación correcto
	600
	120
	lun 3/1/22
	mar 31/5/22

	 Rendir informe de las situaciones encontradas a las Dirección Jurídica para que se analice las acciones a seguir
	600
	120
	lun 3/1/22
	mar 31/5/22

	 Informe de avance 2
	600
	120
	mié 1/6/22
	lun 31/10/22

	 Revisión los expedientes de cada una de las personas jubiladas entre el 1 de enero de 1997 y 31 de diciembre de 2015
	600
	120
	mié 1/6/22
	lun 31/10/22

	 Determinar el monto de beneficio de jubilación correcto
	600
	120
	mié 1/6/22
	lun 31/10/22

	 Rendir informe de las situaciones encontradas a las Dirección Jurídica para que se analice las acciones a seguir
	600
	120
	mié 1/6/22
	lun 31/10/22

	 Informe de avance 3
	240
	120
	mar 1/11/22
	vie 30/12/22

	 Revisión los expedientes de cada una de las personas jubiladas entre el 1 de enero de 1997 y 31 de diciembre de 2015
	240
	120
	mar 1/11/22
	vie 30/12/22

	 Determinar el monto de beneficio de jubilación correcto
	240
	120
	mar 1/11/22
	vie 30/12/22

	 Rendir informe de las situaciones encontradas a las Dirección Jurídica para que se analice las acciones a seguir
	240
	120
	mar 1/11/22
	vie 30/12/22

	Total de casos estudiados
	1440
	
	
	



De acuerdo con el cronograma detallado en el cuadro previo, se tiene que, para el año en curso se alcanzaría el estudio del 100% de la población meta, estimación que dependerá de los factores que como ya se indicó, pueden afectar los tiempos de estudio. 

Hechas estas observaciones, esta Dirección somete a conocimiento y valoración del Órgano Superior, la propuesta del plan de trabajo del estudio de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que resta determinar la correcta aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Acoger la propuesta de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-AP-1088-2022 del 15 de marzo de 2022. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.””

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, solicita un criterio jurídico sobre la prescripción que pueden tener estos casos, y las responsabilidades que se puedan tener.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, expresa que a él le parece que puede a ver otro riesgo mayor que el de la prescripción, ya que el artículo 41 del Código Procesal Contencioso Administrativo, va a permitir presentar el proceso y declarar nulo el acto administrativo para efectos futuros, no para efectos retroactivos, es decir que no se van a recuperar los dineros anteriores, pero sí futuros, pero que se tendrían que llevar 1450 juicios, que se asumirían, y que todo eso habría que llevarlo al Consejo Superior.
Dice el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que está de acuerdo con lo manifestado por el doctor Juan Carlos Segura Solís, pero que son 2350 casos, de los cuales algunos, ya se ha dicho que no hay ningún problema, si bien es cierto algunos casos pueden prescribir, sí se puede bajar la pensión o jubilación de las personas, y para el déficit actuarial que se tiene, favorece, y hay que darle trámite, y solicita enviarle copia a la Corte Plena, de este asunto.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N° 28-2022 celebrada el 31 de marzo de 2022, artículo XXXV, relacionado a la propuesta del plan de trabajo del estudio de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que resta determinar sobre la correcta aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, y estar a la espera de la remisión del estudio señalado, por parte de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Solicitar a la Asesoría Legal de la JUNAFO, criterio jurídico sobre la prescripción que pueden tener estos casos, y las responsabilidades que podría tener esta Junta. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc100240241]ARTÍCULO XIV
Documento N° 267-2020 / 349-2022 / 374-2022
La Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial-JUNAFO, mediante resolución Nº 0011-JUNAFO-2022, de las quince horas cinco minutos del veinticuatro de marzo de dos mil veintidós, hizo de conocimiento del señor Andrés Chacón Ureña, jubilado judicial, el acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 12-2022 del 14 de marzo de 2022, artículo XI, que literalmente dice:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX, se tomó el acuerdo que dice:

“El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021, comunicaron:

“En relación con los correos electrónicos de fechas 02 de noviembre de 2021 y 17 de noviembre de 2021, remitidos por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña a esta oficina, pertinentes a la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación, en forma atenta se indica: 
 
1. Que esta Dirección ha brindado en varias ocasiones respuesta a las solicitudes efectuadas por el señor Chacón Ureña mediante oficio y de igual forma ese Órgano Superior, señalándole que no es posible dejar de aplicar deducciones voluntarias a menos que las entidades deductoras no incluyan rebajos en el archivo de carga mensual, o él acuda a la vía judicial competente que ordene a esta Dirección dejar de aplicar deducciones voluntarias a su nombre.

2. Que el jubilado judicial remitió el día 02 de noviembre de 2021 a esta oficina, copia de las solicitudes que realizó ante las diferentes entidades deductoras (COOPENAE, COOPESERVIDORES y COOPEMEP), por lo que, se tomó nota de la información para conocimiento.

3. Que verificados los rebajos por deducciones voluntarias que se aplicaron al señor Chacón Ureña en la primera quincena de diciembre de 2021, se observa que las entidades deductoras citadas anteriormente, incluyeron rebajos a nombre del jubilado judicial en el mes de diciembre 2021.

Se informa lo anterior, para lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora.

…”

- 0 -

Se acordó: 1) Tomar nota de la gestión presentada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021. 2) Reiterar al jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, que debe instar las diferentes entidades deductoras, a que se respete su voluntad, según lo indica el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C310-2020, y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los que se indica que por potestad de los pensionados y jubilados no se les puede realizar las rebajas crediticias directamente de su jubilación, lo anterior con las excepciones de ley. 3) Indicar al jubilado judicial Chacón Ureña, que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no puede dejar de rebajar los montos indicados, salvo por disposición judicial correspondiente.”

- 0 -

Informa la Secretaria General de la Corte, que el acuerdo anterior, fue notificado mediante oficio N° 45-2022 al señor Andrés Antonio Chacón Ureña, por medio de correo electrónico del veinticinco de enero de dos mil veintidós a las diez horas cincuenta y tres minutos.

En relación con lo anterior, el señor Andrés Antonio Chacón Ureña, mediante correo electrónico del 27 de enero de 2022, presentó la siguiente gestión:

“De la comisión de Integrantes, para resolver mi petición expuesta a su Representada, que con todo respeto manifiesto: deduzco, de la resolución emitida por ustedes, no me queda otro camino que acudir a la vía jurisdiccional a hacer valer mis derechos en condición de adulto mayor, lo que a mi pesar significa, buscar un profesional en derecho que, me represente y por supuesto con el inconveniente que devengara honorarios por su servicio. Siendo que con la lamentable insolvencia, que muestra mi salario que desde hace tres años devengo (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mil colones y hasta menos para poder subsistir, he tenido que acudir a la caridad de amigos y familiares, se me ofrece este tipo de compromisos, haciendo más difícil Mi situación en vez de facilitarme una salida de este hoyo que día con día me llevan a una muerte, que de hecho será inevitable, para todos, pero todos tenemos el Derecho de tratar de sobrevivir lo más que se pueda, máximo Mi persona que se encuentra en el ocaso de la vida. Por lo dicho, pido se aplique la REVOCATORIA al acuerdo tomado y en su defecto sea aplicado aplicando el articulo 231 LEY ORGANICA PODER JUDICIAL Y EL VOTO DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA Y, ASIMISMO, EL CRITERIO QUE USTEDES, QUE ME RECOMENDARON: "SOLICITAR A LAS ENTIDADES FINANCIERAS, DEJEN DE REALIZAR, LAS REBAJAS, DE MI JUBILACION," COSA QUE ASI HICE Y COMUNICADO, AL FONDO DE JUBILACIONES. EN VISTA A LA NEGATIVA DE NO DESISTIR, POR PARTE, DE LAS COOPERATIVAS MI IRREVOCABLE SOLICITUD DE QUE NO LO SIGUIERAN HACIENDO A PARTIR DE NOVIEMBRE DEL AÑO PASADO, DEMOSTRADO A USTEDES MEDIANTE CORREO FECHA 2 DE NOVIEMBRE MISMO AÑO, SOLICITUD QUE DE NO SER POSIBLE CONSEDER, POR ALGUNA PROHIBICION LEGAL, ME LA HAGAN SABER. ASI MISMO RUEGO, QUE DE NO PODER SER ASISTIDO, SE APLIQUE A MI ASIGNACION LO QUE EXIGE EL ARTICULO 172 Código Laboral, que no admite que los rebajos en el salario pueden ser mayores a un salario mínimo legal, de antemano reconozco que mi persona no es trabajador activo , ni empleado público, por lo es necesario mencionar que en ambas condiciones, existe legislación clara y vigente que protege la dignidad del trabajador y derecho a un medio real para su subsistencia y en el caso del adulto mayor, este con mucho mayor razón por estar en una edad que desde el cuidado bucal que es tan caro, hasta las uñas de los pies, necesitan cuidados especiales necesarios, que en mi caso ni la alimentación, dieta para un diabético crónico puedo hacerle frente…”

- 0 -

Manifestaciones de los integrantes:

Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán: “Sobre este particular, yo ya me había manifestado en cuanto a que la Junta, no debe decirle a la persona gestionante que debe y que no debe hacer, sino que, la persona acuda a la instancia que debe hacerlo. Dado que presenta un recurso de revocatoria, y antes de emitir un criterio al respecto, agradeceré sea valorado por el Asesor Legal de la Junta, donde me pueda quedar claro aspectos como sí el recurso puede ser admisible o no, plazo, y las valoraciones propias del recurso, y que en el criterio se nos señale, claramente, si la JUNTA, puede o no, proceder a dejar sin efecto un rebajo como el expuesto en este caso, y de esta manera, zanjar la duda de forma definitiva”.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Remitir al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en el plazo de 15 días hábiles, remita criterio jurídico sobre el recurso de revocatoria presentado por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña contra el acuerdo tomado por este Órgano en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad y se declara acuerdo firme.”

- 0 -

En relación con lo anterior, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0006-AJ/DJA-2022 de fecha 09 de marzo de 2022, comunicó:

“En atención al oficio N° 0115-JUNAFO-2022, el 16 de febrero de 2022, comunicado por la Secretaría de la JUNAFO, en donde transcribe el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XVI, que literalmente indicó en su parte dispositiva lo siguiente:

“…Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Remitir al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en el plazo de 15 días hábiles, remita criterio jurídico sobre el recurso de revocatoria presentado por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña contra el acuerdo tomado por este Órgano en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad y se declara acuerdo firme.”

Es por tal razón que se procede a exponer lo siguiente, referente a la solicitud presentada por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña, conforme al siguiente detalle:

I-SOBRE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO:

El acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX, objeto del presente recurso, le fue comunicado al señor Chacón Ureña el día martes 25 de enero de 2022, al ser las diez horas con cincuenta y tres minutos. Ahora bien, el recurso interpuesto por el señor Chacón Ureña, fue presentado el 27 de enero de 2022, por lo que es admisible, tomando en consideración que está dentro del plazo establecido para ello, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

II-ANTECEDENTES SOBRE GESTIONES PRESENTADAS POR EL SEÑOR ANDRÉS ANTONIO CHACÓN UREÑA:

El señor Chacón Ureña ha presentado ante el Órgano de Dirección en reiteradas ocasiones gestiones similares sobre el tema objeto del recurso, por lo que se procede a detallarlos:

En sesión N° 12-2022 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo VIII, se conoció lo relativo a una gestión del señor Andrés Antonio Chacón Ureña, -que en lo conducente- solicitó que se suspendieran cualquier deducción que se realiza a su pensión, por esto, el Órgano de Dirección le indicó que debido a que el objeto de la solicitud era de carácter personal, en caso de tener alguna disconformidad, debía gestionar lo pertinente con la entidad en donde formalizó la operación crediticia. Asimismo, se le informó al gestionante que las decisiones que toma esta Junta Administradora sobre este tema están apegadas al ordenamiento jurídico, véase el voto N° 7515-2008 emitido por la Sala Constitucional, en donde estipula que el proceder del Departamento de Financiero Contable no es arbitrario, en razón de que el gestionante otorgó su consentimiento para las respectivas deducciones.

Luego, en sesión N° 34-2021, celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III, se conoció nota de don Andrés, en donde solicitó lo siguiente: 

En, vista de las irregularidades manifiestas, por COOPESERVIDORES Y CONTADURIA JUDICIAL, SOLICITO: EXPRESAMENTE, SE SOLICITE EL REINTEGRO, DEL DINERO REBAJADO ILEGALMENTE A MI PERSONA, para reintegrarlo a COOPEMEP, con respectivos intereses moratorios por ser su responsabilidad. 

Que, en vista de la afectación descrita, se expida una comunicación a la SURGEF, de descargo, en vista de no haber sido el responsable del incumplimiento comunicado.

Ruego, se valore la posibilidad legal del artículo 172 del Código de Trabajo y sus alcances legales correspondientes, en vista de Mi situación insolvente, al no obtener ni un salario minio, para mis necesidades mínimas, O en su defecto las razones legales para no aplicarlo.!

En esa oportunidad, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, le reiteró el contenido del acuerdo adoptado en sesión N° 12-2020 celebrada el 20 de abril del 2020, artículo VIII, referente a que la solicitud fue de carácter personal, por lo anterior, en caso de tener alguna disconformidad, debía gestionar lo pertinente con la entidad en donde formalizó la operación crediticia.

Además, en la sesión 37-2021 del 06 de septiembre de 2021, se volvió a conocer gestión presentada por el señor Chacón Ureña, ampliando el tema expuestos líneas atrás; el Órgano de Dirección reiteró nuevamente lo resuelto en sesiones N° 12-2020 celebrada el 20 de abril del 2020, artículo VIII y N° 34-2021 celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III, rechazando la petición, dado que no media en este tipo de asuntos, en razón que el objeto de la solicitud fue de carácter personal.

Luego, en la verificada sesión 38-2021 celebrada el 20 de septiembre de 2021, artículo XI, se conoció el oficio N° 209-PO-2021 del 02 de setiembre de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas; por su orden, Director interino de la JUNAFO y Jefe de Proceso de Operaciones, en el cual brindaron respuesta a la gestión presentada por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, relacionada con la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación, acordando por parte del Órgano de Dirección lo siguiente:

Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación que mediante oficio N° 209-PO-2021 del 02 de setiembre de 2021, remiten los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas; por su orden, Director interino de la JUNAFO y Jefe de Proceso de Operaciones, relativa a la respuesta que brindó a la gestión presentada por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, relacionada con la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación. 2) En cuanto a la “revocatoria o reconsideración” interpuesta por el señor Chacón Ureña, es menester indicarle que esta Junta Administradora en sesión N° 34-2021 celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III, ya se pronunció con respecto a sus alegatos…”

Asimismo, en sesión 39-2021, del 27 de septiembre de 2021, artículo VII, se conoció nueva gestión presentada por el señor Chacón Ureña, ampliando el tema de estudio, acordando la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informarle al gestionante que la Dirección de la Junta Administradora no es quien aplica las deducciones a los beneficios de jubilación y/o pensión, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas. Aunado a lo anterior, se le aclaró que conforme a lo establecido por la Procuraduría General de la República en su criterio N° C-310-2020, “no se podrá aplicar contra voluntad de la persona deducción alguna a su jubilación. Establece el citado dictamen que hay una naturaleza diferente entre los beneficios económicos de la seguridad social y el salario de la persona activa”, por lo que debía ir a la entidad acreedora y retirar la autorización para que le realicen las deducciones vía desembolso.

De esta misma manera, en la sesión 40-2021 celebrada el 04 de octubre de 2021, artículo VII, se le reiteró al señor Andrés el contenido del acuerdo mencionado anteriormente, debido a que presentó nuevamente gestión sobre el tema de referencia.

En la sesión N° 43-2021, del 25 de octubre de 2021, artículo X, después de analizar por parte del Órgano de Dirección los argumentos que expuso el señor Chacón Ureña, se le comunicó que la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones aplica las deducciones que son autorizadas, asimismo, referente al tema de si las deducciones realizadas por la entidades citada se configura como un embargo, debe dirimir la interrogante en vía judicial, tomando en consideración que el órgano no tiene competencia para ello. También se le aclaró que la JUNAFO no ha realizado ningún embargo a su derecho jubilatorio; únicamente se aplican las deducciones de las entidades autorizadas.

Posterior a esto, en la sesión N° 02-2022 del 10 de enero de 2022, artículo XIX, se conoció el oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en donde expone una respuesta que esa Dirección brindó al señor Chacón Ureña, quien expuso el tema expresado en los antecedentes anteriormente citados, con base en esto, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, volvió a reiterar al señor Chacón Ureña, que debe instar a las diferentes entidades deductoras, que respeten su voluntad, según lo indica el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C310-2020, y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los que se indica que por potestad de los pensionados y jubilados, solicitar que no se les realice rebajos crediticios directamente de su jubilación, lo anterior con las excepciones de ley. Además, se le indicó que el órgano no puede dejar de rebajar los montos indicados, salvo por disposición judicial correspondiente.

Finalmente, contra el acuerdo adoptado en la sesión N° 02-2022 del 10 de enero de 2022, artículo XIX, el señor Chacón Ureña, mediante correo electrónico del 27 de enero de 2022, presentó recurso de revocatoria, el cual fue conocido por el Órgano de Dirección en la sesión 07-2022, del 14 de febrero de 2022, artículo XVI. El citado recurso, indicó literalmente lo siguiente:

“De la comisión de Integrantes, para resolver mi petición expuesta a su Representada, que con todo respeto manifiesto: deduzco, de la resolución emitida por ustedes, no me queda otro camino que acudir a la vía jurisdiccional a hacer valer mis derechos en condición de adulto mayor, lo que a mi pesar significa, buscar un profesional en derecho que, me represente y por supuesto con el inconveniente que devengara honorarios por su servicio. Siendo que con la lamentable insolvencia, que muestra mi salario que desde hace tres años devengo (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mil colones y hasta menos para poder subsistir, he tenido que acudir a la caridad de amigos y familiares, se me ofrece este tipo de compromisos, haciendo más difícil Mi situación en vez de facilitarme una salida de este hoyo que día con día me llevan a una muerte, que de hecho será inevitable, para todos, pero todos tenemos el Derecho de tratar de sobrevivir lo más que se pueda, máximo Mi persona que se encuentra en el ocaso de la vida. Por lo dicho, pido se aplique la REVOCATORIA al acuerdo tomado y en su defecto sea aplicado aplicando el articulo 231 LEY ORGANICA PODER JUDICIAL Y EL VOTO DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA Y, ASIMISMO, EL CRITERIO QUE USTEDES, QUE ME RECOMENDARON: "SOLICITAR A LAS ENTIDADES FINANCIERAS, DEJEN DE REALIZAR, LAS REBAJAS, DE MI JUBILACION," COSA QUE ASI HICE Y COMUNICADO, AL FONDO DE JUBILACIONES. EN VISTA A LA NEGATIVA DE NO DESISTIR, POR PARTE, DE LAS COOPERATIVAS MI IRREVOCABLE SOLICITUD DE QUE NO LO SIGUIERAN HACIENDO A PARTIR DE NOVIEMBRE DEL AÑO PASADO, DEMOSTRADO A USTEDES MEDIANTE CORREO FECHA 2 DE NOVIEMBRE MISMO AÑO, SOLICITUD QUE DE NO SER POSIBLE CONSEDER, POR ALGUNA PROHIBICION LEGAL, ME LA HAGAN SABER. ASI MISMO RUEGO, QUE DE NO PODER SER ASISTIDO, SE APLIQUE A MI ASIGNACION LO QUE EXIGE EL ARTICULO 172 Código Laboral, que no admite que los rebajos en el salario pueden ser mayores a un salario mínimo legal, de antemano reconozco que mi persona no es trabajador activo , ni empleado público, por lo es necesario mencionar que en ambas condiciones, existe legislación clara y vigente que protege la dignidad del trabajador y derecho a un medio real para su subsistencia y en el caso del adulto mayor, este con mucho mayor razón por estar en una edad que desde el cuidado bucal que es tan caro, hasta las uñas de los pies, necesitan cuidados especiales necesarios, que en mi caso ni la alimentación, dieta para un diabético crónico puedo hacerle frente…”

En ese momento, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valoró lo siguiente:

“(…)

Manifestaciones de los integrantes:

Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán: “Sobre este particular, yo ya me había manifestado en cuanto a que la Junta, no debe decirle a la persona gestionante que debe y que no debe hacer, sino que, la persona acuda a la instancia que debe hacerlo. Dado que presenta un recurso de revocatoria, y antes de emitir un criterio al respecto, agradeceré sea valorado por el Asesor Legal de la Junta, donde me pueda quedar claro aspectos como sí el recurso puede ser admisible o no, plazo, y las valoraciones propias del recurso, y que en el criterio se nos señale, claramente, si la JUNTA, puede o no, proceder a dejar sin efecto un rebajo como el expuesto en este caso, y de esta manera, zanjar la duda de forma definitiva”.

Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Remitir al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en el plazo de 15 días hábiles, remita criterio jurídico sobre el recurso de revocatoria presentado por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña contra el acuerdo tomado por este Órgano en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad y se declara acuerdo firme.”

III-SOBRE EL RECURSO DE REVOCATORÍA Y SU ANÁLISIS:

Para dirimir el tema bajo estudio en el presente escrito, es imperativo tener conocimiento de los antecedentes anteriormente expuestos, debido a que las gestiones presentadas por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, en algunos de los casos, se basan sobre posibles embargos a su derecho de jubilación, así expuesto por el gestionante, es por lo anterior, que se expone lo siguiente:

La figura de embargo en nuestra legislación, está dentro de la regulación civil, figura que se aplica bajo una orden jurisdiccional emitida por un juez competente, véase lo estipulado en la Ley de Cobro Judicial, en su capítulo III denominado “Apremio patrimonial”, con las regulaciones que se indican al efecto en ese cuerpo normativo, es por eso, que se analizó por parte de esta asesoría legal las gestiones presentadas por el señor Chacón Ureña y en ninguna aporta documento idóneo en donde se adjunte una resolución emitida por un juez en donde se decrete un embargo.

Ahora bien, es importante plasmar en el presente criterio, que las jubilaciones y las pensiones no son susceptibles de embargo, así regulado en el artículo 984 inciso 2 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que cita textualmente, “Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y las pensiones, ni el Fondo establecido para cubrirlas”.

Es menester mencionar que en el artículo 162 del Código de Trabajo, define al salario o sueldo como la retribución que el patrono debe pagar al trabajador en virtud del contrato de trabajo, por lo anterior, lo indicado por el señor Chacón Umaña en cuanto a la aplicabilidad del artículo 172 del Código de Trabajo, no es procedente, tomando en consideración que el citado artículo estipula sobre la inembargabilidad de los salarios, y para el presente caso, nos encontramos ante un derecho jubilatorio, figura que cuenta con características diferentes.

Ahora bien, entiende esta asesoría jurídica que las deducciones a las cuales apunta el señor Chacón Umaña, nacen de obligaciones crediticias adquiridas con diferentes entidades deductoras (COOPENAE, COOPESERVIDORES y COOPEMEP), aplicando su autonomía de voluntad para contraerlas, sobre esto, es importante detallar que el concepto de autonomía es empleado para significar la "facultad de gobernar las propias acciones, sin depender de otro", quien goza de autonomía es el que puede darse, así mismo, las formas de autorregular su conducta, el carácter de autónomo implica autogobernarse, en ese sentido, las obligaciones contraídas por el señor Chacón Umaña fueron establecidas bajo esta premisa. 

Los contratos que firmen las personas con entidades crediticias, está reguladas por las voluntades de ambas partes (siempre y cuando no contraríen las leyes), tanto en las prestaciones del mismo, como en los lineamientos que se establezcan dentro del contrato, debido a esto, cuando el deudor autorice una deducción voluntaria de sus ingresos, es porque así lo solicitó bajo su facultad de gobernar las propias acciones, en aplicación del Principio de Autonomía de la Voluntad, esto se aclara, en razón de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no es parte de ninguna forma en los contratos de cualquier tipo que celebren las personas jubiladas y pensionadas, aclarando, como se indicó en el acuerdo adoptado por el Órgano de Dirección en sesión 39-2021, del 27 de septiembre de 2021, artículo VII, que la Dirección de la JUNAFO no es quien aplica las deducciones a los beneficios de jubilación y/o pensión, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, es decir, no media como parte de los contratos, solo brinda el servicio a las entidades deductoras.

Es relevante traer a colación lo indicado por la Procuraduría General de la República mediante dictamen C-310-2020 del 4 de agosto de 2020, en donde en el punto 3 de las conclusiones, indicó que “Las deducciones expresamente dispuestas en la ley, como son, por ejemplo, las relacionadas con cotizaciones, impuestos, contribuciones especiales, pago de pensiones alimenticias, etc., sí deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, pues esas deducciones no son formas de “cesión” de la pensión en sentido estricto, sino retenciones legales, que no dependen de la voluntad del pensionado, ni de la de sus acreedores”, lo anterior, se menciona debido a que el citado dictamen, nos expone que las únicas deducciones que se deben realizar obligatoriamente de la prestación económica por jubilación o pensión, son las que están expresamente dispuestas en la ley; en las deducciones que se realizan por voluntad del jubilado, en cualquier momento podría la persona interesada, dejar sin efecto tal autorización, es decir, el deudor puede disponer que no se deduzcan aquellas obligaciones pactadas convencionalmente por él, acudiendo a la entidad con la que formalizó el contrato para ello, por cuanto las partes son las conocedoras del contenido del documento y las condiciones en las cuales pactaron; como se indicó líneas atrás, en aplicación al Principio de Autonomía de la Voluntad, el cual consiste en el poder que la normativa reconoce a los particulares para reglamentar por sí mismos, el contenido y modalidades de las obligaciones que se imponen contractualmente.

III-CONCLUSIONES:

El recurso presentado por el jubilado judicial Andrés Antonio Chacón Ureña es procedente, tomando en consideración que se presentó en el plazo establecido para ello, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, es por este motivo, que se analizó el fondo de los alegatos.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no forma parte de la relación contractual que tiene la persona jubilada judicial con las entidades crediticias, por lo que no posee obligación alguna en cuanto a los lineamientos pactados en el contrato, como la posibilidad de aplicar la deducción a su derecho jubilatorio, acción que fue generada por la conveniencia de las partes al momento de realizar el contrato, tomando en consideración que el vínculo nació a la vía jurídica aplicando su autonomía de voluntad, empleando la facultad de gobernar sus propias acciones.

La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no es quien aplica las deducciones al señor Chacón Ureña, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, en razón de esto, no debe interferir en la relación contractual que tienen las partes convenidas.

El Jubilado Judicial Andrés Chacón Ureña, de conformidad con el dictamen C-310-2020 del 4 de agosto de 2020, puede gestionar ante las entidades deductoras la no aplicación de los rebajos voluntarios pactados, teniendo presente que no se podrán aplicar contra la voluntad de la persona interesada, deducción alguna a su jubilación, sin embargo, se aclara nuevamente que la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica esas deducciones, las realiza cada una de las entidades, conforme al consentimiento de las partes en la formalización del contrato, por lo que don Andrés debe externarle a cada una de ellas, que no desea continuar realizando la transacción mediante esa metodología, siendo competencia de las partes acordar lo que corresponda.

De esta forma, se deja rendido el informe solicitado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XVI, para los fines correspondientes.”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar el informe rendido por el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio N° 0006-AJ/DJA-2022 del 9 de marzo de 2022, y con base en lo expuesto, rechazar el recurso presentado por el señor Andrés Chacón Ureña, Jubilado Judicial, por cuanto esta Junta Administradora no puede desaplicar las deducciones que solicitan las entidades o firmas deductoras. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del petente. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.””
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El señor Andrés Chacón Ureña, jubilado judicial, mediante correo electrónico del 22 de marzo de 2022, solicitó lo siguiente:
“… con todo RESPETO, solicito de estar en sus posibilidades, facilitarme, el convenio, contrato o documento que los faculta para proceder a hacer las deducciones a los Afiliados del Fondo de Pensiones, en forma gratuita teniendo que invertir en personal capacitado, tiempo laboral y utilización de espacio físico y electrónico.( esto en vista de que considero que al finiquitar a el mismo, no se ha tomado en cuenta que esta Institución, en su mayoría somos Jubilados, ADULTOS MAYORES, que tenemos, condiciones especiales, por ley que no se han aplicado ni el fondo ha considerado. aplicarlas provocando perjuicios a sus protegidos, como es su deber) TAMBIEN, el concepto de quitar dinero destinado a otros prestamos, haciendo que el Jubilado enfrente un incumplimiento en otras obligaciones, cayendo este en morosidad, con los prejuicios que eso conlleva principalmente con SURGEF.

Seguidamente, expongo Mi descontento, por las inconsistencias en Mi contra principalmente cuando la Contaduría Judicial, se encargaba, de estos asuntos y en manos de dos personas del Despacho mencionado, que no daban razón de la protesta, situación, que actualmente y por el trato recibido ha cambiado, y seguimiento mostrado, procedo a describir las inconsistencias en Mi contra:

I- Con fecha 28-03-2019 hasta 29-05-2020, y por un lapso de 11 meses y un monto de 1 (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) la primer Fianza y con fecha 30-4-2019 por 11 meses y un monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) la segunda fianza.

SIENDO, que los Jubilados de conformidad con al artículo 984 Código Civil. nuestras asignación mensual, no son objeto de embargo y los embargos y fianzas deben de ser perseguidas por medio del debido proceso, según lo dispone el Código de Comercio por medio de un Monitorio o Ejecutivo Simple (Único modo de cobrarlas) y el derecho real que menciona el artículo 984 C. C. no es renunciable de conformidad al artículo 11 Código de Trabajo (todas las leyes descritas vigentes) como se evidencia las deducciones hechas por Ustedes son ilegales, por supuesto inducidos por COOPESERVIDORES a error.

Y, como si fuera poco, en vista de que no tenía suficiente liquidez, para hacerle frente a las dos fianzas, repito inducidos nuevamente a error, toman de lo asignado por el Suscrito a otras obligaciones en Mi caso a COOPEMEP, haciéndome caer en incumplimiento de Mis obligaciones con dicha Cooperativa, ocasionando los perjuicios que eso repara, porque me dejaron sin oportunidad de solicitar otros créditos y así poder mejorar Mi liquidez,( Que como pueden ver, es la causa principal de Mi reclamo. Ya que ni para comer me queda y menos para satisfacer mis necesidades mínimas necesarias) situación que lleva más de dos años en 22 mil colones por mes.

Lo mejor del caso es que Coopeservidores recupera, los incumplimientos descritos por el Deudor, (Ilegalmente abusándose de su confianza, con el convenio de deducciones) y lo peor es que el Deudor, siendo Jubilado también, Yo no puedo recuperar, lo deducido, por no tener ningún modo fraudulento para cobrar dado que a Mi si me obligan a cobrar mediante, el debido proceso, aunque la Cooperativa, debió no aprovecharse de Mi confianza y la de USTEDES, como lo hizo. 

Ante esta situación Me Presente a la Contaduría Judicial a presentar la queja y una señora llamada Patricia, o al menos la encargada de las deducciones, en ese entonces., me, dijo que ese modo de pago es un acuerdo que tienen las Cooperativas y que ellos estaban facultados para hacerlo, la pregunta es donde está Mi consentimiento o asentimiento al respecto para que lo apliquen? Lo que no me fue contestado y más bien me adelanto el criterio de la suerte que tendría si intentaba algo, la cual no fue nada alentadora...! 

Por lo dicho, ruego le soliciten a COOPESERVIDORES DEVUELVA LOS MONTOS , DE LAS FIANZAS COBRADAS ILEGALMENTE A MI PERSONA, O LE REPONGAN EL PAGO HA COOPEMEP y se deje sin efecto Mi solicitud de que se deduzcan montos de Mi salario, ya que este procedimiento se presta para causar daño a los Afiliados del fondo, de una forma ilegal encubierta, y que no le deja ningún beneficio a la Junta, y más bien gastos en personal necesarios para que analicen el porqué de los rebajos de sus Protegidos, con una solicitud de las Cooperativas que indique con lujo de detalles el origen del rebajo y no como se hace actualmente, por supuesto, para esos cambios los términos contractuales deben cambiarse, y así deje de ser un servicio Adoc, que no debería de ser, porque el mismo podría generar al fondo responsabilidades, Penales y Civiles, correspondientes,, lo que se rebaja es ni más ni menos el sustento, de las personas, que por un esfuerzo de años le hemos dado vida al fondo .! 

Pero los perjuicios no terminan aquí resulta que COOOEMEP, durante 11 meses que fue lo que duro el embargo, con fecha, 29-5-del 2020, volvieron a reprogramar, los pagos por sus créditos, y recibirlos en forma, normal a la fecha, durante 21 meses, cuya cuota mensual es de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones, solicite un estado de cuenta y en el mismo no se refleja, abono alguno a la deuda, en el comprobante de Estado de cuenta, y más bien se nota una cuenta paralela a la original que va por (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), y en la misma cobran intereses de ley y moratorios, cosa que es ilegal, sin poder saber a ciencia cierta, cual es el verdadero saldo con esa Institución a no ser que tengan dos Contabilidades distintan y a mí me muestren solo una de ellas, lo que no es legal (aporto los Estados de cuentas emitidos por Coopemep.) 

Por lo expuesto y en vista que COOPEMEP, no está haciendo uso apropiado de las cuotas que viene solicitando, mismas que son para abono de Mis cuentas, es que ruego se dejen de aplicar las mismas, ya que no han sido fieles a su deber de aplicar las cuotas a Mis cuentas, correctamente. 

Además ruego me expliquen, porque, en constancia de la Junta, aparece se giran 34 mil colones (segunda quincena mes anterior) y el banco Popular, giraron 26 mil! (aporto recibos) en esta quincena solo 8 mil colones fue lo que recibí, o sea que en vez recibir aumento recibí un desaumento.

En relación, a un reclamo anterior que comisionaron a un Abogado, para que en el término de 15 días, se pronunciara respecto reclamo efectuado a la fecha no me ha llegado su criterio (1310-2021).

En espera de una respuesta, y debido a Mi urgencia, por la situación insostenible que estoy pasando ruego una resolución lo más pronta posible.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

…”
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Posteriormente, el señor Andrés Antonio Chacón Ureña, mediante correo electrónico del 31 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:
“… con todo respeto, solicito: Revocatoria, con Apelación y ampliación o aclaración de la resolución de las 15 horas 05 minutos del 24 de marzo 2022 número 0011- J. U. N A F. O - 2022 y dictamen jurídico del Licenciado EDUARDO CHACON MONGE, en base de lo siguiente: 

REFERENTE a la resolución emitida por su Despacho e indicada arriba, la misma no debe de ser declarada INADMISIBLE, ya que el Asesor jurídico en informe, of. N O6O6, de fecha 9 de marzo del año en curso, indica: estar bien admitido el recurso de revocatoria planteado por Mi persona y según al artículo 37, del Reglamento, Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, es de recibo el mismo. En cuanto al dictamen presentado por el Jurista encomendado se debió dar audiencia al Promovente de estas Diligencias, para tenerlo como válido en, su totalidad o parcialmente y una vez subsanado el debido Proceso, dictar una resolución con carácter de Sentencia, por la comisión nombrada.

INCONFORMIDAD, con el Informe, presentado por el Licenciado EDUARDO CHACON MONGE.

a- Dice el Informe, referente a si es un EMBARGO o no los rebajos realizados, y solicitados por COOPESERVIDORES, por el termino de 11 meses Que los mismos no son EMBARGOS ya que estos son emitidos por un Juez y no se da ese proceder " Coincidiendo con el criterio expresado por La Señora Patricia de Contaduría Judicial y el manifestador que atiende el nuevo Despacho de la Junta Administradora de apellido tinoco hace 2 o 3 años, con la que no estuve y estoy de acuerdo. Y espero el señor CHACON MONGE al emitir su criterio, tuvo a LA vista, dos certificaciones expedidas por Coopeservidores, donde dice que los rebajos ," Son por concepto de FIANZAS respectivamente, del Deudor ALEXANDER BADILLA UREÑA " ¿ Cómo me pueden dar a entender que esas fianzas no son embargo? cuando la única forma de cobrarlas es por medio de un Ejecutivo Simple o Monitorio, procedimiento que está prohibido para la Cooperativa , y para Mi persona también, ( No se olvide que Yo con las certificaciones aportadas en autos, puedo plantear uno de los dos procedimientos para cobrar) pero con la prohibición que muy bien menciona el señor Licenciado, cuando dice que el artículo 984 inciso 2 prohíbe tácitamente el cobro Judicial para los Jubilados y en caso de la entidad Financiera, no cabe ningún tipo de renuncia ya que en derechos reales según el articuloc11cCódigo Laboral, no admite renuncia a esos Derechos consagrados por la Constitución Política y avalados por el Código Civil VIGENTE.

Y, como si fuera poco el espíritu del Legislador y el articulo en mención es proteger, la ASIGNACION MENSUAL que recibe el Jubilado hoy reforzados sus derechos por ley para el Adulto mayor y no se hace, por razones que no entiendo, cuando la JUNTA ADMINISTRADORA nace para velar por los Derechos de los Jubilados, mismos que están siendo pisoteados por una Entidad Financiera que en forma dolosa se aprovecha y evita el debido proceso para esos cobros burlando los derechos de quien Suscribe, siendo que COOPESERVIDORES logra cobrar el incumplimiento de un Deudor en la persona de un Fiador, en forma injusta porque estos logran su cometido de recuperación y el Suscrito no lo puede hacer porque para cumplir con el debido proceso ( única forma de cobro ya que se aplica el articulo 984 inc 2 C. C. que acertada mente, Usted da por cierto,, por tanto, cualquier título Ejecutivo , que pretenda ser cobrado, para recuperar por medio del salario es incobrable, a menos que tenga otros bienes objeto de embargo ( Es ilógico esperar que un Juez envíe orden de embargo si por Ley es inembargable y prohibido para el Juez y para los que asi lo ejecuten) ¡ Esta ilegalidad es la que Yo, alego, y las razones, por las que no debieron ser rebajadas en ese entonces por la Contaduría, espero que con el cambio y seguimiento de esta Junta para dirimir, asuntos de sus ADMINISTRADOS, no medie las viejas y malas interpretaciones de la Contaduría Judicial..! 

EN CONSECUENCIA, solicito, se prevenga al Profesional en Derecho CHACON MONGE, aclare su dictamen en cuanto que afirma, que se tenía que hacer los rebajos porque no son embargos lo que solicito la Cooperativa ¿Cuándo lo van a ser si es prohibido por ley para los Jubilados? Eso es avalar un procedimiento que no le da derecho para cobrar, fianzas, siendo que estas, su único modo de cobro es por medio del mecanismo previsto en el Código de Procedimientos Civiles y en este caso es imposible hacerlo por lo establecido en el artículo 984 inc. 2 CODIGO CIVIL- bonita cosa, por esta prohibición el ente Financiero se evitó el Procedimiento Civil y el pago de honorarios al Abogado Litigante. Error fácil de enmendar, acudiendo a las 2 certificaciones aportadas por el Suscrito y expedidas por COOPESERVIDORES, donde son claros al afirmar son deducciones por fianzas, mismas que son prohibidas cobrar, de conformidad al numeral 984 inc. 2 CODIGO CIVIL por tanto inembargables las asignaciones mensuales de los Jubilados – 

B-Ruego, se le prevenga al Profesional en Derecho Señor Eduardo Chacon Monge, se refiera al procedimiento , aplicado por la Contaduría Judicial, referente a que cuando, se cobró por parte de Coopeservidores las fianzas mencionadas, e ilegalmente solicitadas en vista de que quien Suscribe, no tenía Liquidez, en Mi salario procedieron a coger de las cuotas asignadas a COOPEMEP, por Mí, sin que mediara de Mi parte consentimiento o asentimiento para hacerlo y al reclamar, esa otra inconsistencia, la respuesta de la señora Patricia fue, que las Cooperativas tenían un acuerdo entre ellas, sin que indique la fuerza de Ley con que aplico ese atrevimiento en perjuicio, para variar de Mi persona y en conveniencia para las Cooperativas, causando, un inmenso perjuicio al Jubilado Adulto Mayor, que no puede unificar las deudas por este atrevimiento de la COOPESERVIDORES y de quien en ese entonces estaba a cargo de Administrar los rebajos que envían las financieras que por lo visto no tienen ningún, control en este caso por parte de quienes Administran nuestras Asignaciones mensuales, 

RUEGO, Se le prevenga dar un dictamen jurídico, si el Procedimiento Legal aplicado mlr la Contaduria Judicial, hoy JUNTA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y JUBILACIONES, fue a Derecho debidamente bien aplicado.

C - Ruego., en relación, a la renuncia, de Mi parte, ante las Cooperativas, COOPESERVIDORES COPEMEP Y COOPENAE, de que en adelante primera quincena mes noviembre del año recién pasado, no se siguieran haciendo las rebajas por medio del sistema de deducciones voluntarias, esto en atención al criterio del voto de la Procuraduría General de la Republica número C. 310 - 2020 que en lo conducente dice: que para los Jubilados, estos están en la posibilidad de hacerlo, cosa que hice y aporte copias de Mi voluntad de renuncia con su respectivo recibido mismas aportadas a la Junta, sin que se tome, en cuenta que así cilo (sic) el Procurador recomienda ese Proceder, lo acala (sic) el articulo 231 Ley Orgánica Poder Judicial, y si hay alguna Ley o pronunciamiento que ulpida (sic) a la JUNTA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL, que se lo impida, ruego, se me haga saber, ya que hasta ahora no se me ha hecho máxime que eso es un servicio Ad Dog (sic), de la Junta, que solo gastos le deja y ningún beneficio y grandes perjuicios a quien SUSCRIBE.”.

- 0 -
Analizada las gestiones presentadas por el señor Andrés Chacón Ureña, es importante indicar que esta Junta Administradora a resulto de forma reiterada desde el año 2020, las interrogantes que ha presentado sobre las deducciones que las entidades realizan a su beneficio de jubilación conforme a la autorización que el señor Chacón Ureña brindó en su momento con cada una de ellas, en ese sentido, se le ha dado trámite a todas las consultas las cuales se han resuelto en tiempo y forma, aunado a esto, en la sesión N° 12-2022 del 14 de marzo de 2022, artículo XI, se le da respuesta del último recurso presentado sobre el tema, el cual se le adjunta el oficio N° 0006-AJ/DJA-2022 de fecha 09 de marzo de 2022, dejando clara la posición de este órgano sobre lo planteado. Además, la fase recursiva se agotó en el acuerdo anterior, tomando en consideración que lo que se analizó fue un recurso que presentó al acuerdo adoptado por esta Junta Administradora en sesión en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX, agotando la vía administrativa. 
Sin embargo, se le reitera y aclara al señor Chacón Ureña que en el caso que plantea, esta Junta Administradora no realiza deducción alguna de su beneficio de jubilación, la Dirección de la JUNAFO no tiene personal que se encargue de realizar esa labor y este órgano tampoco media en esas situaciones, las deducciones que se reflejan en el desglose, son producto de la voluntad de cada persona, autorizando a las entidades crediticias a realizar los respectivos rebajo de forma automática, autorización que se plasma en cada uno de los contratos conforme a lo pactado entre las partes.
En ese orden de ideas, se reitera, la Junta Administradora y la Dirección de la JUNAFO no realiza deducciones de ese tipo, son las entidades crediticias conforme a la autorización de cada persona, que realizan esas operaciones mediante de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, por esto, el señor Chacón Ureña debe resolver esta situación con cada una de esas entidades, tomando en consideración que son ellos como partes interesadas de los contratos, los que saben los alcances de las cláusulas que firmaron.
Finalmente, esta Junta Administradora tiene claro que las jubilaciones y pensiones no son susceptibles de embargo, así estipulado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que, si se presenta una situación de estas, tramitará lo necesario para resguardar ese derecho del colectivo pensionado y jubilado, sin embargo, en el caso del señor Chacón Ureña, no nos encontramos con la figura de embargo, estamos ante deducciones que se realizan por acuerdo de voluntades en la elaboración de cada contrato, en donde nunca hubo intervención de esta Junta Administradora o de la Dirección de la JUNAFO.
Se acuerda: 	Conforme a lo anterior, 1.) Rechazar por improcedente el recurso presentado por el señor Andrés Chacón Ureña, tomando en consideración que ya agotó la vía recursiva. 2.) Se le reitera al señor Chacón Ureña que debe resolver la situación presentada con cada una de las entidades, debido a que esta Junta Administradora y la Dirección de la JUNAFO, no realizan actividad alguna para aprobar o deducir de su beneficio monto alguno, debido a que no media en estas situaciones. 3.) Comunicarle al señor Andrés Chacón Ureña que se da por agotada la vía Administrativa. 4.) Notificar el presente acuerdo al medio señalado por la persona gestionante.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc100240244]ARTÍCULO XV
Documento N° 508-2021 / 379-2022
El señor René Roblero Rodríguez, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 04 de abril de 2022, manifestó lo siguiente:
“Buenos días. Recibo en este momento su atento correo al cual me refiero. Como lo expresé pormenorizadamente en la narración de hechos que da sustento al juicio contencioso-administrativo que tengo incoado en contra de Coopealianza R.L., el INS y la Junta Administradora del Fondo para las Pensiones y Jubilaciones del Poder Juficial, el factor principal desencadenante de esa demanda lo fue la pretensión del INS de elevar el monto de esa póliza garante del crédito de ocho mil y resto de colones como a dieciséis mil y resto de colones mensuales, y no por millón de colones sino por la totalidad del préstamo, por el hecho de haber alcanzado el suscrito un año más de edad, lo que hacía presuponer que si Dios me permitía vida longeva mi pensioncita iba a resultar insuficiente para cubrir el incremento exponencial que alcanzaría esa póliza, es decir, que por haber el suscrito firmado -supongo- dentro del cúmulo de documentos que me fueron sometidos a firma -y a golpe de tambor pues estaba en ventanilla de formalización para que me fueran entregados los cheques- yo presumo firmé una adhesión a una póliza madre, tomada por mi acreedora con el INS para proteger las operaciones crediticias aprobadas (deduzco que todas al amparo de esa póliza) con la facultad para el INS de incrementar las primas a su gusto y placer, todo -al menos en mi caso por ser pensionado del Poder Judicial- con abierta violación al principio jurídico universal de la indisponibilidad de las prestaciones de carácter social. 

Por tal razón, si entablé acción jurisdiccional porque el INS me quiso incrementar la prima a ₡16.000 mensuales con mayor razón NUNCA podría aceptar y la rechazo de manera rotunda su propuesta de incremento a una suma superior a ₡50 mil colones mensuales. Muchas gracias!

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)
…”

- 0 -
La Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial-JUNAFO, mediante resolución Nº 51-2022, de las diez horas con trece minutos del veintiuno de abril de dos mil veintiuno, hizo de conocimiento del señor René Roblero Rodríguez, Jubilado Judicial, el acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 17-2021 del 19 de abril de 2021, artículo XXIV, cuya parte dispositiva dice:
“(…)

Se acordó: 1) Tener por recibida la gestión del señor René Roblero Rodríguez, Jubilado Judicial, con correo del 5 de abril de 2021, relacionada con la aplicación de la deducción que le aplica la entidad Coopealianza R.L., a su beneficio de jubilación. 2) Interpreta esta Junta Administradora que, las deducciones acordadas a las prestaciones económicas que cancela en las jubilaciones y pensiones del FJPPJ, son por mutuo acuerdo entre las partes, nacen de su propia voluntad, libre, autónoma y sin ningún tipo de coacción, y que este órgano colegiado no intermedia en la relación existente entre las entidades deductoras y las personas beneficiarias de este régimen jubilatorio, por cuanto se dispuso en sesión N°. 35-2020, artículo IX que indica: “…en caso de que una persona beneficiaria decida retirar su autorización para la no aplicación de dicha deducción a la jubilación y/o pensión, deberá tramitar ante cada entidad deductora nota formal en la que se solicite el cese de dicha deducción automática a partir del siguiente mes calendario de recibida la misma.”. 3) Deberá la persona beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomar nota de que la “NO” aplicación de la deducción automática del rebajo respectivo no lo exime del cumplimiento de contratos o compromisos de diversa índole, debido a lo cual podrá verse afectado su récord crediticio, historial, nivel de morosidad o similares sin que el FJPPJ ni la Junta Administradora asuman responsabilidad alguna por dicha situación. 4) Dados los elementos anteriormente descritos, se rechaza la pretensión del señor Roblero Rodríguez por cuanto la responsabilidad de dichos rebajos es entre las partes y no de esta Junta Administradora, como se señala en la Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y que esta Junta Administradora no embarga ni secuestra en forma alguna las jubilaciones, sino que brinda el servicio de deducciones a las entidades deductoras para que se apliquen a las personas jubiladas y pensionadas, donde se establecen los deberes y responsabilidades de las entidades deductoras para aplicar rebajos a las jubilaciones y pensiones. Se declara este acuerdo firme.””

- 0 -
Posteriormente, en sesión N° 19-2021 del 10 de mayo de 2021, artículo XXVI, se tomó el acuerdo, cuya parte dispositiva literalmente dice: 
“(…)

[bookmark: _Hlk71645165]Se acordó: 1) Tener por conocidas la gestión presentada por el jubilado judicial René Roblero Rodríguez, en correo electrónico del 19 de abril de 2021, mediante la cual interpone los recursos de revocatoria (o reconsideración) y, si cupiese y en vía subsidiaria el de apelación para ante el órgano superior administrativo competente. 2) Comunicar al señor Roblero que conforme lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial la Junta Administradora no tiene superior jerárquico. 3) Que en la sesión de esta Junta Administradora N° 35-2020, artículo IX del 26 de octubre de 2020, se dispuso que las personas jubiladas debían coordinar con el ente financiero lo correspondiente a las deducciones acordadas a por mutuo acuerdo, dado que estas nacen de su propia voluntad, libre, autónoma y sin ningún tipo de coacción, por lo que este órgano colegiado no intermediaría en la relación bilateral. 4) Tomar nota que el señor Roblero se ajustará al procedimiento y solicitará directamente a Coopealianza R.L, el levantamiento de la deducción automática. Se declara acuerdo firme.””

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Comunicar al señor René Roblero Rodríguez, Jubilado Judicial, que esta Junta no es competente para conocer su gestión, por lo que debe de dirigirse a la entidad aseguradora correspondiente a efectos de realizar el reclamo oportuno.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVI
Documento N° 440-2022
Recibe esta Junta Administradora en audiencia al máster Pedro Aguilar Moya, y al máster Edi Dario Velásquez Chávez, por su orden, Presidentes de los Comités de Riesgos e Inversiones, respectivamente, para que procedieran a aclarar algunas consultas por parte de los integrantes de la JUNAFO, con el fin de tener un mejor criterio al momento en que se realizará la revisión de los reglamentos internos de dichos Comités.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de la visita de los señores presidentes de los Comités de Riesgos e Inversiones, y agradecer la aclaración de las consultas presentadas por los miembros de esta Junta.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVII
Documento N° 429-2022
De conformidad con el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, adopta acuerdos en donde aprueba jubilaciones por incapacidad absoluta y permanente de personas funcionarias de la institución, con base en un dictamen médico emitido por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), que sirve de insumo para determinar que la persona evaluada ya no está en condiciones de continuar realizando las labores que desempeña, bajo esta premisa, se acuerda lo siguiente: Solicitar a la estimable Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), valorar la posibilidad de ampliar las hojas de criterio en donde exponen el estado de salud de la persona evaluada, indicando porcentaje de discapacidad y si la condición de salud lo está imposibilitando únicamente para laborar en el Poder Judicial o en su defecto para cualquier otra actividad remunerativa, lo anterior, con la finalidad de evaluar diferentes escenarios al momento de emitir los respectivos actos administrativos de aprobación del beneficio de jubilación. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVIII
Documento N° 430-2022
[bookmark: _Hlk99989573]En la sesión N° 13-2022 celebrada el 21 de marzo de 2022, artículos III, IV, V, y VIII, esta Junta Administradora, dispuso convocar a una sesión extraordinaria virtual de este cuerpo colegiado, para el próximo 20 de abril de 2022, de las 8 a las 16 horas, para que se conociera la revisión a profundidad de la normativa interna aplicable a este régimen del primer pilar de pensiones costarricense, sin embargo, esta Junta acuerda, dejar sin efecto esa disposición, y trasladar para la sesión del 10 de mayo, el conocimiento de dicha normativa. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
-o0o-
A las once horas cincuenta y ocho minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís         Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora        Secretario Junta Administradora
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES  


DEL PODER JUDICIAL (JUNAFO) 


 


 
 


“Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, 


cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y 


de la población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de 


jubilaciones y pensiones del poder judicial (artículo 240 bis, reforma a la Ley Orgánica del 


Poder Judicial introducida mediante Ley N°. 9544)" 


 


CAPÍTULO I 


DEL ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES 


 


Artículo 1. Regulación. El presente reglamento norma y desarrolla lo relativo al 


otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, 


asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y 


pensionada, con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en adelante “el Fondo”, que 


cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y que estén 


supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras 


(SUGEF) conforme lo establece el artículo 240 bis de la Ley 9544 del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, para financiar préstamos para construcción o mejoramiento 


de vivienda y otros de carácter social para las personas asociadas, según el reglamento que 


al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, 


reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, este último por el 


mecanismo financiero aplicable al efecto, figura o medio jurídico autorizado por la 


Contraloría General de la República, cuando así se requiera. 


 


 


Artículo 2. Definiciones. Para los efectos de la aplicación de este reglamento, se entiende 


por:  


 


Auditoría Interna: Órgano interno que ejerce la vigilancia y control posterior de los 


préstamos concedidos a las entidades sujetas de préstamos.   


 


 Cuotas: Es el pago periódico que se compromete a realizar un deudor a su acreedor 


con el fin de devolver el financiamiento que éste le otorgó, incluyen amortización e 


intereses.  


 


Entidades autorizadas para préstamos: cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones 


y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada 


e instituciones bancarias del Estado, que cuenten con la plataforma que les permita 
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administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la 


Superintendencia General de Entidades Financieras, según lo indicado en el artículo 


240 bis, inciso a) de la Ley 9544, así como para la compra de terrenos, ampliación, 


remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial.  


 


 Mecanismo Financiero Privado: Método o fuente a través de la cual se proporciona 


financiamiento, que permita la ejecución del crédito otorgado por la Junta 


Administradora.  


 


 Mecanismo Financiero Público: Método, fuente o figura jurídica autorizada por la 


Contraloría General de la República, por medio  de la cual sea factible proporcionar 


financiamiento para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento 


y construcción de edificios destinados al Poder Judicial.  


 


 Rendimiento Nominal de Inversiones = Intereses ganados en los últimos 6 meses 


+ Amortización de Descuentos – Amortización de Primas – Comisiones Bursátiles) / 


(Saldo Promedio de la Cartera de Inversiones) * 2. Este rendimiento se calculará en 


los meses de junio y diciembre por la Dirección de la JUNAFO, quien lo comunicará 


con 10 días hábiles de antelación a la aplicación a las entidades autorizadas.  


 


Rendimiento Real: es aquel rendimiento que tiene en cuenta el factor de inflación, 


para su cálculo se debe restar al interés nominal la tasa de inflación, para este efecto 


se tendrá la siguiente fórmula: 


  


(Tasa nominal-Inflación interanual) / (1 + Inflación interanual). 


 


CAPÍTULO II 


 


DE LA CONCESIÓN DE LOS PRÉSTAMOS A LAS INSTITUCIONES 


BANCARIAS DEL ESTADO, COOPERATIVAS, CAJAS DE AHORRO, 


ASOCIACIONES Y SINDICATOS Y AL PODER JUDICIAL, 


SUJETOS DE PRÉSTAMOS 


 


Artículo 3. Préstamo a Entidades Autorizadas: El Fondo otorgará crédito a las entidades 


autorizadas que cumplan con las condiciones estipuladas en este reglamento, mediante un 


contrato que especifique, el monto total del crédito, la tasa de interés, el plazo de vencimiento 


y las garantías requeridas. Las entidades prestatarias definirán a sus clientes las condiciones 


a las que tendrán acceso con los recursos provenientes del FJPPJ y asumirán los riesgos que 


se deriven de los créditos que otorguen con estos recursos. 


 


Artículo 4. Aprobación. Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de 


los requisitos establecidos en este Reglamento, aprobar la concesión de préstamos a las 


entidades autorizadas con base en la recomendación técnica del Comité de Riesgos, el cual 


funge como Comité de Crédito. 
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Artículo 5. Límites. En ningún caso se podrá destinar más del 25% del total de la cartera de 


inversiones del FJPPJ para conceder créditos a las entidades autorizadas (Según artículo 


N°240 Bis de la Ley 9544) y de ese 25% tampoco podrá destinarse más de un 10% a una sola 


entidad, a excepción de los recursos que se otorguen para el Poder Judicial. 


 


Artículo 6. Usos. Las entidades usarán los préstamos otorgados por el Fondo, para conceder 


créditos a las personas servidoras activas, jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, 


conforme las reglas establecidas en este reglamento, en las condiciones y demás aspectos que 


se definan en los convenios y contratos específicos que se lleguen a suscribir con ocasión del 


otorgamiento de los créditos.  


 


En el caso del Poder Judicial, los préstamos que se lleguen a otorgar por medio del Fondo 


serán destinados única y exclusivamente para la compra de terrenos, ampliación, 


remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados a ese Poder de la 


República, utilizando los medios y figuras autorizadas por la Contraloría General de la 


República. 


 


Artículo 7.  Cobro. El deudor pagará en los primeros 5 días hábiles del mes siguiente la 


cuota correspondiente, caso contrario el Fondo procederá a deducir de las cuotas por 


préstamos de la Entidad Deudora y se cancelarán mediante cuotas mensuales consecutivas y 


vencidas, y cancelará los intereses moratorios correspondientes. 


 


Artículo 8.  Plazos. El plazo máximo para otorgar en los préstamos del Fondo será de 30 


años y el plazo específico de cada préstamo se determinará de acuerdo con estudios 


financieros y/o actuariales. 


 


Artículo 9. Tasa de Interés. Se prestarán recursos del FJPPJ al rendimiento de la curva 


soberana del mercado de valores (con base al vector de precios) que tengan un plazo similar 


al plazo solicitado del préstamo + Riesgo de Entidad (definido por el Comité de Riesgos del 


FJPPJ), teniendo como tasa piso del escenario base del estudio actuarial vigente.  


 


Esta tasa será revisable anualmente, en función a la publicación de los estudios actuariales.  


  


Artículo 10. Intereses Moratorios. En caso de incumplimiento de los pagos por el uso de 


recursos del Fondo, se cobrará un interés moratorio igual al 30% anual adicional a la tasa de 


interés del préstamo pactado. En ningún caso podrá exceder la tasa de usura definida por el 


Banco Central de Costa Rica, conforme a la Ley N°.9859 


 


Artículo 11. Cobro Administrativo y Cobro Judicial. Se procederá al cobro administrativo 


cuando la Junta Administradora lo determine y al cobro judicial a partir de los 90 días de 


atraso de la operación de crédito. 


 


Artículo 12. Cuotas. Las cuotas de los préstamos serán niveladas, es decir, cuotas iguales 


durante el plazo del préstamo. 
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Artículo 13. Garantías. Las Entidades autorizadas deberán ofrecer al Fondo como garantía 


de cumplimiento de su obligación de préstamos una o algunas de las siguientes opciones:  


  


a) Cesión de hipotecas en primer grado y/o cesión de pagarés que formen parte de la 


cartera de crédito de las entidades autorizadas, a excepción de operaciones 


garantizadas con el aporte obrero.  


b) La cesión de fondos mensuales que perciba por cuotas de deducción por préstamos 


por parte de las personas servidores, jubilados y pensionados judiciales.  


 c) La constitución de un Fideicomiso de Garantía, en el cual son cedidos por parte 


del Fideicomitente, pagarés e hipotecas que no hayan presentado morosidad alguna y 


en caso de que alguna operación de las cedidas presente morosidad luego de la cesión 


inicial, deberá ser sustituida.   


 


El Fideicomisario será el FJPPJ, el Fideicomitente es la entidad a la cual se le otorga el crédito 


y el Fiduciario es una entidad bancaria registrada en la SUGEF para este efecto. Los costos 


del fideicomiso serán asumidos enteramente por el Fideicomitente.  


 


En el caso del Poder Judicial, deberán presentarse las garantías que permita rendir los 


mecanismos financieros o figura autorizadas por la Contraloría General de la República, para 


la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios, 


siendo necesario, en todo momento, la evidencia de compromiso presupuestario suficiente 


para la cancelación de la cuota respectiva en los períodos presupuestarios futuros.  


 


Artículo 14. Pólizas. La entidad autorizada proporcionará la evidencia respectiva para:  


  


a) Los pagarés y las hipotecas están cubiertos por una póliza de saldos deudores, durante el 


plazo del préstamo del FJPPJ.  


  


b) En el caso de hipotecas deberá evidenciarse la póliza de incendio y desastres naturales a 


excepción de préstamos para compra de lote.  


 


Artículo 15. Amortizaciones Anticipadas. En caso de amortizaciones anticipadas por parte 


de las entidades sujetas de préstamo, se cobrará una comisión del 3% sobre el saldo por 


pronto pago, durante el 50% del plazo originalmente pactado en el contrato de crédito. 


 


Artículo 16.  Requisitos para el otorgamiento de crédito. Las entidades autorizadas que 


soliciten el otorgamiento de préstamos por parte del FJPPJ deberán presentar a la persona 


encargada de la Administración del FJPPJ, los siguientes requisitos previos:      


 


a) Comprobar la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras 


(SUGEF).  


b) Demostrar su experiencia en la colocación y recuperación de créditos y la 


estructura que posee para este fin.  
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c) Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto 


y plazo de financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías 


dispuestas a aportar.  


d) Los tres últimos estados financieros auditados.  


 


Para el caso del Poder Judicial y/o sus mecanismos de financiamiento, se requiere 


únicamente cumplir con los incisos “c” y “d” de este artículo.   


  


Para el financiamiento destinado a la compra de terrenos, ampliación, remodelación, 


reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, las entidades 


autorizadas contractualmente, deberán definir, previo a la solicitud de préstamo, las 


condiciones en que se utilizarán los recursos, dentro del plan de estructuración del proyecto 


 


 


CAPÍTULO III 


DE LOS CONTROLES A EJERCER   


 


Artículo 17.   Análisis de Crédito. En el caso del análisis para el eventual otorgamiento de 


estos créditos, el Comité de Riesgos del FJPPJ realizará los estudios pertinentes con base en 


la información suministrada de acuerdo con lo estipulado en este reglamento y remitirá sus 


conclusiones y recomendaciones a la Junta Administradora del FJPPJ.  


  


Para el Poder Judicial, en los mecanismos financieros o figuras autorizadas por la Contraloría 


General de la República, para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, 


reforzamiento y construcción de edificios para el Poder Judicial, adicionalmente deberá 


aportar los Informes de Estructuración Financiera de los proyectos sujetos de financiamiento 


por parte del FPJPJ.  


  


Artículo 18.  Resolución. La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de 


préstamo, una vez que tenga a su disposición el criterio del Comité de Riesgos. 


 


Artículo 19. Deberes. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial será informada trimestralmente sobre el cumplimiento de las cláusulas 


contractuales por parte de las entidades autorizadas por el uso de recursos del Fondo. 


 


 


CAPÍTULO IV 


DISPOSICIONES FINALES 


 


Artículo 20.  No previsto. Los aspectos no previstos en este reglamento serán resueltos por 


la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  


 


 


Artículo 21. Vigencia. Este reglamento deroga los anteriores y rige a partir de su publicación 


en el diario oficial La Gaceta. 
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2546-DTIC-2021 



San José, 15 de diciembre de 2021 
 
 



Representantes 



Consejo Superior del Poder Judicial,  



Comisión Gerencial de Tecnología de Información  



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 



 



Estimados señores y estimada señoras: 



En atención a lo aprobado por el Consejo Superior en el en sesión N° 32-2021 



celebrada el 22 de abril de 2021, que literalmente dice:  



“Se acordó: Acoger en todos sus extremos la iniciativa de la Dirección de Tecnología 



de Información, mediante oficio N° 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021, en consecuencia 



autorizar a la citada Dirección, para que realice lo siguiente: 1) Efectúe los ajustes en el 



Plan Anual Operativo, adecuando el Plan a las nuevas necesidades de la institución y a la 



asignación real de recursos, los cuales deberán ser comunicados a la Dirección de 



Planificación y se deberá actualizar en el sistema del PEI y PAO. 2.) Haga la inclusión de 



las nuevas metas operativas y estratégicas relacionadas con la Junta Administradora del 



Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo cual deberá coordinar con la 



Dirección de Planificación. 3.) Realice los ajustes en los cronogramas de los proyectos que 



se verán impactados con la propuesta realizada. 4.) Coordine con la Auditoría Judicial 



nuevos plazos para la atención de recomendaciones a cargo del subproceso de Sistemas 



Administrativos, a fin de priorizarlas conforme a las necesidades institucionales y el nivel de 



afectación, acordando nuevos plazos de ejecución en aquellas que así sea posible.”  



En atención a lo anterior por medio del presente se les rinde un informe de lo que se ha 



atendido desde abril 2021 a la fecha, tanto en la modificación y ajuste a los sistemas de 



información lo que será descrito por cada sistema a saber: Sistema Fondo de Jubilaciones 



y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, así 



como en los temas de Gobierno y Gestión Tecnológica. 



Gobierno y Gestión de TI del Fondo 
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Se elaboró una propuesta de cartel para la contratación de servicios de asesoría que le 



permita a la Junta Administradora del Fondo cumplir con lo requerido en la norma SUGEF 



14-17.  Además, se trabajó en conjunto con personal de esa oficina para ajustarlo a la 



realidad y posibilidades específicas de la Junta. 



Adicionalmente, se contribuyó en la creación del perfil tecnológico de la Junta y en la carga 



de la información a los sistemas de la SUPEN.  Esto implica en diferentes momentos, que 



personal de la DTIC conjunte información variada de los sistemas, proveedores y otros 



elementos importantes de la gestión tecnológica y se complementa con información de la 



conformación de la Junta y sus procesos. 



Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: 



• Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas 



de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. 



Durante el 2021 se han atendido a la fecha: 



o 114 requerimientos. 



o 35 incidentes. 



• En total se han invertido 1807 horas de atención a este sistema por parte del 



personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión 



aproximada de ¢26 314 985. 



• Debido a que en el Tribunal Supremo de Elecciones realizaron unos cambios para 



separar la forma de envío de datos privados como el sexo, fue necesario aplicar un 



ajuste en el sistema para que utilizara esta nueva consulta, ya que este campo es 



requerido para el archivo de Datos Personales, Pensionados y Movimientos de 



Pensionados que se carga en el sistema VES de SUPEN. 



• Se atendieron las solicitudes de la auditoría externa, realizada por la firma Carvajal 



& Asociados, para el período 2020. 



• Se recopiló la información solicitada de los tres sistemas relacionados al Fondo de 



Jubilaciones, según lo requerido por la Dirección de la Junta Administradora para 



SUPEN. 



• Se aprovechó la contratación de horas de desarrollo que tiene la DTIC de la licitación 



N° 2020LA-000077-PROV, la cual fue adjudicada a la Empresa Grupo Babel S.A. y 



atendieron el desarrollo de 4 mejoras, lo que implicó 122,25 horas de contratación. 
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• Debido a que a partir de junio del 2022 se dejará de contar con soporte para el 



navegador Internet Explorer, se inició una investigación y aplicación de ajustes a las 



pantallas para que se pueda utilizar el sistema con el navegador web Edge, con el 



menor costo posible y sin aplicar una migración general del sistema. 



• Se recopiló la información requerida para el perfil tecnológico de TI a solicitud de la 



SUPEN, sobre los sistemas del Fondo de Jubilaciones. 



• Se actualizaron los servidores donde están publicadas las funcionalidades 



expuestas en internet: 



o Consulta de planilla de jubilados y pensionados 



o Emisión de constancias 



o Carga de deducciones 



Y que además cuentan con unas actualizaciones para mejorar la seguridad del 



sistema. 



Sistema Contable:  



• Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas 



de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. 



Durante el 2021 se han atendido a la fecha: 



o 40 requerimientos  



o 11 incidentes. 



• En total se han invertido 1927 horas de atención a este sistema por parte del 



personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión 



aproximada de ¢27 941 500. 



• Se atendieron las solicitudes de la auditoría externa, realizada por la firma Carvajal 



& Asociados, para el período 2020. 



• Debido a que a partir de junio del 2022 se dejará de contar con soporte para el 



navegador Internet Explorer, se inició una investigación y aplicación de ajustes a las 



pantallas para que se pueda utilizar el sistema con navegador web Edge, con el 



menor costo posible y sin aplicar una migración general del sistema. 



• Se recopiló la información requerida para el perfil tecnológico de TI solicitado por la 



SUPEN, sobre los sistemas del Fondo de Jubilaciones. 



• Se inició la migración de la seguridad del sistema a SeguridadPJ. 
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La mayoría de las mejoras solicitadas para el Sistema Contable, corresponden a 



integraciones con el Sistema del Fondo de Jubilaciones y el Sistema de Inversiones, 



por lo que según se indicó en reunión con el señor Nelson Masís de la Dirección de 



la JUNAFO, es necesario que valoren dichas solicitudes porque hace falta el 



requerimiento contraparte en los sistemas con los que se debe integrar. 



 
Sistema de Carteras de Inversión: 



• Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas 



de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. 



Durante el 2021 se han atendido a la fecha: 



o 42 requerimientos  



o 28 incidentes. 



• En total se han invertido 939 horas de atención a este sistema por parte del personal 



de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión 



aproximada de ¢13 674 049. 



1. El día 28 de junio se instaló en producción las mejoras solicitadas por SUPEN 



relacionadas con el Manejo de Liquidez, a continuación, se detallan dichos ajustes:  



• Ajustes a asientos de ventas, primas e intereses de Bonos de Manejo de 



Liquidez.  



• Inclusión de nuevos catálogos en pantallas.  



• Ventas de bonos (Ajustes en pantallas).  



• Ventas de Bonos (Reformulación de los asientos contables)  



• Desarrollo de archivo de manejo de liquidez Supen.  



• Desarrollo de archivo de movimientos de liquidez Supen.  



• Ventas Fondos (Reformulación de asientos contables)  



• Desarrollo de pantalla de registro de saldos de cuenta bancaria.  



• Desarrollo de reporte de registro de saldos de cuenta bancaria.  



• Mejoras y reformulación de asientos de ventas parciales.  
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Con estos ajustes se realizó la carga de archivos a SUPEN a principios del mes de julio 



la cual fue completamente satisfactoria.  



2. El jueves 30 de setiembre se instaló en producción las mejoras referentes a 



Mercados Internacionales: 



o Ajustes a nivel de integración contables para Mercados Internacionales.  



o Ajustes a nivel de archivos Supen para Mercados Internacionales.  



o Ajustes a nivel de archivos Supen para Manejo de Liquidez (efecto Mercados 



Internacionales).  



o Inclusión de nuevos países para Mercados Internacionales (no existe 



pantalla para eso).  



o Ajustes a todas las pantallas donde se manejen montos con nueva máscara 



de monedas. 



3. Se encuentra en desarrollo las mejoras relacionadas con Límites de Inversión las 



cuales constan de las siguientes funcionalidades: 



o Pantallas de configuración de los límites normativos. 



o Proceso de cálculo. 



o Reporte de límites normativos. 



o Cuadros de informes. 



o Ajustes a los gráficos de la pantalla inicial al sistema. 



o Mejoras en la reportería de gráficos de la distribución de la cartera. 



Dicho desarrollo se encuentra en un 80% de avance según el cronograma definido, 



por el momento está pruebas de usuario y se espera concluir para el mes de 



diciembre del año en curso. 



4. En relación con el desarrollo de las funcionalidades sobre la Cartera de la Junta 



Administradora del Fondo (JUNAFO) se tiene un avance de 8%. Se estimó que para 



este requerimiento se requiere 16,5 días de desarrollo y pruebas de usuario, dicho 



ajuste consiste en adaptar las funcionalidades actuales a las necesidades de la 
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Junta; es importante mencionar que dentro de los ajustes no se incluye la integración 



con el Sistema Contable debido a que está pendiente de que se defina la hoja de 



ruta según las prioridades definidas por parte del equipo de trabajo a cargo de este 



último Sistema. 



5. Además, se han atendido 62 reportes de usuario como parte de la sostenibilidad.  



Resumen de solicitudes atendidas durante el 2021 por sistema 



Sistema Cantidad de 



Requerimientos 



Cantidad de 



incidentes 



Tiempo 



invertido 



Sistema de 



Jubilaciones y 



Pensiones 



114 35 1807 horas 



Sistema Cotable 40 11 1927 horas 



Sistema de 



Inversiones 



42 28 939 horas 



TOTAL 196 74 4673 horas 



 



Según el oficio 551-DTI-2021, dirigido a don Gary Amador Badilla, Coordinador de 



la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se adjuntó dentro de la 



propuesta una etapa de transición para que el personal de la DTI capacitara al nuevo 



personal técnico de la Junta Administradora que asumiría la atención de los sistemas 



informáticos asociados y con ello que la DTI pueda ir reasignando los recursos asignados 



durante el 2021 a las tareas pendientes de atención pospuestas.  



Cabe señalar, que según lo indicado por Oslean Mora Valdez, director de la Junta 



Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio 



N° 0082-DJA-2021 con fecha del 25 de noviembre del 2021 en el que se indica: “Resulta 



de vital importancia indicar que en la tramitación de las plazas nuevas requeridas que serán 



canceladas con recursos de JUNAFO, se incluyeron tres plazas especificas relacionadas 



con profesionales en informática…”. Al respecto es importante indicar que la 



recomendación de la DTI en la propuesta enviada mediante oficio 551-DTI-2021, era la 



creación de 6 plazas de profesionales en informática para asumir todas las tareas, dado 
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que en el 2022 la DTI no tiene la capacidad para continuar asignando los recursos que se 



han asignado durante el 2021. 



Dada la escasez de recursos la DTI brindaría apoyo en la preparación y traslado de 



conocimiento necesario para la transición de las tareas al nuevo personal de la TI en la 



Junta. Se estima iniciar esta etapa de transición durante el primer trimestre del 2022 con la 



finalidad de que los informáticos de la Junta asuman los pendientes pospuestos por el 



Subproceso de Sistemas Administrativos durante el 2021, los cuales fueron señalados 



mediante oficio 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021 y aprobado por el Consejo Superior 



del Poder Judicial, en sesión N° 32-2021 celebrada el 22 de abril de 2021“ARTÍCULO LXV. 



Los tiempos propuestos en dicho oficio también deberán ajustarse conforme la 



disponibilidad de recurso humano.  



En igual sentido, los informáticos contratados por la Junta tendrán que hacer frente 



a la contratación para el establecimiento de su marco de Gobierno y Gestión Tecnológica, 



contando con la asesoría de personal de esta Dirección, no obstante, al otorgarse 



únicamente el 50% de los recursos solicitados deberá revisarse el alcance o el tiempo de 



la contratación. Esta Dirección, a través del Subproceso de Normas y Estándares, seguirá 



apoyando a la Junta brindando la asesoría necesaria, sin embargo, no podrá asumir las 



labores operativas que implica el desarrollo e implementación de su Marco de Gobierno y 



Gestión Tecnológica.  



Atentamente, 



 



 



Lic. Orlando Castrillo Vargas, Subdirector  MBA. Kattia Morales Navarro 



Dirección de Tecnología de Información y 



Comunicaciones 



 Directora de Tecnología de Información y 



Comunicaciones 
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Anexo #1 Atención de solicitudes del Sistema Fondo Jubilaciones durante el 2021 



Detalle GIS Estado 



Creación de un parámetro que 
permita definir el % tope a las 
deducciones. Requerido para 
cumplir con voto de Sala 
Constitucional (pasar de 55% de 
50%) 



RF-1098211-3-159956 Solucionado 
Instalado en producción el 06-07-2021 



En jubilaciones, que en la pantalla 
Ley a aplicar se tenga una opción 
que le permita escoger a la 
persona que confecciona el cálculo 
de la jubilación, si el mismo se 
corresponde con la Ley 7333 o con 
la Ley 9544, ya que actualmente 
solamente se visualiza la ley 7333 



RF-1077607-3-151137 Listo el desarrollo  
Se encuentra en pruebas por parte del 



usuario  
Se compone de 8 HU 



En el cálculo de pensiones, que en 
la pantalla porcentajes para el 
cálculo del beneficio, en la parte 
donde dice porcentaje de beneficio 
el sistema indique 80% ya que 
actualmente el sistema indica 
100% y 66,66%, que eran los 
parámetros de la Ley 7333, sin 
embargo, con la entrada en 
vigencia de la ley 9544 a partir del 
22 de mayo del 2018 estos 
parámetros variaron y todas las 
pensiones se calculan utilizando 
como parámetro el 80%. 



RF-1101286-3-161345 No aplica 
 



Según las pruebas, se puede crear el 
porcentaje correspondiente para la 



nueva ley desde pantalla, solo hay que 
esperar que se instale en producción 



la mejora RF-1077607-3-151137  



GIS #118163, boleta N° 202-TE-
2021 solicitado por Unidad Fondo 
de Jubilaciones y Pensiones de 
FICO el 17-02-2021: Se requiere 
que, se programe el SIGA-FJP de tal 
manera que, en el caso de las 
personas jubiladas-pensionadas, el 
cálculo de los estratos de la 
contribución solidaria se realice 
considerando la sumatoria de 
ambos beneficios. Tal y como se 
aplica la deducción de impuesto 



GIS #118163 Listo el desarrollo 
Se encuentra en pruebas por parte del 



usuario 
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sobre la renta para dichas personas 
beneficiarias a la fecha. 



GIS #139240, solicitado por la 
Unidad Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones de FICO el 19-04-2021: 
Se requiere que, en el caso de 
personas a las que se incluye en 
una quincena adicionales por 
reactivación y en la misma 
quincena se cancelan adicionales 
por costo de vida, el sistema 
considere el monto actual del 
maestro (monto que incluye el 
reajuste por costo de vida del 
semestre) para cancelar los 
adicionales por reactivación y no 
cancele por aparte adicionales por 
costo de vida. 



GIS #139240 Listo el desarrollo 
Se encuentra en pruebas por parte del 



usuario 



GIS #139203, solicitado por la 
Unidad Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones de FICO el 19-04-2021: 
Se requiere que, al cancelar 
adicionales por costo de vida a una 
persona que tuvo una exclusión 
por suspensión en el período que 
comprende el pago del reajuste de 
costo de vida, el sistema 
considere como parte del pago del 
adicional por costo de vida la fecha 
del registro de la 
exclusión, con el fin de cancelar el 
monto completo del reajuste del 
adicional de la quincena en la 
que se contemple la fecha de 
exclusión. 



GIS #139203 Listo el desarrollo.  
Se encuentra en pruebas por parte del 



usuario 



Que se pueda modificar la fecha de 
rige de las pensiones y 
acrecimientos, fecha del acuerdo y 
porcentaje en la aprobación final 
(campo Porcentaje de Beneficio). 



RF-1101304-3-161353 Creadas las historias de usuario, 
pendiente desarrollo 



GIS #107093, solicitado por Unidad 
de Jubilaciones de FICO el 21-01-
2021: Solicitud de mejora N° 65-TE-



GIS #107093 Listo 
Instalado en producción el 26-10-2021 
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2021 Proceso generación de 
planilla aguinaldo 



Solicitud de mejora N° 67-TE-2021 
Modificación período Reporte 
renta anual 



RF-985721-3-107104 Solucionado 
Instalado en producción el 28-09-2021 



Oficio N° 261-PO-2021 Solicitud de 
mejora N° 33 Inclusión campo 
indicador aplicación deducciones 
voluntarias:  
Módulo Deducciones - 
Mantenimientos - Beneficiario 
Insolvente 
 
Se requiere que se agregue un 
campo en la pantalla que permita 
definir si a las personas registradas 
en la misma, se les debe dejar de 
aplicar deducciones voluntarias o 
no. 
 
Ejm: 
 
Aplicar deducciones voluntarias: Si 
/ No. 



RF-1179901-3-196675 Listo 
Instalado en producción el 26-10-2021 



Solicitud de Cambio N° 34 
Validación carga de deducciones 
campo nuevo (SIGA-FJP). 
Se requiere que, la validación de la 
carga de deducciones voluntarias 
desde el portal web en internet 
(carga que realizan las diferentes 
entidades deductora), considere el 
nuevo campo de la pantalla 
Beneficiario Insolvente solicitado 
en la boleta de mejora N° 261-PO-
2021. 



RF-1180832-3-197088 Listo 
Instalado en producción el 26-10-2021 



Se solicita incluir en el reporte de 
liquidaciones para registros 
contables las liquidaciones que 
fueron rechazadas para el rango de 
fechas que se solicitan, según el 
ejemplo que se adjunta. 



RF-1193643-3-203377 Pendiente que la Dirección JUNAFO lo 
valore y le defina prioridad 



Caso registrado en el GIS el 25-10-2021 
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Anexo #2 Atención de solicitudes del Sistema Contabilidad durante el 2021 



De acuerdo a la lista de prioridades remitida por la Dirección de la Junta Administradora del 



Fondo de Jubilaciones a continuación, se han atendido: 



Detalle GIS Estado 



Se debe considerar los 
requerimientos para la carga de 
los instrumentos utilizados para 
el manejo de liquidez de los 
fondos 



NO APLICA NO APLICA 



Mejora: Ajustes integración 
asiento de ventas (ya en proceso, 
finalizando) 



NO APLICA NO APLICA 



GIS #31160 registrado por FICO el 
25/06/2020 Elemento de 
trabajo#191009: Mejora a 
Reporte de Balances y analítico 
generado de forma acumulada 
antes de cierre FJPPJ. Boleta 
0138-2020 



GIS #31160 
 



Listo el desarrollo 
Pendiente pruebas del usuario 



GIS #305022 registrado el 
23/12/2019 por Financiero 
Contable:  Elemento de trabajo 
pendiente del producto 103833: 
Mejora: Procesos de Libros- Tipo 
de Proceso- Revaloración de 
Cuentas 



GIS #305022 
 



Listo el desarrollo 
Pendiente pruebas del usuario 



GIS #8130 (Elemento 177473) 
registrado el 13/04/2020 por 
Financiero Contable: Mejora a 
reporte " Asocie de Movimiento 
bancario a los traslados de 
fondos por periodo y estado" 
FJPPJ. 



GIS #8130 
 



Listo el desarrollo 
Pendiente pruebas del usuario 
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2546-DTIC-2021


San José, 15 de diciembre de 2021








Representantes


Consejo Superior del Poder Judicial, 


Comisión Gerencial de Tecnología de Información 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





Estimados señores y estimada señoras:


En atención a lo aprobado por el Consejo Superior en el en sesión N° 32-2021 celebrada el 22 de abril de 2021, que literalmente dice: 


“Se acordó: Acoger en todos sus extremos la iniciativa de la Dirección de Tecnología de Información, mediante oficio N° 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021, en consecuencia autorizar a la citada Dirección, para que realice lo siguiente: 1) Efectúe los ajustes en el Plan Anual Operativo, adecuando el Plan a las nuevas necesidades de la institución y a la asignación real de recursos, los cuales deberán ser comunicados a la Dirección de Planificación y se deberá actualizar en el sistema del PEI y PAO. 2.) Haga la inclusión de las nuevas metas operativas y estratégicas relacionadas con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo cual deberá coordinar con la Dirección de Planificación. 3.) Realice los ajustes en los cronogramas de los proyectos que se verán impactados con la propuesta realizada. 4.) Coordine con la Auditoría Judicial nuevos plazos para la atención de recomendaciones a cargo del subproceso de Sistemas Administrativos, a fin de priorizarlas conforme a las necesidades institucionales y el nivel de afectación, acordando nuevos plazos de ejecución en aquellas que así sea posible.” 


En atención a lo anterior por medio del presente se les rinde un informe de lo que se ha atendido desde abril 2021 a la fecha, tanto en la modificación y ajuste a los sistemas de información lo que será descrito por cada sistema a saber: Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, así como en los temas de Gobierno y Gestión Tecnológica.


Gobierno y Gestión de TI del Fondo


Se elaboró una propuesta de cartel para la contratación de servicios de asesoría que le permita a la Junta Administradora del Fondo cumplir con lo requerido en la norma SUGEF 14-17.  Además, se trabajó en conjunto con personal de esa oficina para ajustarlo a la realidad y posibilidades específicas de la Junta.


Adicionalmente, se contribuyó en la creación del perfil tecnológico de la Junta y en la carga de la información a los sistemas de la SUPEN.  Esto implica en diferentes momentos, que personal de la DTIC conjunte información variada de los sistemas, proveedores y otros elementos importantes de la gestión tecnológica y se complementa con información de la conformación de la Junta y sus procesos.


Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:


· Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. Durante el 2021 se han atendido a la fecha:


· 114 requerimientos.


· 35 incidentes.


· En total se han invertido 1807 horas de atención a este sistema por parte del personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión aproximada de ¢26 314 985.


· Debido a que en el Tribunal Supremo de Elecciones realizaron unos cambios para separar la forma de envío de datos privados como el sexo, fue necesario aplicar un ajuste en el sistema para que utilizara esta nueva consulta, ya que este campo es requerido para el archivo de Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados que se carga en el sistema VES de SUPEN.


· Se atendieron las solicitudes de la auditoría externa, realizada por la firma Carvajal & Asociados, para el período 2020.


· Se recopiló la información solicitada de los tres sistemas relacionados al Fondo de Jubilaciones, según lo requerido por la Dirección de la Junta Administradora para SUPEN.


· Se aprovechó la contratación de horas de desarrollo que tiene la DTIC de la licitación N° 2020LA-000077-PROV, la cual fue adjudicada a la Empresa Grupo Babel S.A. y atendieron el desarrollo de 4 mejoras, lo que implicó 122,25 horas de contratación.


· Debido a que a partir de junio del 2022 se dejará de contar con soporte para el navegador Internet Explorer, se inició una investigación y aplicación de ajustes a las pantallas para que se pueda utilizar el sistema con el navegador web Edge, con el menor costo posible y sin aplicar una migración general del sistema.


· Se recopiló la información requerida para el perfil tecnológico de TI a solicitud de la SUPEN, sobre los sistemas del Fondo de Jubilaciones.


· Se actualizaron los servidores donde están publicadas las funcionalidades expuestas en internet:


· Consulta de planilla de jubilados y pensionados


· Emisión de constancias


· Carga de deducciones


Y que además cuentan con unas actualizaciones para mejorar la seguridad del sistema.


Sistema Contable: 


· Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. Durante el 2021 se han atendido a la fecha:


· 40 requerimientos 


· 11 incidentes.


· En total se han invertido 1927 horas de atención a este sistema por parte del personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión aproximada de ¢27 941 500.


· Se atendieron las solicitudes de la auditoría externa, realizada por la firma Carvajal & Asociados, para el período 2020.


· Debido a que a partir de junio del 2022 se dejará de contar con soporte para el navegador Internet Explorer, se inició una investigación y aplicación de ajustes a las pantallas para que se pueda utilizar el sistema con navegador web Edge, con el menor costo posible y sin aplicar una migración general del sistema.


· Se recopiló la información requerida para el perfil tecnológico de TI solicitado por la SUPEN, sobre los sistemas del Fondo de Jubilaciones.


· Se inició la migración de la seguridad del sistema a SeguridadPJ.





La mayoría de las mejoras solicitadas para el Sistema Contable, corresponden a integraciones con el Sistema del Fondo de Jubilaciones y el Sistema de Inversiones, por lo que según se indicó en reunión con el señor Nelson Masís de la Dirección de la JUNAFO, es necesario que valoren dichas solicitudes porque hace falta el requerimiento contraparte en los sistemas con los que se debe integrar.





Sistema de Carteras de Inversión:


· Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. Durante el 2021 se han atendido a la fecha:


· 42 requerimientos 


· 28 incidentes.


· En total se han invertido 939 horas de atención a este sistema por parte del personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión aproximada de ¢13 674 049.


1. El día 28 de junio se instaló en producción las mejoras solicitadas por SUPEN relacionadas con el Manejo de Liquidez, a continuación, se detallan dichos ajustes: 


· Ajustes a asientos de ventas, primas e intereses de Bonos de Manejo de Liquidez. 


· Inclusión de nuevos catálogos en pantallas. 


· Ventas de bonos (Ajustes en pantallas). 


· Ventas de Bonos (Reformulación de los asientos contables) 


· Desarrollo de archivo de manejo de liquidez Supen. 


· Desarrollo de archivo de movimientos de liquidez Supen. 


· Ventas Fondos (Reformulación de asientos contables) 


· Desarrollo de pantalla de registro de saldos de cuenta bancaria. 


· Desarrollo de reporte de registro de saldos de cuenta bancaria. 


· Mejoras y reformulación de asientos de ventas parciales. 


Con estos ajustes se realizó la carga de archivos a SUPEN a principios del mes de julio la cual fue completamente satisfactoria. 


2. El jueves 30 de setiembre se instaló en producción las mejoras referentes a Mercados Internacionales:


· Ajustes a nivel de integración contables para Mercados Internacionales. 


· Ajustes a nivel de archivos Supen para Mercados Internacionales. 


· Ajustes a nivel de archivos Supen para Manejo de Liquidez (efecto Mercados Internacionales). 


· Inclusión de nuevos países para Mercados Internacionales (no existe pantalla para eso). 


· Ajustes a todas las pantallas donde se manejen montos con nueva máscara de monedas.


3. Se encuentra en desarrollo las mejoras relacionadas con Límites de Inversión las cuales constan de las siguientes funcionalidades:


· Pantallas de configuración de los límites normativos.


· Proceso de cálculo.


· Reporte de límites normativos.


· Cuadros de informes.


· Ajustes a los gráficos de la pantalla inicial al sistema.


· Mejoras en la reportería de gráficos de la distribución de la cartera.


Dicho desarrollo se encuentra en un 80% de avance según el cronograma definido, por el momento está pruebas de usuario y se espera concluir para el mes de diciembre del año en curso.


4. En relación con el desarrollo de las funcionalidades sobre la Cartera de la Junta Administradora del Fondo (JUNAFO) se tiene un avance de 8%. Se estimó que para este requerimiento se requiere 16,5 días de desarrollo y pruebas de usuario, dicho ajuste consiste en adaptar las funcionalidades actuales a las necesidades de la Junta; es importante mencionar que dentro de los ajustes no se incluye la integración con el Sistema Contable debido a que está pendiente de que se defina la hoja de ruta según las prioridades definidas por parte del equipo de trabajo a cargo de este último Sistema.


5. Además, se han atendido 62 reportes de usuario como parte de la sostenibilidad. 


Resumen de solicitudes atendidas durante el 2021 por sistema


			Sistema


			Cantidad de Requerimientos


			Cantidad de incidentes


			Tiempo invertido





			Sistema de Jubilaciones y Pensiones


			114


			35


			1807 horas





			Sistema Cotable


			40


			11


			1927 horas





			Sistema de Inversiones


			42


			28


			939 horas





			TOTAL


			196


			74


			4673 horas











Según el oficio 551-DTI-2021, dirigido a don Gary Amador Badilla, Coordinador de la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se adjuntó dentro de la propuesta una etapa de transición para que el personal de la DTI capacitara al nuevo personal técnico de la Junta Administradora que asumiría la atención de los sistemas informáticos asociados y con ello que la DTI pueda ir reasignando los recursos asignados durante el 2021 a las tareas pendientes de atención pospuestas. 


Cabe señalar, que según lo indicado por Oslean Mora Valdez, director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0082-DJA-2021 con fecha del 25 de noviembre del 2021 en el que se indica: “Resulta de vital importancia indicar que en la tramitación de las plazas nuevas requeridas que serán canceladas con recursos de JUNAFO, se incluyeron tres plazas especificas relacionadas con profesionales en informática…”. Al respecto es importante indicar que la recomendación de la DTI en la propuesta enviada mediante oficio 551-DTI-2021, era la creación de 6 plazas de profesionales en informática para asumir todas las tareas, dado que en el 2022 la DTI no tiene la capacidad para continuar asignando los recursos que se han asignado durante el 2021.


Dada la escasez de recursos la DTI brindaría apoyo en la preparación y traslado de conocimiento necesario para la transición de las tareas al nuevo personal de la TI en la Junta. Se estima iniciar esta etapa de transición durante el primer trimestre del 2022 con la finalidad de que los informáticos de la Junta asuman los pendientes pospuestos por el Subproceso de Sistemas Administrativos durante el 2021, los cuales fueron señalados mediante oficio 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021 y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 32-2021 celebrada el 22 de abril de 2021“ARTÍCULO LXV. Los tiempos propuestos en dicho oficio también deberán ajustarse conforme la disponibilidad de recurso humano. 


En igual sentido, los informáticos contratados por la Junta tendrán que hacer frente a la contratación para el establecimiento de su marco de Gobierno y Gestión Tecnológica, contando con la asesoría de personal de esta Dirección, no obstante, al otorgarse únicamente el 50% de los recursos solicitados deberá revisarse el alcance o el tiempo de la contratación. Esta Dirección, a través del Subproceso de Normas y Estándares, seguirá apoyando a la Junta brindando la asesoría necesaria, sin embargo, no podrá asumir las labores operativas que implica el desarrollo e implementación de su Marco de Gobierno y Gestión Tecnológica. 


Atentamente,








			Lic. Orlando Castrillo Vargas, Subdirector


			


			MBA. Kattia Morales Navarro





			Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones


			


			Directora de Tecnología de Información y Comunicaciones















Anexo #1 Atención de solicitudes del Sistema Fondo Jubilaciones durante el 2021


			Detalle


			GIS


			Estado





			Creación de un parámetro que permita definir el % tope a las deducciones. Requerido para cumplir con voto de Sala Constitucional (pasar de 55% de 50%)


			RF-1098211-3-159956


			Solucionado
Instalado en producción el 06-07-2021





			En jubilaciones, que en la pantalla Ley a aplicar se tenga una opción que le permita escoger a la persona que confecciona el cálculo de la jubilación, si el mismo se corresponde con la Ley 7333 o con la Ley 9544, ya que actualmente solamente se visualiza la ley 7333


			RF-1077607-3-151137


			Listo el desarrollo 
Se encuentra en pruebas por parte del usuario 
Se compone de 8 HU





			En el cálculo de pensiones, que en la pantalla porcentajes para el cálculo del beneficio, en la parte donde dice porcentaje de beneficio el sistema indique 80% ya que actualmente el sistema indica 100% y 66,66%, que eran los parámetros de la Ley 7333, sin embargo, con la entrada en vigencia de la ley 9544 a partir del 22 de mayo del 2018 estos parámetros variaron y todas las pensiones se calculan utilizando como parámetro el 80%.


			RF-1101286-3-161345


			No aplica

Según las pruebas, se puede crear el porcentaje correspondiente para la nueva ley desde pantalla, solo hay que esperar que se instale en producción la mejora RF-1077607-3-151137 





			GIS #118163, boleta N° 202-TE-2021 solicitado por Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones de FICO el 17-02-2021: Se requiere que, se programe el SIGA-FJP de tal manera que, en el caso de las personas jubiladas-pensionadas, el cálculo de los estratos de la contribución solidaria se realice considerando la sumatoria de ambos beneficios. Tal y como se aplica la deducción de impuesto sobre la renta para dichas personas beneficiarias a la fecha.


			GIS #118163


			Listo el desarrollo
Se encuentra en pruebas por parte del usuario





			GIS #139240, solicitado por la Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones de FICO el 19-04-2021: Se requiere que, en el caso de personas a las que se incluye en una quincena adicionales por
reactivación y en la misma quincena se cancelan adicionales por costo de vida, el sistema
considere el monto actual del maestro (monto que incluye el reajuste por costo de vida del
semestre) para cancelar los adicionales por reactivación y no cancele por aparte adicionales por
costo de vida.


			GIS #139240


			Listo el desarrollo
Se encuentra en pruebas por parte del usuario





			GIS #139203, solicitado por la Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones de FICO el 19-04-2021: Se requiere que, al cancelar adicionales por costo de vida a una persona que tuvo una exclusión
por suspensión en el período que comprende el pago del reajuste de costo de vida, el sistema
considere como parte del pago del adicional por costo de vida la fecha del registro de la
exclusión, con el fin de cancelar el monto completo del reajuste del adicional de la quincena en la
que se contemple la fecha de exclusión.


			GIS #139203


			Listo el desarrollo. 


Se encuentra en pruebas por parte del usuario





			Que se pueda modificar la fecha de rige de las pensiones y acrecimientos, fecha del acuerdo y porcentaje en la aprobación final (campo Porcentaje de Beneficio).


			RF-1101304-3-161353


			Creadas las historias de usuario, pendiente desarrollo





			GIS #107093, solicitado por Unidad de Jubilaciones de FICO el 21-01-2021: Solicitud de mejora N° 65-TE-2021 Proceso generación de planilla aguinaldo


			GIS #107093


			Listo
Instalado en producción el 26-10-2021





			Solicitud de mejora N° 67-TE-2021 Modificación período Reporte renta anual


			RF-985721-3-107104


			Solucionado
Instalado en producción el 28-09-2021





			Oficio N° 261-PO-2021 Solicitud de mejora N° 33 Inclusión campo indicador aplicación deducciones voluntarias: 
Módulo Deducciones - Mantenimientos - Beneficiario Insolvente

Se requiere que se agregue un campo en la pantalla que permita definir si a las personas registradas en la misma, se les debe dejar de aplicar deducciones voluntarias o no.

Ejm:

Aplicar deducciones voluntarias: Si / No.


			RF-1179901-3-196675


			Listo
Instalado en producción el 26-10-2021





			Solicitud de Cambio N° 34 Validación carga de deducciones campo nuevo (SIGA-FJP).
Se requiere que, la validación de la carga de deducciones voluntarias desde el portal web en internet (carga que realizan las diferentes entidades deductora), considere el nuevo campo de la pantalla Beneficiario Insolvente solicitado en la boleta de mejora N° 261-PO-2021.


			RF-1180832-3-197088


			Listo
Instalado en producción el 26-10-2021





			Se solicita incluir en el reporte de liquidaciones para registros contables las liquidaciones que fueron rechazadas para el rango de fechas que se solicitan, según el ejemplo que se adjunta.


			RF-1193643-3-203377


			Pendiente que la Dirección JUNAFO lo valore y le defina prioridad
Caso registrado en el GIS el 25-10-2021














Anexo #2 Atención de solicitudes del Sistema Contabilidad durante el 2021


De acuerdo a la lista de prioridades remitida por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones a continuación, se han atendido:


			Detalle


			GIS


			Estado





			Se debe considerar los requerimientos para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos


			NO APLICA


			NO APLICA





			Mejora: Ajustes integración asiento de ventas (ya en proceso, finalizando)


			NO APLICA


			NO APLICA





			GIS #31160 registrado por FICO el 25/06/2020 Elemento de trabajo#191009: Mejora a Reporte de Balances y analítico generado de forma acumulada antes de cierre FJPPJ. Boleta 0138-2020


			GIS #31160


			
Listo el desarrollo
Pendiente pruebas del usuario





			GIS #305022 registrado el 23/12/2019 por Financiero Contable:  Elemento de trabajo pendiente del producto 103833: Mejora: Procesos de Libros- Tipo de Proceso- Revaloración de Cuentas


			GIS #305022


			
Listo el desarrollo
Pendiente pruebas del usuario





			GIS #8130 (Elemento 177473) registrado el 13/04/2020 por Financiero Contable: Mejora a reporte " Asocie de Movimiento bancario a los traslados de fondos por periodo y estado" FJPPJ.


			GIS #8130


			
Listo el desarrollo
Pendiente pruebas del usuario
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